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Iniciativas

QUE REFORMA Y ADICIONA DIVERSAS DISPOSICIONES A LA

LEY DE MIGRACIÓN, EN MATERIA DE DEBIDO PROCESO, A
CARGO DEL DIPUTADO RAFAEL HERNÁNDEZ SORIANO,
DEL GRUPO PARLAMENTARIO DEL PRD

Planteamiento del problema

México es, en el continente americano, uno de los po-
cos países que han establecido la detención como par-
te de su política y práctica migratoria. Un promedio de
70 mil personas migrantes internacionales son deteni-
das cada año por las autoridades migratorias mexica-
nas. Si bien la posibilidad de detener personas por mo-
tivos migratorios existía legalmente desde finales de
los años 40, fue hasta la década pasada, durante la vi-
gencia de la Ley General de Población y su Regla-
mento, que esta figura se reforzó en su aplicación y se
convirtió en la regla de actuación aplicada común-
mente ante la migración irregular.  

La Ley de Migración, promulgada en 2011, no sólo
conservó este mecanismo, sino que lo institucionalizó,
propiciando la violación sistemática y permanente de
diversos de los derechos civiles de las personas mi-
grantes irregulares, entre ellos, los diversos derechos
contenidos dentro de lo que se denomina en la doctri-
na procesal, el “derecho al debido proceso” y, a su vez,
el relativo a una tutela judicial efectiva, pues aquel for-
ma parte integral de éste.

Lo anterior, no obstante dicha Ley estableció como
uno de sus ejes rectores la protección de los derechos
humanos con independencia del origen nacional o es-
tatus migratorio de las personas migrantes.

Dicho escenario adquiere una particular relevancia da-
da la crisis migratoria que México enfrenta desde fi-
nales del año pasado, pues, como nunca antes nume-
rosos contingentes de personas e, incluso familias
provenientes de Haití, Cuba y de otros continentes co-
mo África y Asía, han intentado alcanzar el vecino pa-
ís del norte, cruzando por nuestro país.  

Argumentación

México constituye el primer corredor migratorio a ni-
vel mundial, en el que la principal característica de las

personas que transitan por él es su calidad de migran-
tes irregulares.

Se calcula que alrededor de 1.9 millones de personas
ingresan anualmente por la frontera sur de nuestro pa-
ís,1 la mayoría con destino a Estados Unidos o Canadá
y provenientes, principalmente, de Centroamérica.2

La mayoría, también, sin los documentos que avalen
su situación migratoria, es decir, sin contar con la au-
torización ni la documentación requeridas por las au-
toridades de migración de nuestro país para su estan-
cia regular en él (Gráfica 1).

Aun cuando México no sanciona penalmente dicha cir-
cunstancia –el ingreso o permanencia irregular de las
personas migrantes en el país–, pues según la Ley de Mi-
gración: “En ningún caso una situación migratoria irre-
gular preconfigurará por sí misma la comisión de un de-
lito…”,3 al mismo tiempo, dicha Ley establece como
sanción a esta falta y elemento central de control migra-
torio, la detención obligatoria o, en la terminología de la
Ley, la presentación o alojamiento temporal, con el ob-
jetivo principal de su deportación.4 Lo anterior tiene el
efecto de facto de criminalizar y sancionar a las personas
inmigrantes irregulares con medidas propias del ámbito
penal, pero sin las garantías efectivas correlativas.

De acuerdo con datos oficiales, la mayor parte de las
detenciones se presentan en los estados de Chiapas,
Tabasco, Veracruz y Oaxaca, cifra que asciende al
74.4% del total entre 2007 y 2009 (Gráfica 3). Adicio-
nalmente, más del 90% de las detenciones correspon-
den a migrantes provenientes de Guatemala, Honduras
y El Salvador (Gráficas 2 a 4).

Jueves 14 de diciembre de 2017 Gaceta Parlamentaria3



Dicha política migratoria, además de ser per se con-
traria a los estándares internacionales en materia de
derechos humanos, el criterio empleado para determi-
nar la necesidad de la detención y su procedimiento de
implementación, resultan igualmente violatorios de
los derechos humanos consagrados en la Constitución
y en los tratados internacionales de los que México es
parte. 

Concretamente, en lo que corresponde al tipo de polí-
tica migratoria, es decir, aquélla basada en la deten-
ción, la Comisión Interamericana de Derechos Huma-
nos (CIDH) ha manifestado que el estándar de
excepcionalidad de la detención en materia migratoria
debe considerarse aún más elevado, debido a que las
infracciones migratorias no tienen un carácter penal.5

Por lo que toca al criterio que, a su vez, dicho tipo de
política emplea para determinar la necesidad de la de-
tención, éste es abiertamente discriminatorio, pues se
basa en que la persona migrante decida presentarse an-
te las autoridades migratorias. Esto es, conforme a la
Ley de Migración (en adelante la Ley) y su Regla-
mento, se asume una presunción de libertad cuando la
persona acude al Instituto Nacional de Migración
(INM) para regularizar su situación migratoria (artícu-
lo 136 de la Ley); mientras que, por el contrario, se
asume una presunción de detención cuando es la auto-
ridad migratoria quien “descubre” que una persona se
encuentra en una situación migratoria irregular (artí-
culo 100 de la Ley).6 En otras palabras, se brinda un
tratamiento distinto a personas que se encuentran en la
misma hipótesis jurídica: la falta de documentación
que avale su situación migratoria regular.  

Finalmente, en lo que concierne al procedimiento de
implementación, el cual se dirige a “descubrir” a per-
sonas migrantes irregulares para proceder a su deten-
ción, cabe destacar que cada una de las etapas que lo
componen, a saber: verificación o revisión, aprehen-
sión, puesta a disposición, presentación, alojamiento y
eventual deportación, son también violatorias de di-
versos derechos humanos, en particular, del derecho al
debido proceso.

De acuerdo el artículo 70 de la Ley, tal derecho con-
siste en que: “Durante el procedimiento administrativo
migratorio… el procedimiento sea sustanciado por au-
toridad competente; el derecho a ofrecer pruebas y ale-
gar lo que a su derecho convenga, a tener acceso a las
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constancias del expediente administrativo migratorio;
a contar con un traductor o intérprete para facilitar la
comunicación, en caso de que no hable o no entienda
el español y a que las resoluciones de la autoridad es-
tén debidamente fundadas y motivadas.”7

No obstante, al realizar un análisis a la luz de la de la
norma y la jurisprudencia, nacional e internacional, re-
sulta evidente que nuestro país tiene pendiente llevar a
cabo la tarea de la armonización legal en lo que res-
pecta al contenido de este derecho con lo establecido
en dichos instrumentos normativos que, conforme a la
Reforma Constitucional de 2011, integran el Bloque
de Constitucionalidad de nuestro país.

Ámbito nacional

Respeto de la jurisprudencia nacional, la Primera Sala
de la Suprema Corte de Justicia de la Nación (SCJN)
ha establecido en la Tesis: 1a./J. 11/2014 (10a.) que:

“Dentro de las garantías del debido proceso existe
un “núcleo duro”, que debe observarse inexcusable-
mente en todo procedimiento jurisdiccional, y otro
[núcleo] de garantías que son aplicables en los pro-
cesos que impliquen un ejercicio de la potestad pu-
nitiva del Estado.  Así, en cuanto al “núcleo duro”,
las garantías del debido proceso que aplican a cual-
quier procedimiento de naturaleza jurisdiccional
son las que esta Suprema Corte de Justicia de la Na-
ción ha identificado como formalidades esenciales
del procedimiento, cuyo conjunto integra la “garan-
tía de audiencia”. La garantía de audiencia estable-
cida por el artículo 14 constitucional consiste en
otorgar al gobernado la oportunidad de defensa pre-
viamente al acto privativo de la vida, libertad, pro-
piedad, posesiones o derechos, y su debido respeto
impone a las autoridades, entre otras obligaciones,
la de que en el juicio que se siga “se cumplan las
formalidades esenciales del procedimiento”. Estas
son las que resultan necesarias para garantizar la de-
fensa adecuada antes del acto de privación y que, de
manera genérica, se traducen en los siguientes re-
quisitos: 1) La notificación del inicio del procedi-
miento y sus consecuencias; 2) La oportunidad de
ofrecer y desahogar las pruebas en que se finque la
defensa; 3) La oportunidad de alegar; y 4) El dicta-
do de una resolución que dirima las cuestiones de-
batidas y cuya impugnación ha sido considerada
por esta Primera Sala como parte de esta formali-

dad. De no respetarse estos requisitos, se dejaría de
cumplir con el fin de la garantía de audiencia, que
es evitar la indefensión del afectado. Ahora bien, el
otro núcleo es identificado comúnmente con el
elenco de garantías mínimo que debe tener toda per-
sona cuya esfera jurídica pretenda modificarse me-
diante la actividad punitiva del Estado, como ocu-
rre, por ejemplo, con el derecho penal, migratorio,
fiscal o administrativo, en donde se exigirá que se
hagan compatibles las garantías con la materia es-
pecífica del asunto. Por tanto, dentro de esta cate-
goría de garantías del debido proceso, se identifican
dos especies: la primera, que corresponde a todas
las personas independientemente de su condición,
nacionalidad, género, edad, etcétera, dentro de las
que están, por ejemplo, el derecho a contar con un
abogado, a no declarar contra sí mismo o a conocer
la causa del procedimiento sancionatorio; y la se-
gunda, que es la combinación del elenco mínimo de
garantías con el derecho de igualdad ante la ley, y
que protege a aquellas personas que pueden encon-
trarse en una situación de desventaja frente al orde-
namiento jurídico, por pertenecer a algún grupo
vulnerable, por ejemplo, el derecho a la notificación
y asistencia consular, el derecho a contar con un tra-
ductor o intérprete, el derecho de las niñas y los ni-
ños a que su detención sea notificada a quienes ejer-
zan su patria potestad y tutela, entre otras de igual
naturaleza.”8

Derivado de lo anterior, resulta evidente, en primer lu-
gar, que la Ley no contempla el objetivo mismo del
núcleo duro de las garantías de debido proceso, que es
del de “otorgar al gobernado la oportunidad de defen-
sa previamente al acto privativo de la vida, libertad,
propiedad, posesiones o derechos“, pues conforme al
artículo 70 referido, se tiene previsto el ejercicio del
derecho al debido proceso por parte de los migrantes
durante el procedimiento administrativo migratorio,
es decir, una vez que ya ha sido determinada la medi-

da de privación de la libertad.

En segundo lugar, resalta, de sobre manera, la ausen-
cia del derecho a contar con un abogado, el cual al for-
mar parte del grupo de garantías que “corresponde a
todas las personas independientemente de su condi-
ción, nacionalidad, género, edad… [cuya esfera jurídi-
ca pretenda modificarse mediante la actividad punitiva
del Estado…]”,9 resulta inexcusable. 
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En el caso que nos ocupa, dicha carencia es, además,
de particular trascendencia, en virtud de lo establecido
por el artículo 21 constitucional, relativo a que el pla-
zo máximo para cualquier arresto por infracciones de
carácter administrativo, es de 36 horas, mientras que la
Ley contempla plazos que van desde los 15 días –co-
mo procedimiento regular– hasta los 60 días, o inclu-
so, la absoluta indefinición para los casos de excep-
ción (art. 111) –entre los que se encuentran la
impugnación de la resolución de la autoridad–, con lo
que en la práctica el proceso “administrativo” migra-
torio se equipara a uno de carácter penal, pero sin las
garantías judiciales propias.

Con relación a lo anterior, es de subrayar que la norma
constitucional garantiza el derecho a la defensa ade-
cuada en dicho ámbito en su artículo 20, el cual, en su
apartado B, fracción VIII, prevé lo siguiente:

“Artículo 20. El proceso penal será acusatorio y
oral. Se regirá por los principios de publicidad, con-
tradicción, concentración, continuidad e inmedia-
ción.

[…] 

B. De los derechos de toda persona imputada:

[…]

VIII. Tendrá derecho a una defensa adecuada por
abogado, al cual elegirá libremente incluso desde
el momento de su detención. Si no quiere o no
puede nombrar un abogado, después de haber sido
requerido para hacerlo, el juez le designará un de-
fensor público.  También tendrá derecho a que su
defensor comparezca en todos los actos del proceso
y  éste tendrá obligación de hacerlo cuantas veces se
le requiera…” (negritas añadidas)

Si bien el artículo está acotado a la esfera penal, la
misma garantía puede ser extendida a otras materias,
atendiendo a la jurisprudencia internacional –como
se detallará más adelante– la cual forma parte del
Bloque de Constitucionalidad de nuestro país.  

En suma, conforme al marco normativo nacional y
su jurisprudencia, es factible considerar que, en el
contexto migratorio, el elenco mínimo de garantías
de debido proceso, desde el momento de la puesta a

disposición, debería incluir, al menos, las siguien-
tes: (1) Contar con un abogado; (2) Notificación
y asistencia consular;10 (3) Contar con un traduc-
tor o intérprete; (4) En caso de que se trate de ni-
ñas o niños, que su detención sea notificada a
quienes ejerzan su patria potestad o tutela; (5)
Oportunidad de ofrecer y desahogar pruebas; (6)
Oportunidad de alegar lo que a su derecho conven-
ga; (7) Resolución de la autoridad administrativa
debidamente fundada y motivada; y (8) Oportuni-
dad de impugnar dicha resolución.11

Ámbito internacional 

En lo que se refiere a la norma y jurisprudencia inter-
nacionales, el artículo 8 de la Convención Americana
sobre Derechos Humanos (CADH) –signada y ratifi-
cada por México– establece las garantías judiciales de
debido proceso que toda persona tiene dentro del Sis-
tema Interamericano de Derechos Humanos:12

“Artículo 8. Garantías Judiciales

1. Toda persona tiene derecho a ser oída, con las de-
bidas garantías y dentro de un plazo razonable, por
un juez o tribunal competente, independiente e im-
parcial, establecido con anterioridad por la ley, en la
sustanciación de cualquier acusación penal formu-
lada contra ella, o para la determinación de sus de-
rechos y obligaciones de orden civil, laboral, fiscal
o de cualquier otro carácter.

2. Toda persona inculpada de delito tiene derecho a
que se presuma su inocencia mientras no se esta-
blezca legalmente su culpabilidad.  Durante el pro-
ceso, toda persona tiene derecho, en plena igualdad,
a las siguientes garantías mínimas:

a) derecho del inculpado de ser asistido gratuita-
mente por el traductor o intérprete, si no compren-
de o no habla el idioma del juzgado o tribunal;

b) comunicación previa y detallada al inculpado de
la acusación formulada;

c) concesión al inculpado del tiempo y de los me-
dios adecuados para la preparación de su defensa;

d) derecho del inculpado de defenderse personal-
mente o de ser asistido por un defensor de su elec-
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ción y de comunicarse libre y privadamente con su
defensor;

e) derecho irrenunciable de ser asistido por un de-
fensor proporcionado por el Estado, remunerado o
no según la legislación interna, si el inculpado no se
defendiere por sí mismo ni nombrare defensor den-
tro del plazo establecido por la ley;

f) derecho de la defensa de interrogar a los testigos
presentes en el tribunal y de obtener la compare-
cencia, como testigos o peritos, de otras personas
que puedan arrojar luz sobre los hechos;

g) derecho a no ser obligado a declarar contra sí
mismo ni a declararse culpable, y

h) derecho de recurrir del fallo ante juez o tribunal
superior.

3. La confesión del inculpado solamente es válida si
es hecha sin coacción de ninguna naturaleza.

4. El inculpado absuelto por una sentencia firme no
podrá ser sometido a nuevo juicio por los mismos
hechos.

5. El proceso penal debe ser público, salvo en lo que
sea necesario para preservar los intereses de la jus-
ticia.” 

Al respecto, la Corte Interamericana de Derechos Hu-
manos (CoIDH) ha sostenido que: “Si bien el artículo
8 de la Convención Americana se titula ‘Garantías Ju-
diciales’, su aplicación no se limita a los recursos ju-
diciales en sentido estricto ‘sino al conjunto de requi-
sitos que deben observarse en las instancias
procesales’, a efecto de que las personas estén en con-
diciones de defender adecuadamente sus derechos an-
te cualquier tipo de acto del Estado que pueda afectar-
los. Es decir, cualquier actuación u omisión de los
órganos estatales dentro de un proceso, sea adminis-
trativo sancionatorio o jurisdiccional, debe respetar el
proceso legal… [esto es,] el elenco de garantías míni-
mas establecidas en el numeral 2 del artículo 8 de la
Convención se aplica a los órdenes mencionados en el
numeral 1 del mismo artículo, o sea, … el orden civil,
laboral, fiscal o de cualquier otro carácter. Esto revela
el amplio alcance del debido proceso [pues] el indivi-
duo tiene derecho al debido proceso entendido en los

términos del artículo 8.1 y 8.2, tanto en materia penal
como en todos estos órdenes.”13

Y continúa: “En cualquier materia… la discrecionali-
dad de la administración tiene límites infranqueables,
siendo uno de ellos el respeto de los derechos huma-
nos. Es importante que la actuación de la administra-
ción se encuentre regulada, y ésta no puede invocar el
orden público para reducir discrecionalmente las ga-
rantías de los administrados. Por ejemplo, no puede la
administración dictar actos administrativos sanciona-
torios sin otorgar a los sancionados la garantía del de-
bido proceso… Es un derecho humano el obtener to-
das las garantías que permitan alcanzar decisiones
justas, no estando la administración excluida de cum-
plir con este deber. Las garantías mínimas deben res-
petarse en el procedimiento administrativo y en cual-
quier otro procedimiento cuya decisión pueda afectar
los derechos de las personas.”14

Asimismo, en la Opinión Consultiva 18/03,15 deno-
minada “Condición Jurídica y Derechos de los Mi-
grantes Indocumentados”, solicitada por México, la
CoIDH estableció que:

“122. La Corte considera que el derecho al debido
proceso legal debe ser reconocido en el marco de
las garantías mínimas que se deben brindar a todo
migrante,  independientemente de su estatus mi-
gratorio. El amplio alcance de la intangibilidad del
debido proceso se aplica no solo ratione materiae

sino también ratione personae sin discriminación
alguna.” (negritas añadidas)

De igual forma, y en estricta relación con el derecho a
la defensa, en la referida Opinión Consultiva, la
CoIDH estableció la vulneración a la protección judi-
cial de los migrantes por la ausencia de un servicio pú-
blico gratuito de defensa legal:

“126. Se vulnera el derecho a las garantías y a la
protección judicial por varios motivos: por el riesgo
de la persona cuando acude a las instancias admi-
nistrativas o judiciales de ser deportada, expulsada
o privada de su libertad, y por la negativa de la
prestación de un servicio público gratuito de de-
fensa legal a su favor, lo cual impide que se hagan
valer los derechos en juicio. Al respecto, el Estado
debe garantizar que el acceso a la justicia sea no so-
lo formal sino real…” (negritas añadidas)
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Por otra parte, en el Caso Barreto Leiva vs. Venezue-
la, la CoIDH señaló que la defensa adecuada com-
prende desde que se señala a una persona como posi-
ble responsable hasta que culmina el proceso. Criterio
que por analogía aplica para el migrante, quien desde
que es puesto a disposición, se encuentra en un poten-
cial peligro de violación a sus derechos humanos:

“Si el derecho a la defensa surge desde el mo-
mento en que se ordena investigar a una perso-
na, el investigado debe tener acceso a la defensa
técnica desde ese mismo momento, sobre todo en
la diligencia en la que se recibe su declaración. Im-
pedir a éste contar con la asistencia de su abogado
defensor es limitar severamente el derecho a la
defensa, lo que ocasiona desequilibrio procesal y
deja al individuo sin tutela frente al ejercicio del
poder punitivo.”16 (negritas añadidas)

En lo que corresponde al Sistema Universal de los De-
rechos Humanos, el Pacto Internacional de Derechos
Civiles y Políticos (PIDCP) –también signado y ratifi-
cado por México– refiere en su artículo 14 los dere-
chos y garantías relativos a la administración de la jus-
ticia:17

“Artículo 14

1. Todas las personas son iguales ante los tribunales
y cortes de justicia. Toda persona tendrá derecho a
ser oída públicamente y con las debidas garantías
por un tribunal competente, independiente e impar-
cial, establecido por la ley, en la substanciación de
cualquier acusación de carácter penal formulada
contra ella o para la determinación de sus derechos
u obligaciones de carácter civil. La prensa y el pú-
blico podrán ser excluidos de la totalidad o parte de
los juicios por consideraciones de moral, orden pú-
blico o seguridad nacional en una sociedad demo-
crática, o cuando lo exija el interés de la vida priva-
da de las partes o, en la medida estrictamente
necesaria en opinión del tribunal, cuando por cir-
cunstancias especiales del asunto la publicidad pu-
diera perjudicar a los intereses de la justicia; pero
toda sentencia en materia penal o contenciosa será
pública, excepto en los casos en que el interés de
menores de edad exija lo contrario, o en las acusa-
ciones referentes a pleitos matrimoniales o a la tu-
tela de menores.

2. Toda persona acusada de un delito tiene derecho
a que se presuma su inocencia mientras no se prue-
be su culpabilidad conforme a la ley.

3. Durante el proceso, toda persona acusada de un
delito tendrá derecho, en plena igualdad, a las si-
guientes garantías mínimas:

a) A ser informada sin demora, en un idioma que
comprenda y en forma detallada, de la naturale-
za y causas de la acusación formulada contra
ella;

b) A disponer del tiempo y de los medios ade-
cuados para la preparación de su defensa y a co-
municarse con un defensor de su elección;

c) A ser juzgado sin dilaciones indebidas;

d) A hallarse presente en el proceso y a defen-
derse personalmente o ser asistida por un defen-
sor de su elección; a ser informada, si no tuvie-
ra defensor, del derecho que le asiste a tenerlo,
y, siempre que el interés de la justicia lo exija, a
que se le nombre defensor de oficio, gratuita-
mente, si careciere de medios suficientes para
pagarlo;

e) A interrogar o hacer interrogar a los testigos
de cargo y a obtener la comparecencia de los tes-
tigos de descargo y que éstos sean interrogados
en las mismas condiciones que los testigos de
cargo;

f) A ser asistida gratuitamente por un intérprete,
si no comprende o no habla el idioma empleado
en el tribunal;

g) A no ser obligada a declarar contra sí misma
ni a confesarse culpable.

4. En el procedimiento aplicable a los menores de
edad a efectos penales se tendrá en cuenta esta cir-
cunstancia y la importancia de estimular su readap-
tación social.

5. Toda persona declarada culpable de un delito ten-
drá derecho a que el fallo condenatorio y la pena
que se le haya impuesto sean sometidos a un tribu-
nal superior, conforme a lo prescrito por la ley.
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6. Cuando una sentencia condenatoria firme haya
sido ulteriormente revocada, o el condenado haya
sido indultado por haberse producido o descubierto
un hecho plenamente probatorio de la comisión de
un error judicial, la persona que haya sufrido una
pena como resultado de tal sentencia deberá ser in-
demnizada, conforme a la ley, a menos que se de-
muestre que le es imputable en todo o en parte el no
haberse revelado oportunamente el hecho descono-
cido.

7. Nadie podrá ser juzgado ni sancionado por un de-
lito por el cual haya sido ya condenado o absuelto
por una sentencia firme de acuerdo con la ley y el
procedimiento penal de cada país.

Al respecto, en su observación general número 13,18

el Comité de Derechos Humanos de la Organización
de las Naciones Unidas (ONU) establece en su nume-
ral 2 que:

“2. … el artículo se aplica no sólo a los procedi-
mientos para la sustanciación de cualquier acusa-
ción de carácter penal formulada contra una perso-
na, sino también a los procedimientos para la
determinación de sus derechos u obligaciones de
carácter civil…” (negritas añadidas)

Adicionalmente, en lo que al derecho a la defensa co-
rresponde, dicha observación dicta en su numeral 9
que:

“9. … Además, este apartado exige que el defensor
se comunique con el acusado en condiciones que
garanticen plenamente el carácter confidencial de
sus comunicaciones. Los abogados deben poder
asesorar y representar a sus clientes de conformi-
dad con su criterio y normas profesionales estable-
cidas, sin ninguna restricción, influencia, presión
o injerencia indebida de ninguna parte.” (negritas
añadidas)

Con base en lo anterior, resulta evidente que el conte-
nido del derecho al debido proceso establecido en la
Ley, también es limitado respecto de la norma y juris-
prudencia internacionales, pues no respeta, en lo to-
cante al Sistema Interamericano, el derecho estableci-
do en el artículo 8.2 de la CADH, relativo a que: “Toda
persona inculpada de delito tiene derecho a que se pre-
suma su inocencia mientras no se establezca legal-

mente su culpabilidad…” (negritas añadidas); así co-
mo a las garantías mínimas en él comprendidas, en
particular: “(b) comunicación previa y detallada al
inculpado de la acusación formulada; (d) el derecho
del inculpado de defenderse personalmente o de ser
asistido por un defensor de su elección y de comuni-
carse libre y privadamente con su defensor”; (e) el
derecho irrenunciable de ser asistido por un defen-
sor proporcionado por el Estado, remunerado o no
según la legislación interna, si el inculpado no se de-
fendiere por sí mismo ni nombrare defensor dentro
del plazo establecido por la ley; y (h) derecho de re-
currir del fallo ante juez o tribunal superior.” (negri-
tas añadidas).  De igual forma, también es omisa, con
relación a la jurisprudencia, respecto del momento en
el que inicia la protección del debido proceso legal
y, por tanto, el del derecho a una defensa técnica.19

Mientras que, en lo que corresponde al Sistema Uni-
versal, no respeta aquellos derechos y garantías esta-
blecidos en el artículo 14 del PIDCP, en particular: “2.
Toda persona acusada de un delito tiene derecho a que
se presuma su inocencia mientras no se pruebe su
culpabilidad conforme a la ley; 3. Durante el proceso,
toda persona acusada de un delito tendrá derecho, en
plena igualdad, a las siguientes garantías mínimas: a)
A ser informada sin demora, en un idioma que com-
prenda y en forma detallada, de la naturaleza y cau-
sas de la acusación formulada contra ella; b) A dispo-
ner del tiempo y de los medios adecuados para la
preparación de su defensa y a comunicarse con un
defensor de su elección; d) A hallarse presente en el
proceso y a defenderse personalmente o ser asistida
por un defensor de su elección; a ser informada, si no
tuviera defensor, del derecho que le asiste a tener-
lo, y, siempre que el interés de la justicia lo exija, a
que se le nombre defensor de oficio, gratuitamente,
si careciere de medios suficientes para pagar-
lo;…”,20 los cuales de acuerdo con su jurisprudencia,
aplican también a los procedimientos civiles.

Por lo antes mencionado, atendiendo tanto a la norma
y jurisprudencia de procedencia tanto nacional como
internacional, el contenido del derecho al debido pro-
ceso en la Ley es limitado, por lo que requiere ser ar-
monizado, pues no contempla diversos derechos que
forman parte del “núcleo duro” de las garantías a las
que se refiere la SCJN, así como de las garantías mí-
nimas establecidas por la CADH. 
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A este respecto, el Comité de Protección de los Dere-
chos de todos los Trabajadores Migratorios y de sus
Familiares, en sus Observaciones finales sobre el ter-

cer informe periódico de México, de fecha 27 de sep-
tiembre de los corrientes, señala las siguientes preocu-
paciones y recomendaciones:

No discriminación

25. El Comité toma nota del marco jurídico del Es-
tado parte para asegurar la no discriminación. Sin
embargo, le preocupan informes sobre el aumento
de la xenofobia a nivel social e institucional... Tam-
bién le preocupa la información recibida sobre pro-
cedimientos de control y verificación migratoria
que se realizan con base en el perfil étnico de las
personas.”

Recomendación:

26. El Comité… [r]ecomienda que se detecten y
eliminen las prácticas discriminatorias en las
instituciones públicas y privadas, incluyendo los
procedimientos migratorios de control y verifi-
cación.

Garantías procesales en casos de privación de la
libertad

39. El Comité nota con preocupación que las de-
tenciones llevadas adelante por el INM se realizan
a través de una modalidad automática, sin una ade-
cuada fundamentación individualizada sobre su
necesidad y razonabilidad. Observa que la deten-
ción sin debidas garantías procesales, como la
obligación de remisión inmediata ante un juez in-
dependiente e imparcial y el derecho a la asisten-
cia jurídica gratuita, es considerada arbitraria, en
línea con la Convención y otros tratados. Le preo-
cupan también los datos sobre la falta de informa-
ción brindada a migrantes sobre las razones de su
detención, los derechos y recursos disponibles, in-
cluyendo el derecho a solicitar asilo, protección
complementaria o una estancia por razones huma-
nitarias…

Recomendación:

40. El Comité urge al Estado parte a que:

a) Asegure en los procedimientos de detención
migratoria las debidas garantías procesales, in-
cluyendo el derecho a un intérprete;

b) Adopte todas las medidas dirigidas a garanti-
zar el derecho a la asistencia y representación
jurídica gratuita en procedimientos de detención
migratoria…;

Gestión de las fronteras y protección de migran-
tes en tránsito

35. El Comité toma nota del esfuerzo que realiza el
Estado parte para enfrentar al crimen organizado y
brindar seguridad integral a las personas en su terri-
torio. Observa con preocupación, sin embargo, el
aumento significativo de los crímenes contra mi-
grantes y de los riesgos a lo largo del tránsito por el
territorio mexicano, en rutas alternativas usadas por
los migrantes y sus familiares a fin de evitar los
múltiples dispositivos de control migratorio desple-
gados por el Estado. 

Recomendación:

36. El Comité recomienda al Estado parte que
evalúe de manera exhaustiva y en diálogo con to-
dos los actores concernidos el impacto de los
operativos de verificación migratoria en el au-
mento de los riesgos del derecho a la vida y la in-
tegridad física de la población migrante en trán-
sito y que se adopten las medidas necesarias
para prevenir esos riesgos, proteger a esta po-
blación y, en particular, promover que las políti-
cas y prácticas migratorias estén centradas en el
enfoque de derechos humanos y de seguridad
humana, incluyendo la creación de vías seguras
y regulares.

Por lo anteriormente expuesto y fundado, y conside-
rando el Bloque de Constitucionalidad que de acuerdo
al artículo 1º constitucional está conformado por la
Constitución y los derechos contenidos en los Tratados
Internacionales de los que México es parte, la presen-
te iniciativa propone armonizar el contenido del se-
gundo párrafo del artículo 70 de la Ley de Migración,
relativo al derecho al debido proceso, con las normas
y jurisprudencia nacionales e internacionales, permi-
tiendo a nuestro país cumplir con sus obligaciones in-
ternacionales.
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Fundamento legal

Los suscritos, Rafael Hernández Soriano y Gonzalo
Guízar Valladares, Diputados de la LXIII Legislatura
del honorable Congreso de la Unión, integrantes de los
Grupos Parlamentarios del Partido de la Revolución
Democrática y del Partido Encuentro Social, respecti-
vamente, con fundamento en el artículo 71, fracción II,
de la Constitución Política de los Estados Unidos Me-
xicanos, así como en los artículos 6, numeral 1; 77 y
78 del Reglamento de la Cámara de Diputados, some-
temos a consideración del pleno de esta soberanía la
siguiente iniciativa con proyecto de  

Decreto por el que se reforman y adicionan diver-
sas disposiciones de la Ley de Migración 

Artículo Único: Se reforma el primer párrafo del artí-
culo 68; el primer párrafo del artículo 69 y sus frac-
ciones II, IV, V y VI; el artículo 70; el primer párrafo
del artículo 109 y sus fracciones II, III, V y IX. Se adi-
ciona la fracción IIIBIS al artículo 69. Todos ellos de
la Ley de Migración, para quedar como sigue:

Artículo 68. La presentación de los migrantes, cuya
situación migratoria no se encuentre acreditada,
sólo puede realizarse por el Instituto en los casos pre-
vistos en esta Ley; deberá constar en actas y no podrá
exceder del término de 36 horas contadas a partir de su
puesta a disposición.

…

Artículo 69. Los migrantes, cuya situación migrato-
ria no se encuentre acreditada, tendrán derecho a
que las autoridades migratorias, al momento de su
puesta a disposición, les proporcionen información
acerca de:

I. …

II. El motivo de su puesta a disposición;

III. ...  

III Bis. El derecho que les asiste a defenderse por
sí mismos, designar a un defensor de su elección
o, si así no lo hicieren, a que les sea proporciona-
do uno por el Estado, a más tardar, dentro de las
24 horas posteriores a su puesta a disposición;

IV. La notificación inmediata de su puesta a dispo-
sición por parte de la autoridad migratoria, al con-
sulado del país del cual manifiesta ser nacional, ex-
cepto en el caso de que el extranjero pudiera serle
concedido el asilo político, el reconocimiento de la
condición de refugiado o el otorgamiento de pro-
tección complementaria;

V. La posibilidad, en su caso, de regularizar su si-
tuación migratoria, en términos de lo dispuesto por
los artículos 132, 133 y 134 de esta Ley, y

VI. La posibilidad, en su caso, de constituir garan-
tía en los términos del artículo 102 de esta Ley.

Artículo 70. Todo migrante tiene derecho a contar
con un abogado desde su puesta a disposición y, en
su caso, durante el procedimiento administrativo
migratorio.  Para ello, el migrante podrá optar por
defenderse por sí mismo, designar al defensor de su
elección o a que se le asigne uno por parte del Es-
tado, de manera gratuita. El Instituto podrá celebrar
los convenios de colaboración que se requieran y esta-
blecerá facilidades para que las organizaciones de la
sociedad civil ofrezcan servicios de asesoría y repre-
sentación legal a los migrantes en situación migratoria
irregular a quienes se les haya iniciado un procedi-
miento administrativo migratorio.

Desde su puesta a disposición, los migrantes tendrán
derecho al debido proceso que consiste en que el pro-
cedimiento sea sustanciado por autoridad competente,
cuya resolución deberá estar debidamente fundada
y motivada; el derecho a la defensa adecuada; a re-
cibir protección y asistencia de su representación
consular; a contar con un traductor o intérprete para
facilitar la comunicación, en caso de que no hable o no
entienda el español; a solicitar el reconocimiento de
la condición de refugiado, el otorgamiento de pro-
tección complementaria o la concesión de asilo po-
lítico y la determinación de apátrida; a ofrecer y
desahogar pruebas; a alegar lo que a su derecho con-
venga; a tener acceso a las constancias del expediente
administrativo migratorio y a impugnar la resolución
de la autoridad.

Artículo 109. Todo presentado tendrá los siguientes
derechos desde su ingreso a la estación migratoria:

I. …
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II. Ser informado del motivo de su ingreso a la es-
tación migratoria; del procedimiento migratorio; de
su derecho a solicitar asilo político, el reconoci-
miento de la condición de refugiado, la protección
complementaria o la determinación de apátrida;
del derecho a regularizar su estancia en términos de
los artículos 132, 133 y 134 de la presente ley, en su
caso, de la posibilidad de solicitar voluntariamente
el retorno asistido a su país de origen; así como del
derecho de interponer un recurso efectivo contra las
resoluciones del Instituto;

III. Comunicarse con su representación consular y
recibir protección. En caso de que el extranjero
desee recibir la protección de su representación
consular, se asegurarán los medios para comuni-
carse con ésta sin retraso, así como para hacer
posible la asistencia consular;

IV. …

V. Que el procedimiento sea sustanciado por autori-
dad competente y el derecho a recibir asesoría legal
y representación jurídica, así como que ésta sea
proporcionada por el Estado, si aún no cuenta
con ella, a ofrecer pruebas y alegar lo que a su de-
recho convenga, así como tener acceso a las cons-
tancias del expediente administrativo migratorio;

VI. a VIII. …

IX. Ser visitado por sus familiares y por su repre-
sentante legal, con quién tendrá derecho a comu-
nicarse libre y privadamente;

X. a XV. …

Transitorios

Único. El presente decreto entrará en vigor al día si-
guiente de su publicación en el Diario Oficial de la Fe-
deración.
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Palacio Legislativo de San Lázaro,
a 14 de diciembre de 2017.

Diputados: Rafael Hernández Soriano y Gonzalo Guízar Vallada-

res (rúbricas)

QUE REFORMA Y ADICIONA DIVERSAS DISPOSICIONES DE

LA LEY DE MIGRACIÓN, EN MATERIA DEL DERECHO A LA

DEFENSA, A CARGO DEL DIPUTADO RAFAEL HERNÁNDEZ

SORIANO, DEL GRUPO PARLAMENTARIO DEL PRD

Planteamiento del problema

México constituye el primer corredor migratorio a ni-
vel mundial, en el que la principal característica de las
personas que transitan por él es su calidad de migran-
tes irregulares.

Aun cuando México no sanciona penalmente dicha
circunstancia –el ingreso o permanencia irregular de
las personas migrantes en el país–, pues según la Ley
de Migración: “En ningún caso una situación migrato-
ria irregular preconfigurará por sí misma la comisión
de un delito…”,1 al mismo tiempo establece como
sanción a esta falta, la detención obligatoria o, en la
terminología de la ley, la presentación o alojamiento
temporal.2 Lo anterior tiene el efecto de facto de cri-
minalizar y sancionar a las personas inmigrantes irre-
gulares con medidas propias del ámbito penal, pero sin
las garantías efectivas correlativas.

Este escenario institucional ha propiciado la violación
sistemática y permanente de diversos de los derechos
de las personas migrantes, entre ellos, el derecho a una
defensa adecuada que, en el marco de la crisis migra-
toria que México enfrenta desde finales del año pasa-
do, requiere de una atención urgente, pues, como nun-
ca antes numerosos contingentes de personas e,
incluso familias provenientes de Haití, Cuba o de
países de otros continentes, como África y Asia, han
intentado alcanzar el vecino país del norte, cruzando
por nuestro país.

Corresponde, pues, a nuestro país exigir y velar por el
respeto y protección de los derechos humanos para es-
ta población que, tal como la marca nuestra Carta
Magna, se encuentra bajo la jurisdicción del Estado
mexicano.

Argumentación

Se calcula que alrededor de 1.9 millones de personas
ingresan anualmente por la frontera sur de nuestro pa-
ís,3 la mayoría con destino a Estados Unidos o Canadá
y provenientes, principalmente, de Centroamérica.4 La
mayoría, también, sin los documentos que avalen su
situación migratoria, es decir, sin contar con la autori-
zación ni la documentación requeridas por las autori-
dades de migración de nuestro país para su estancia re-
gular en él (Gráfica 1).

Ante este contexto, la respuesta del Estado mexicano
ha sido una política migratoria que emplea como ele-
mento central de control migratorio la detención obli-
gatoria de los migrantes indocumentados, con el obje-
tivo principal de su deportación.5

De acuerdo con datos oficiales, la mayor parte de las
detenciones se presentan en los estados de Chiapas,
Tabasco, Veracruz y Oaxaca, cifra que asciende al 74.4
por ciento del total de 2007 a 2009 (Gráfica 3). Adi-
cionalmente, más del 90 por ciento de las detenciones
corresponden a migrantes provenientes de Guatemala,
Honduras y El Salvador (Gráficas 2 a 4).
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Dicha política migratoria, además de ser per se con-
traria a los estándares internacionales en materia de
derechos humanos, el criterio empleado para determi-
nar la necesidad de la detención y su procedimiento de
implementación resultan igualmente violatorios de los
derechos humanos consagrados en la Constitución y
en los tratados internacionales de los que México es
parte. 

Concretamente, en lo que corresponde al tipo de po-
lítica migratoria, es decir, aquélla basada en la deten-
ción, la Comisión Interamericana de Derechos Hu-
manos (CIDH) ha manifestado que el estándar de
excepcionalidad de la detención en materia migrato-
ria debe considerarse aún más elevado, debido a que
las infracciones migratorias no tienen un carácter pe-
nal.6

Por lo que toca al criterio que, a su vez, dicho tipo de
política emplea para determinar la necesidad de la de-
tención, éste es abiertamente discriminatorio, pues se
basa en que la persona migrante decida presentarse an-
te las autoridades migratorias. Esto es, conforme a la
Ley de Migración (en adelante la Ley) y su Regla-
mento, se asume una presunción de libertad cuando la
persona acude al Instituto Nacional de Migración
(INM) para regularizar su situación migratoria (artícu-
lo 136 de la Ley); mientras que, por el contrario, se
asume una presunción de detención cuando es la auto-
ridad migratoria quien “descubre” que una persona se
encuentra en una situación migratoria irregular (artí-
culo 100 de la Ley).7 En otras palabras, se brinda un
tratamiento distinto a personas que se encuentran en la
misma hipótesis jurídica: la falta de documentación
que avale su situación migratoria regular.

Finalmente, en lo que concierne al procedimiento de
implementación, el cual se dirige a “descubrir” a per-
sonas migrantes irregulares para proceder a su deten-
ción, cabe destacar que cada una de las etapas que lo
componen, a saber: verificación o revisión, aprehen-
sión, puesta a disposición, presentación, alojamiento y
eventual deportación, son también violatorias de di-
versos derechos humanos. Para fines de la presente
iniciativa, de particular relevancia durante las últimas
etapas mencionadas, es el derecho a la defensa, cuyo
contenido y alcance se encuentra plenamente definido
por la norma y la jurisprudencia, tanto nacional como
internacional.
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Ámbito nacional

Respecto de la jurisprudencia nacional, la Primera Sa-
la de la Suprema Corte de Justicia de la Nación
(SCJN) ha establecido en la Tesis: 1a./J. 11/2014
(10a.) que:

“Dentro de las garantías del debido proceso existe
un ‘núcleo duro’, que debe observarse inexcusable-
mente en todo procedimiento jurisdiccional, y otro
[núcleo] de garantías que son aplicables en los pro-
cesos que impliquen un ejercicio de la potestad pu-
nitiva del Estado… Ahora bien, el otro núcleo es
identificado comúnmente con el elenco de garantías
mínimo que debe tener toda persona cuya esfera ju-
rídica pretenda modificarse mediante la actividad
punitiva del Estado, como ocurre, por ejemplo, con
el derecho penal, migratorio, fiscal o administrati-
vo, en donde se exigirá que se hagan compatibles las
garantías con la materia específica del asunto. Por
tanto, dentro de esta categoría de garantías del debi-
do proceso, se identifican dos especies: la primera,
que corresponde a todas las personas independiente-
mente de su condición, nacionalidad, género, edad,
etcétera, dentro de las que están, por ejemplo, el de-
recho a contar con un abogado, a no declarar
contra sí mismo o a conocer la causa del procedi-
miento sancionatorio...”8 (negritas añadidas)

Derivado de lo anterior, resalta la ausencia del derecho
a contar con un abogado, el cual al formar parte del
grupo de garantías que “corresponde a todas las perso-
nas independientemente de su condición, nacionali-
dad, género, edad… [cuya esfera jurídica pretenda
modificarse mediante la actividad punitiva del Esta-
do…]”,9 resulta inexcusable. 

En el caso que nos ocupa, dicha carencia es, además,
de particular trascendencia, en virtud de lo establecido
por el artículo 21 constitucional, relativo a que el pla-
zo máximo para cualquier arresto por infracciones de
carácter administrativo, es de 36 horas, mientras que la
Ley contempla plazos que van desde los 15 días –co-
mo procedimiento regular– hasta los 60 días, o inclu-
so, la absoluta indefinición para los casos de excep-
ción (artículo 111) –entre los que se encuentran la
impugnación de la resolución de la autoridad–, con lo
que en la práctica el proceso “administrativo” migra-
torio se equipara a uno de carácter penal, pero sin las
garantías judiciales propias.

Con relación a lo anterior, es de subrayar que la norma
constitucional garantiza el derecho a la defensa ade-
cuada en el ámbito penal en su artículo 20, el cual, en
su apartado B, fracción VIII, prevé lo siguiente:

“Artículo 20. El proceso penal será acusatorio y
oral. Se regirá por los principios de publicidad, con-
tradicción, concentración, continuidad e inmedia-
ción.

[…] 

B. De los derechos de toda persona imputada:

[…]

VIII. Tendrá derecho a una defensa adecuada por
abogado, al cual elegirá libremente incluso desde
el momento de su detención. Si no quiere o no
puede nombrar un abogado, después de haber sido
requerido para hacerlo, el juez le designará un de-
fensor público. También tendrá derecho a que su
defensor comparezca en todos los actos del proce-
so y éste tendrá obligación de hacerlo cuantas ve-
ces se le requiera…” (negritas añadidas)

Si bien el artículo está acotado a la esfera penal, la
misma garantía puede ser extendida a otras materias,
atendiendo a la jurisprudencia internacional –como se
detallará más adelante– la cual forma parte del Bloque
de Constitucionalidad de nuestro país.

Ámbito internacional

En lo que se refiere a la norma y jurisprudencia inter-
nacionales, el artículo 8 de la Convención Americana
sobre Derechos Humanos (CADH) –signada y ratifi-
cada por México– establece en su numeral 2, fracción
e), que:

Artículo 8. Garantías judiciales

1. …

2. Toda persona inculpada de delito tiene derecho a
que se presuma su inocencia mientras no se esta-
blezca legalmente su culpabilidad. Durante el pro-
ceso, toda persona tiene derecho, en plena igualdad,
a las siguientes garantías mínimas:
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e) derecho irrenunciable de ser asistido por un de-
fensor proporcionado por el Estado, remunerado o
no según la legislación interna, si el inculpado no se
defendiere por sí mismo ni nombrare defensor den-
tro del plazo establecido por la ley;

Al respecto, la Corte Interamericana de Derechos Hu-
manos (CIDH) ha sostenido que: “Si bien el artículo 8
de la Convención Americana se titula ‘Garantías Judi-
ciales’, su aplicación no se limita a los recursos judi-
ciales en sentido estricto ‘sino al conjunto de requisi-
tos que deben observarse en las instancias procesales’,
a efecto de que las personas estén en condiciones de
defender adecuadamente sus derechos ante cualquier
tipo de acto del Estado que pueda afectarlos. Es decir,
cualquier actuación u omisión de los órganos estatales
dentro de un proceso, sea administrativo sancionatorio
o jurisdiccional, debe respetar el proceso legal… [Es-
to es,] el elenco de garantías mínimas establecidas en
el numeral 2 del artículo 8 de la Convención [dentro
del cual, se encuentra el derecho a la defensa,] se apli-
ca a los órdenes mencionados en el numeral 1 del mis-
mo artículo, o sea, … el orden civil, laboral, fiscal o de
cualquier otro carácter...”10

Y continúa: “En cualquier materia… la discrecionali-
dad de la administración tiene límites infranqueables,
siendo uno de ellos el respeto de los derechos huma-
nos. Es importante que la actuación de la administra-
ción se encuentre regulada, y ésta no puede invocar el
orden público para reducir discrecionalmente las ga-
rantías de los administrados… Es un derecho humano
el obtener todas las garantías que permitan alcanzar
decisiones justas, no estando la administración exclui-
da de cumplir con este deber. Las garantías mínimas
deben respetarse en el procedimiento administrativo y
en cualquier otro procedimiento cuya decisión pueda
afectar los derechos de las personas.”11

Asimismo, en la Opinión Consultiva 18/03,12 denomi-
nada “Condición Jurídica y Derechos de los Migrantes
Indocumentados”, solicitada por México, la CIDH es-
tableció que se vulnera la protección judicial de los
migrantes por la ausencia de un servicio público gra-
tuito de defensa legal:

“126. Se vulnera el derecho a las garantías y a la
protección judicial por varios motivos: por el riesgo
de la persona cuando acude a las instancias admi-
nistrativas o judiciales de ser deportada, expulsada

o privada de su libertad, y por la negativa de la
prestación de un servicio público gratuito de de-
fensa legal a su favor, lo cual impide que se hagan
valer los derechos en juicio. Al respecto, el Estado
debe garantizar que el acceso a la justicia sea no
solo formal sino real…” (negritas añadidas)

Por otra parte, en el Caso Barreto Leiva vs. Venezue-
la, la Corte Interamericana de Derechos Humanos se-
ñaló que la defensa adecuada comprende desde que se
señala a una persona como posible responsable hasta
que culmina el proceso. Criterio que por analogía apli-
ca para el migrante, quien desde que es puesto a dis-
posición, se encuentra en un potencial peligro de vio-
lación a sus derechos humanos. Al respecto, la CIDH
advirtió lo siguiente: 

“Si el derecho a la defensa surge desde el mo-
mento en que se ordena investigar a una perso-
na, el investigado debe tener acceso a la defensa
técnica desde ese mismo momento, sobre todo en
la diligencia en la que se recibe su declaración. Im-
pedir a éste contar con la asistencia de su abogado
defensor es limitar severamente el derecho a la
defensa, lo que ocasiona desequilibrio procesal y
deja al individuo sin tutela frente al ejercicio del
poder punitivo.”13 (negritas añadidas)

En lo que corresponde al Sistema Universal de los De-
rechos Humanos, el Pacto Internacional de Derechos
Civiles y Políticos (PIDCP) –también signado y ratifi-
cado por México– refiere en su artículo 14 los dere-
chos y garantías relativos a la administración de la jus-
ticia. Específicamente, en el numeral 3, inciso d)
refiere que:14

Artículo 14.

3. Durante el proceso, toda persona acusada de un
delito tendrá derecho, en plena igualdad, a las si-
guientes garantías mínimas:

d) A hallarse presente en el proceso y a defenderse
personalmente o ser asistida por un defensor de su
elección; a ser informada, si no tuviera defensor, del
derecho que le asiste a tenerlo, y, siempre que el in-
terés de la justicia lo exija, a que se le nombre de-
fensor de oficio, gratuitamente, si careciere de me-
dios suficientes para pagarlo;
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Al respecto, en su Observación General número 13,15

el Comité de Derechos Humanos de la Organización
de las Naciones Unidas (ONU) establece en su nume-
ral 2 que:

“2. … el artículo se aplica no sólo a los procedi-
mientos para la sustanciación de cualquier acusa-
ción de carácter penal formulada contra una perso-
na, sino también a los procedimientos para la
determinación de sus derechos u obligaciones de
carácter civil…” (negritas añadidas)

Adicionalmente, en lo que al derecho a la defensa co-
rresponde, dicha observación dicta en su numeral 9
que:

“9. … Además, este apartado exige que el defensor
se comunique con el acusado en condiciones que
garanticen plenamente el carácter confidencial de
sus comunicaciones. Los abogados deben poder
asesorar y representar a sus clientes de conformi-
dad con su criterio y normas profesionales estable-
cidas, sin ninguna restricción, influencia, presión
o injerencia indebida de ninguna parte.” (negritas
añadidas)

En este contexto, cabe destacar que México no pro-
porciona un defensor de oficio a los migrantes que han
sido puestos a disposición. Esto es así debido a que el
artículo 70 de ésta sólo dispone, en su párrafo prime-
ro, que: “Todo migrante tiene derecho a ser asistido o
representado legalmente por la persona que designe
durante el procedimiento administrativo migrato-
rio…” (cursivas añadidas). No obstante, no establece
ningún otro derecho conexo, ni tampoco los mecanis-
mos institucionales para hacerlo efectivo o exigible. 

Con base en el análisis normativo y jurisprudencial an-
terior es evidente que el derecho a la defensa estable-
cido en el artículo 70 resulta limitado, tanto con rela-
ción al ámbito nacional como internacional, pues, el
contenido mínimo de éste debe considerar, al menos:
(1) una defensa técnica y diligente, (2) el acceso a es-
te derecho desde el momento de su puesta a disposi-
ción, (3) la obligación del Estado de proporcionar un
defensor público cuando el inculpado no se defendie-
ra por sí mismo ni nombrase defensor dentro de un de-
terminado plazo, el cual deberá ser menor a 36 horas a
efecto de estar en posibilidad de no superar dicho lap-
so, que es el que corresponde a un arresto de carácter

administrativo, conforme a la norma constitucional,
(4) la comunicación con su defensor libre y privada y,
(5) poder impugnar la resolución (para lo cual requie-
re de un abogado).

Lo anterior es corroborado por diversas organizacio-
nes de la sociedad civil. Específicamente, Sin Fronte-
ras señala lo siguiente:

“Desde la experiencia de Sin Fronteras, es muy po-
ca la gente que tiene acceso a un abogado o aboga-
da, si bien se les informa de ese derecho, éste no se
encuentra garantizado al carecer de listas de profe-
sionales que pudieran llevar sus casos...”.16

Cabe hacer notar, pues, que el incumplimiento a la Ley
radica, por principio de cuentas, en la falta de meca-
nismos efectivos proporcionados por el propio Estado
mexicano para que los migrantes cuenten con un abo-
gado. Este hecho pone de manifiesto la desarmoniza-
ción existente entre lo que establece la Constitución –y
demás instrumentos internacionales que integran el
Bloque de Constitucionalidad mexicano– y lo que dis-
pone la Ley de Migración, pues no hace posible el go-
ce efectivo de los derechos humanos establecidos en
aquélla para todo aquel que se encuentre en territorio
nacional.17

Lo anterior resulta vergonzoso máxime cuando el Es-
tado mexicano cuenta con el andamiaje institucional
para hacer efectivo este derecho, a través, como lo
propone el propio Comité, del Instituto Federal de De-
fensoría Pública, organismo encargado de “la presta-
ción del servicio de defensoría pública en asuntos del
fuero federal, a fin de garantizar el derecho a la defen-
sa en materia penal y el acceso a la justicia mediante
la orientación, asesoría y representación jurídica…”.18

Al respecto, el Comité de Protección de los Derechos
de todos los Trabajadores Migratorios y de sus Fami-
liares, en sus Observaciones finales sobre el tercer in-

forme periódico de México, de fecha 27 de septiembre
de los corrientes, señala lo siguiente:

Garantías procesales en casos de privación de la li-
bertad

39. El Comité nota con preocupación que las de-
tenciones llevadas adelante por el INM se realizan
a través de una modalidad automática, sin una ade-
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cuada fundamentación individualizada sobre su
necesidad y razonabilidad… Se inquieta asimismo
de que el ejercicio de los recursos (legales) dispo-
nibles puede llevar a una detención sin plazo má-
ximo... 

Y recomienda:

40. El Comité urge al Estado parte a que: 

b) Adopte todas las medidas dirigidas a garanti-
zar el derecho a la asistencia y representación ju-
rídica gratuita en procedimientos de detención
migratoria, incluyendo la provisión de recursos
y capacitación al Instituto Federal de Defensoría
Pública…;

Por lo anteriormente expuesto y fundado, y conside-
rando el Bloque de Constitucionalidad que de acuerdo
al artículo 1 constitucional está conformado por la
Constitución y los derechos contenidos en los Tratados
Internacionales de los que México es parte, la presen-
te iniciativa propone armonizar el contenido de la Ley,
garantizando el derecho a la defensa adecuada a los
migrantes puestos a disposición o que se encuentren
en el curso del procedimiento administrativo migrato-
rio, a través de la obligación del Estado de proporcio-
narles un abogado, mediante el otorgamiento de los
servicios de defensoría pública, por parte del Instituto
Federal de Defensoría Pública, así como de otras dis-
posiciones que forman parte de dicho derecho y que
han sido ampliamente descritas.

Fundamento legal

Los suscritos, Rafael Hernández Soriano y Gonzalo
Guízar Valladares, diputados de la LXIII Legislatura
del honorable Congreso de la Unión, integrantes de los
Grupos Parlamentarios del Partido de la Revolución
Democrática y del Partido Encuentro Social, respecti-
vamente, con fundamento en el artículo 71, fracción II,
de la Constitución Política de los Estados Unidos Me-
xicanos, así como en los artículos 6, numeral 1; 77 y
78 del Reglamento de la Cámara de Diputados, some-
temos a consideración del pleno de esta soberanía la
siguiente iniciativa con proyecto de

Decreto por el que se reforman y adicionan diver-
sas disposiciones de la Ley de Migración 

Artículo Único. Se reforma el primer párrafo del artí-
culo 69 y su fracción II, el artículo 70, el primer pá-
rrafo del artículo 109 y sus fracciones V y IX. Se adi-
ciona la fracción XXVIII al artículo 3 y se recorren las
siguientes, el artículo 29 Bis y la fracción III Bis al ar-
tículo 69. Todos ellos de la Ley de Migración, para
quedar como sigue:

Artículo 3. Para efectos de la presente Ley se enten-
derá por:

I. a XVII. …

XXVIII. Servicios de Defensoría Pública: La
prestación gratuita de servicios de defensoría
pública o asesoría jurídica, según corresponda,
por parte del Instituto Federal de Defensoría Pú-
blica, a fin de garantizar el derecho de acceso a
la justicia y a la defensa adecuada a los migran-
tes que transitan por o tienen como destino los
Estados Unidos Mexicanos.

XXIX. a XXXII. …

Artículo 29 Bis. Corresponde al Instituto Federal
de Defensoría Pública:

I. Proporcionar los servicios de defensoría jurí-
dica o asesoría jurídica a todo migrante que ha-
ya sido puesto a disposición o a quien se le haya
iniciado un procedimiento administrativo mi-
gratorio, ya sea, a petición del propio migrante,
del Instituto o de un tercero, en estricto cumpli-
miento a lo establecido en el artículo 1 constitu-
cional, relativo a la obligación de promover, res-
petar, proteger y garantizar los derechos
humanos de que gozan todas las personas bajo la
jurisdicción del Estado mexicano;

II. Brindar los servicios de defensoría pública o
asesoría jurídica bajo los principios de respeto,
diligencia, prudencia, lealtad, economía proce-
sal, gratuidad, probidad, honradez y profesiona-
lismo, teniendo como visión el contribuir a supe-
rar la situación de vulnerabilidad de las
personas migrantes, protegiendo sus derechos
humanos, bajo los principios de universalidad,
interdependencia, indivisibilidad y progresivi-
dad; 
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III. Prestar los servicios de manera inmediata,
otorgando a los migrantes que así lo requieran,
las facilidades necesarias para el cumplimiento
de los requisitos establecidos en la Ley Federal
de Defensoría Pública y en las Bases Generales
de Organización y Funcionamiento del Instituto
Federal de Defensoría Pública, a efecto de ase-
gurar el objetivo constitucional de acceso a la
justicia, bajo el principio de igualdad y no dis-
criminación.

Artículo 69. Los migrantes, cuya situación migrato-
ria no se encuentre acreditada, tendrán derecho a
que las autoridades migratorias, al momento de su
puesta a disposición, les proporcionen información
acerca de:

I. …

II. El motivo de su puesta a disposición;

III. ...

III Bis. El derecho que les asiste a defenderse por
sí mismos, designar a un defensor de su elección
o, si así no lo hicieren, a que les sea proporciona-
do uno por el Estado, a través del Instituto Fe-
deral de Defensoría Pública, a más tardar, den-
tro de las 24 horas posteriores a su puesta a
disposición;

IV. a VI. …

Artículo 70. Todo migrante tiene derecho a contar
con un abogado desde su puesta a disposición y, en
su caso, durante el procedimiento administrativo
migratorio. Para ello, el migrante podrá optar por
defenderse por sí mismo, designar al defensor de su
elección o solicitar, a través del Instituto, los servi-
cios de defensoría pública o asesoría jurídica pro-
porcionados por el Instituto Federal de Defensoría
Pública. El Instituto podrá celebrar los convenios de
colaboración que se requieran y establecerá facilida-
des para que las organizaciones de la sociedad civil
ofrezcan servicios de asesoría y representación legal a
los migrantes en situación migratoria irregular a quie-
nes se les haya iniciado un procedimiento administra-
tivo migratorio.

En el caso de que, dentro de las primeras 24 horas
después de su puesta a disposición, la persona mi-
grante no designara a un abogado, ya sea persona
física u organización civil conforme a lo dispuesto
en el párrafo anterior, el Instituto deberá proceder
a solicitar al Instituto Federal de Defensoría Públi-
ca, la prestación del servicio de defensoría pública
o asesoría jurídica, según corresponda. 

Artículo 109. Todo presentado tendrá los siguientes
derechos desde su ingreso a la estación migratoria:

I. a IV. …

V. Que el procedimiento sea sustanciado por autori-
dad competente y el derecho a recibir asesoría legal
y representación jurídica, así como que ésta sea
proporcionada por el Estado, a través de la in-
termediación del Instituto Federal de Defensoría
Pública, si aún no cuenta con ella, a ofrecer prue-
bas y alegar lo que a su derecho convenga, así co-
mo a tener acceso a las constancias del expediente
administrativo migratorio;

VI. a VIII. …

IX. Ser visitado por sus familiares y por su repre-
sentante legal, con quien tendrá derecho a comu-
nicarse libre y privadamente;

X. a XV. ....

Transitorios

Primero. El presente decreto entrará en vigor al día si-
guiente de su publicación en el Diario Oficial de la Fe-
deración.

Segundo. El Instituto Federal de Defensoría Pública
deberá realizar los ajustes derivados del contenido de
la presente reforma a las Bases Generales de Organi-

zación y Funcionamiento del Instituto Federal de De-

fensoría Pública, en un plazo no mayor a 180 días na-
turales.

Tercero. Los procedimientos administrativos en mate-
ria migratoria que, al momento de la entrada en vigor
de este Decreto estén siendo solventados, deberán
ajustarse a los términos de éste.
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Palacio Legislativo de San Lázaro, 
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Diputados Rafael Hernández Soriano y Gonzalo Guízar Valladares

(rúbricas) 

QUE REFORMA Y ADICIONA EL ARTÍCULO 70 DE LA LEY DE

MIGRACIÓN, A CARGO DEL DIPUTADO RAFAEL HERNÁN-
DEZ SORIANO, DEL GRUPO PARLAMENTARIO DEL PRD

Planteamiento del problema

México constituye el primer corredor migratorio a ni-
vel mundial, en el que la principal característica de las
personas que transitan por él es su calidad de migran-
tes irregulares.

Aun cuando México no sanciona penalmente dicha
circunstancia –el ingreso o permanencia irregular de
las personas migrantes en el país–, pues según la Ley
de Migración: “En ningún caso una situación migrato-
ria irregular preconfigurará por sí misma la comisión
de un delito…”,1 al mismo tiempo, establece como
sanción a esta falta, la detención obligatoria o, en la
terminología de la Ley, la presentación o alojamiento
temporal.2 Lo anterior tiene el efecto de facto de cri-
minalizar y sancionar a las personas inmigrantes irre-
gulares con medidas propias del ámbito penal, pero sin
las garantías efectivas correlativas.

Este escenario institucional ha propiciado la violación
sistemática y permanente de diversos de los derechos
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de las personas migrantes, entre ellos, el derecho a una
defensa adecuada que, en el marco de la crisis migra-
toria que México enfrenta desde finales del año pasa-
do, requiere de una atención urgente, pues, como nun-
ca antes numerosos contingentes de personas e,
incluso familias provenientes de Haití, Cuba, y de
países de otros continentes como África y Asia, han in-
tentado alcanzar el vecino país del norte, cruzando por
nuestro país.

Corresponde, pues, a nuestro país exigir y velar por el
respeto y protección de los derechos humanos para es-
ta población que, tal como la marca nuestra Carta
Magna, se encuentra bajo la jurisdicción del Estado
mexicano.

Argumentación

Se calcula que alrededor de 1.9 millones de personas
ingresan anualmente por la frontera sur de nuestro pa-
ís, 3 la mayoría de ellas con destino a Estados Unidos
o Canadá y provenientes, principalmente, de Centroa-
mérica.4 La mayoría, también, sin los documentos que
avalen su situación migratoria, es decir, sin contar con
la autorización ni la documentación requeridas por las
autoridades de migración de nuestro país para su es-
tancia regular en él (Gráfica 1).

Ante este contexto, la respuesta del Estado mexicano
ha sido una política migratoria que emplea como ele-
mento central de control migratorio la detención obli-
gatoria de los migrantes indocumentados, con el obje-
tivo principal de su deportación.5

De acuerdo con datos oficiales, la mayor parte de las
detenciones se presentan en los estados de Chiapas,
Tabasco, Veracruz y Oaxaca, cifra que asciende al 74.4
por ciento del total de 2007 a 2009 (Gráfica 3). Adi-
cionalmente, más del 90 por ciento de las detenciones
corresponden a migrantes provenientes de Guatemala,
Honduras y El Salvador (Gráficas 2 a 4).
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Dicha política migratoria, además de ser per se contra-
ria a los estándares internacionales en materia de dere-
chos humanos, el criterio empleado para determinar la
necesidad de la detención y su procedimiento de im-
plementación, resultan igualmente violatorios de los
derechos humanos consagrados en la Constitución y en
los tratados internacionales de los que México es parte. 

Concretamente, en lo que corresponde al tipo de polí-
tica migratoria, es decir, aquélla basada en la deten-
ción, la Comisión Interamericana de Derechos Huma-
nos (CIDH) ha manifestado que el estándar de
excepcionalidad de la detención en materia migratoria
debe considerarse aún más elevado, debido a que las
infracciones migratorias no tienen un carácter penal.6

Por lo que toca al criterio que a su vez dicho tipo de
política emplea para determinar la necesidad de la de-
tención, éste es abiertamente discriminatorio, pues se
basa en que la persona migrante decida presentarse an-
te las autoridades migratorias. Esto es, conforme a la
Ley de Migración (en adelante la Ley) y su Regla-
mento, se asume una presunción de libertad cuando la
persona acude al Instituto Nacional de Migración
(INM) para regularizar su situación migratoria (artícu-
lo 136 de la Ley); mientras que, por el contrario, se
asume una presunción de detención cuando es la auto-
ridad migratoria quien “descubre” que una persona se
encuentra en una situación migratoria irregular (artí-
culo 100 de la Ley).7 En otras palabras, se brinda un
tratamiento distinto a personas que se encuentran en la
misma hipótesis jurídica: la falta de documentación
que avale su situación migratoria.

Finalmente, en lo que concierne al procedimiento de
implementación, el cual se dirige a “descubrir” a per-
sonas migrantes irregulares para proceder a su deten-
ción, cabe destacar que cada una de las etapas que lo
componen, a saber: verificación o revisión, aprehen-
sión, puesta a disposición, presentación, alojamiento y
eventual deportación, son también violatorias de di-
versos derechos humanos. Para fines de la presente
iniciativa, de particular relevancia durante las últimas
etapas mencionadas, es el derecho a la defensa, cuyo
contenido y alcance se encuentra plenamente definido
por la norma y la jurisprudencia, tanto nacional como
internacional.

Ámbito nacional

Respecto de las primeras, la Primera Sala de la Supre-
ma Corte de Justicia de la Nación (SCJN) ha estable-
cido en la tesis: 1a./J. 11/2014 (10a.) que:

“Dentro de las garantías del debido proceso existe
un ‘núcleo duro’, que debe observarse inexcusable-
mente en todo procedimiento jurisdiccional, y otro
[núcleo] de garantías que son aplicables en los pro-
cesos que impliquen un ejercicio de la potestad pu-
nitiva del Estado… Ahora bien, el otro núcleo es
identificado comúnmente con el elenco de garantí-
as mínimo que debe tener toda persona cuya esfera
jurídica pretenda modificarse mediante la actividad
punitiva del Estado, como ocurre, por ejemplo, con
el derecho penal, migratorio, fiscal o administrati-
vo, en donde se exigirá que se hagan compatibles
las garantías con la materia específica del asunto.
Por tanto, dentro de esta categoría de garantías del
debido proceso, se identifican dos especies: la pri-
mera, que corresponde a todas las personas inde-
pendientemente de su condición, nacionalidad, gé-
nero, edad, etcétera, dentro de las que están, por
ejemplo, el derecho a contar con un abogado, a
no declarar contra sí mismo o a conocer la causa del
procedimiento sancionatorio...”8 (negritas añadi-
das)

Derivado de lo anterior, resalta la ausencia del derecho
a contar con un abogado, el cual al formar parte del
grupo de garantías que “corresponde a todas las perso-
nas independientemente de su condición, nacionali-
dad, género, edad… [cuya esfera jurídica pretenda
modificarse mediante la actividad punitiva del Esta-
do…]”,9 resulta inexcusable. 
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En el caso que nos ocupa, dicha carencia es, además,
de particular trascendencia, en virtud de lo establecido
por el artículo 21 constitucional, relativo a que el pla-
zo máximo para cualquier arresto por infracciones de
carácter administrativo, es de 36 horas, mientras que la
Ley contempla plazos que van desde los 15 días –co-
mo procedimiento regular– hasta los 60 días, o inclu-
so, la absoluta indefinición para los casos de excep-
ción (artículo 111) –entre los que se encuentran la
impugnación de la resolución de la autoridad–, con lo
que en la práctica el proceso “administrativo” migra-
torio se equipara a uno de carácter penal, pero sin las
garantías judiciales propias.

A este respecto, es de subrayar que la norma constitu-
cional garantiza el derecho a la defensa adecuada en el
ámbito penal en su artículo 20, el cual, en su apartado
B, fracción VIII, prevé lo siguiente:

“Artículo 20. El proceso penal será acusatorio y
oral. Se regirá por los principios de publicidad, con-
tradicción, concentración, continuidad e inmedia-
ción.

[…] 

B. De los derechos de toda persona imputada:

[…]

VIII. Tendrá derecho a una defensa adecuada por
abogado, al cual elegirá libremente incluso desde
el momento de su detención. Si no quiere o no
puede nombrar un abogado, después de haber sido
requerido para hacerlo, el juez le designará un de-
fensor público. También tendrá derecho a que su
defensor comparezca en todos los actos del proceso
y éste tendrá obligación de hacerlo cuantas veces se
le requiera…” (negritas añadidas)

Si bien el artículo está acotado a la esfera penal, la
misma garantía puede ser extendida a otras materias,
atendiendo a la jurisprudencia internacional –como se
detallará más adelante– la cual forma parte del Bloque
de Constitucionalidad de nuestro país. 

Ámbito Internacional

En lo que se refiere a la norma y jurisprudencia inter-
nacionales, el artículo 8 de la Convención Americana

sobre Derechos Humanos (CADH) –signada y ratifi-
cada por México– establece en su numeral 2, fracción
e) que:

Artículo 8. Garantías judiciales

1. …

2. Toda persona inculpada de delito tiene derecho a
que se presuma su inocencia mientras no se esta-
blezca legalmente su culpabilidad. Durante el pro-
ceso, toda persona tiene derecho, en plena igualdad,
a las siguientes garantías mínimas:

e) derecho irrenunciable de ser asistido por un de-
fensor proporcionado por el Estado, remunerado o
no según la legislación interna, si el inculpado no se
defendiere por sí mismo ni nombrare defensor den-
tro del plazo establecido por la ley;

Al respecto, la Corte Interamericana de Derechos Hu-
manos (CoIDH) ha sostenido que: “Si bien el artículo
8 de la Convención Americana se titula ‘Garantías ju-
diciales’, su aplicación no se limita a los recursos ju-
diciales en sentido estricto ‘sino al conjunto de requi-
sitos que deben observarse en las instancias
procesales’, a efecto de que las personas estén en con-
diciones de defender adecuadamente sus derechos an-
te cualquier tipo de acto del Estado que pueda afectar-
los. Es decir, cualquier actuación u omisión de los
órganos estatales dentro de un proceso, sea adminis-
trativo sancionatorio o jurisdiccional, debe respetar el
proceso legal… [Esto es,] el elenco de garantías míni-
mas establecidas en el numeral 2 del artículo 8 de la
Convención [dentro del cual, se encuentra el derecho a
la defensa,] se aplica a los órdenes mencionados en el
numeral 1 del mismo artículo,10 o sea…, el orden ci-
vil, laboral, fiscal o de cualquier otro carácter...”11

Y continúa: “En cualquier materia… la discrecionali-
dad de la administración tiene límites infranqueables,
siendo uno de ellos el respeto de los derechos huma-
nos. Es importante que la actuación de la administra-
ción se encuentre regulada, y ésta no puede invocar el
orden público para reducir discrecionalmente las ga-
rantías de los administrados… Es un derecho humano
el obtener todas las garantías que permitan alcanzar
decisiones justas, no estando la administración exclui-
da de cumplir con este deber. Las garantías mínimas
deben respetarse en el procedimiento administrativo y
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en cualquier otro procedimiento cuya decisión pueda
afectar los derechos de las personas.”12

Asimismo, en la Opinión Consultiva 18/03,13 denomi-
nada “Condición Jurídica y Derechos de los Migrantes
Indocumentados”, solicitada por México, la CoIDH
estableció que se vulnera la protección judicial de los
migrantes por la ausencia de un servicio público gra-
tuito de defensa legal:

“126. Se vulnera el derecho a las garantías y a la
protección judicial por varios motivos: por el riesgo
de la persona cuando acude a las instancias admi-
nistrativas o judiciales de ser deportada, expulsada
o privada de su libertad, y por la negativa de la
prestación de un servicio público gratuito de de-
fensa legal a su favor, lo cual impide que se hagan
valer los derechos en juicio. Al respecto, el Estado
debe garantizar que el acceso a la justicia sea no
solo formal sino real…” (negritas añadidas)

Por otra parte, en el Caso Barreto Leiva vs. Venezue-
la, la CoIDH señaló que la defensa adecuada com-
prende desde que se señala a una persona como posi-
ble responsable hasta que culmina el proceso. Criterio
que por analogía aplica para el migrante, quien desde
que es puesto a disposición, se encuentra en un poten-
cial peligro de violación a sus derechos humanos: 

“Si el derecho a la defensa surge desde el mo-
mento en que se ordena investigar a una perso-
na, el investigado debe tener acceso a la defensa
técnica desde ese mismo momento, sobre todo en
la diligencia en la que se recibe su declaración. Im-
pedir a éste contar con la asistencia de su abogado
defensor es limitar severamente el derecho a la
defensa, lo que ocasiona desequilibrio procesal y
deja al individuo sin tutela frente al ejercicio del
poder punitivo.”14 (negritas añadidas)

En lo que corresponde al Sistema Universal de los De-
rechos Humanos, el Pacto Internacional de Derechos
Civiles y Políticos (PIDCP) –también signado y ratifi-
cado por México– refiere en su artículo 14 los dere-
chos y garantías relativos a la administración de la jus-
ticia. Específicamente, en el numeral 3, inciso d)
refiere que:15

Artículo 14:

3. Durante el proceso, toda persona acusada de un
delito tendrá derecho, en plena igualdad, a las si-
guientes garantías mínimas:

d) A hallarse presente en el proceso y a defenderse
personalmente o ser asistida por un defensor de su
elección; a ser informada, si no tuviera defensor, del
derecho que le asiste a tenerlo, y, siempre que el in-
terés de la justicia lo exija, a que se le nombre de-
fensor de oficio, gratuitamente, si careciere de me-
dios suficientes para pagarlo;

Al respecto, en su Observación General número 13,16

el Comité de Derechos Humanos de la Organización
de las Naciones Unidas (ONU) establece en su nume-
ral 2 que:

“2. … el artículo se aplica no sólo a los procedi-
mientos para la sustanciación de cualquier acusa-
ción de carácter penal formulada contra una perso-
na, sino también a los procedimientos para la
determinación de sus derechos u obligaciones de
carácter civil…” (negritas añadidas)

Adicionalmente, en lo que al derecho a la defensa co-
rresponde, dicha observación dicta en su numeral 9
que:

“9. … Además, este apartado exige que el defensor
se comunique con el acusado en condiciones que
garanticen plenamente el carácter confidencial de
sus comunicaciones. Los abogados deben poder
asesorar y representar a sus clientes de conformi-
dad con su criterio y normas profesionales estable-
cidas, sin ninguna restricción, influencia, presión
o injerencia indebida de ninguna parte.” (negri-
tas añadidas)

En este contexto, cabe destacar que México no pro-
porciona un defensor de oficio a los migrantes que han
sido puestos a disposición y tampoco contempla con-
diciones para hacer efectivas las alternativas que esta-
blece en la Ley.

Esto es así debido a que el artículo 70 de ésta sólo es-
tablece la posibilidad –mas no la obligatoriedad ni las
garantías necesarias para su cumplimiento– de cele-
brar Convenios de Colaboración con las organizacio-
nes de la sociedad civil (OSC), a efecto de brindar ser-
vicios de asesoría y representación legal.
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Específicamente, en su párrafo primero, dispone que:
“…El Instituto podrá celebrar los convenios de cola-
boración que se requieran y establecerá facilidades pa-
ra que las organizaciones de la sociedad civil ofrezcan
servicios de asesoría y representación legal a los mi-
grantes en situación migratoria irregular a quienes se
les haya iniciado un procedimiento administrativo mi-
gratorio…”. (cursivas añadidas), a pesar de que existe
una demanda no atendida de defensoría legal para los
migrantes alojados en las estaciones migratorias.

Lo anterior denota que, o bien, no se están celebrando
los convenios que se requieren, o la disposición relati-
va a “establecer facilidades” a que hace referencia el
artículo se trata de un mandato meramente enunciati-
vo, sin las previsiones fácticas para hacerla efectiva.

A este respecto, organizaciones civiles como Insyde,17

Sin Fronteras18 y Human Rights Watch19 han docu-
mentado los obstáculos que existen para ingresar a las
estaciones migratorias a prestar sus servicios de repre-
sentación jurídica:

“Desde la experiencia de Sin Fronteras, llevar a ca-
bo la autorización como representantes legales en
expedientes, ha sido prácticamente imposible, lo
que resulta un obstáculo grave para el efectivo ac-
ceso a la justicia de las personas migrantes, consi-
derando que el procedimiento administrativo mi-
gratorio tiene una duración máxima de 15 días. El
procedimiento para designar representantes legales
no es efectivo, ya que en la práctica deportan a la
persona migrante antes de que ésta pueda acreditar
a un representante legal...”.20

En suma, conforme a la norma y la jurisprudencia na-
cional e internacional, resulta evidente que la Ley re-
quiere ser armonizada en lo que se refiere a garantizar
el derecho a la defensa adecuada en el contexto mi-
gratorio, en particular, desde el momento de su puesta
a disposición. Una alternativa para ello, es indiscuti-
blemente, asegurar la participación institucionalizada
de las organizaciones de la sociedad civil. 

Sobre el particular, el Comité de Protección de los De-
rechos de todos los Trabajadores Migratorios y de sus
Familiares, en sus Observaciones finales sobre el ter-

cer informe periódico de México, de fecha 27 de sep-
tiembre de los corrientes, señala las siguientes preocu-
paciones y recomendaciones:

Participación de la sociedad civil 

19. Preocupa al Comité la falta de oportunidades
para la participación amplia y sistemática de las or-
ganizaciones no gubernamentales y defensores de
los migrantes en la aplicación de la Convención21 y
en el diseño de las políticas públicas y su evalua-
ción, incluyendo el Programa Especial de Migra-
ción. 

Recomendación:

22. El Comité reitera la recomendación ya reali-
zada en el Informe anterior e invita al Estado
parte a que adopte medidas efectivas, agiles e in-
tegrales para: 

c) Facilitar el ejercicio de [la] labor [de las orga-
nizaciones de la sociedad civil], incluyendo su ac-
ceso amplio a los centros de detención migrato-
ria, los albergues y otros establecimientos afines.

Garantías procesales en casos de privación de la
libertad

39. El Comité nota con preocupación que las deten-
ciones llevadas adelante por el INM se realizan a
través de una modalidad automática, sin una ade-
cuada fundamentación individualizada sobre su ne-
cesidad y razonabilidad… Se inquieta asimismo de
que el ejercicio de los recursos disponibles puede
llevar a una detención sin plazo máximo, y sobre el
acceso restringido que tienen los abogados de orga-
nizaciones sociales para brindar asistencia y repre-
sentación legal. 

Recomendación:

40. El Comité urge al Estado parte a que: 

b) Adopte todas las medidas dirigidas a garanti-
zar el derecho a la asistencia y representación ju-
rídica gratuita en procedimientos de detención
migratoria... De forma complementaria, se reco-
mienda la realización de convenios con organiza-
ciones de la sociedad civil especializadas en di-
cha asistencia;

En este marco, la presente iniciativa propone consti-
tuir una vía para armonizar el marco jurídico en mate-
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ria de derecho a la defensa en el contexto migratorio,
con los ámbitos nacional e internacional, así como pa-
ra incorporar las recomendaciones del Comité a la nor-
ma interna (Bloque de Constitucionalidad) y, de este
modo, impulsar el cumplimiento de las obligaciones
internacionales del Estado mexicano, a través de hacer
obligatoria la firma de convenios de colaboración con
organizaciones de la sociedad civil, así como de ga-
rantizar en tales instrumentos y otros mecanismos ins-
titucionales la debida prestación de sus servicios.

Fundamento legal

Los suscritos, Rafael Hernández Soriano y Gonzalo
Guízar Valladares, diputados de la LXIII Legislatura
del honorable Congreso de la Unión, integrantes de los
Grupos Parlamentarios del Partido de la Revolución
Democrática y del Partido Encuentro Social, respecti-
vamente, con fundamento en el artículo 71, fracción II,
de la Constitución Política de los Estados Unidos Me-
xicanos, así como en los artículos 6, numeral 1; 77 y
78 del Reglamento de la Cámara de Diputados, some-
temos a consideración del pleno de esta soberanía la
siguiente iniciativa con proyecto de

Decreto por el que se reforman y adicionan diver-
sas disposiciones de la Ley de Migración 

Artículo Único. Se reforma el primer párrafo del artí-
culo 70, para quedar como sigue:

Artículo 70. Todo migrante tiene derecho a ser asisti-
do o representado legalmente por la persona que desig-
ne durante el procedimiento administrativo migratorio.
El Instituto celebrará convenios de colaboración con
las organizaciones de la sociedad civil, debidamente
acreditadas, que ofrezcan servicios profesionales de
representación legal, a efecto de éstas puedan ser
consideradas por los migrantes en la designación de
su abogado defensor. Asimismo, asegurará las con-
diciones físicas y administrativas para que dichos
convenios de colaboración se lleven a efecto.

… 

Transitorio

Único. El presente decreto entrará en vigor al día si-
guiente de su publicación en el Diario Oficial de la Fe-
deración.
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Diputados Rafael Hernández Soriano y Gonzalo Guízar Valladares

(rúbricas) 

QUE REFORMA Y ADICIONA DIVERSAS DISPOSICIONES DE

LA LEY DE DEFENSORÍA PÚBLICA, EN MATERIA DE PRO-
TECCIÓN DE MIGRANTES, A CARGO DEL DIPUTADO RAFAEL

HERNÁNDEZ SORIANO, DEL GRUPO PARLAMENTARIO DEL

PRD

Planteamiento del problema

México enfrenta, sin duda, una crisis migratoria no só-
lo en el lado norte de su frontera, sino también en el la-
do sur, pues, como nunca antes, numerosos contingen-
tes de personas e, incluso, familias provenientes de
Haití, Cuba e incluso de otros continentes como Áfri-
ca y Asía han intentado alcanzar el vecino país del nor-
te, cruzando por nuestro país.

Corresponde, pues, a nuestro país exigir y velar por el
respeto y protección de los derechos humanos para es-
ta población que, tal como la marca nuestra Carta
Magna, se encuentra bajo la jurisdicción del Estado
mexicano.

En este escenario, una de las asignaturas pendientes
para este sector es la vigencia de diversos derechos,
entre ellos, el derecho a la defensa, pues nuestro actual
entramado legal, en lo que corresponde a los migran-
tes irregulares –o en presunta situación de irregulari-
dad–, es omiso en cuanto a su condición de vulnerabi-
lidad o desventaja1.

Ya sea que estos se encuentren privados de su libertad
en estaciones migratorias, o bien, imposibilitados para
cumplir con los requisitos que marca la Ley Federal de
Defensoría Pública para ser acreedores a sus servicios,
la referida Ley –y su respectiva reglamentación– no
realiza previsión alguna para atender dichos escena-
rios. 

Con ello, invisibiliza y, por tanto, no sólo revictimiza,
sino que discrimina a este sector de la población –en
lo que hace a su derecho a una tutela judicial efectiva–
que, por mandato constitucional y convencional, es
también objeto de su protección.

Argumentación

México es uno de los países en el continente america-
no que más instrumentos, en materia o con contenido
de derechos humanos, ha promovido, signado y ratifi-
cado en los distintos sistemas de protección interna-
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cional de derechos humanos2. Con ello, se ha compro-
metido no sólo a cumplir las obligaciones en ellos es-
tablecidas, sino también a responder ante la comuni-
dad internacional por su incumplimiento3.

En contraparte, México es, al mismo tiempo, uno de
los países que con más tardía ha incorporado, formal-
mente, dichos instrumentos a su marco normativo na-
cional4, lo que no le resta fuerza vinculante a sus obli-
gaciones internacionales, pero sí ha representado una
fuente de disminución para la legítima aplicabilidad de
sus normas y jurisprudencia en el ámbito doméstico.

La reforma constitucional en materia de derechos hu-
manos, promulgada en 2011, constituyó una medida
que visibilizó, fortaleció y legitimó la integración for-
mal de los tratados internacionales –y su jurispruden-
cia– en el marco jurídico nacional, así como su aplica-
bilidad en las decisiones judiciales, al dar lugar al
referido “bloque de constitucionalidad”. No obstante,
en el terreno legislativo, está aún pendiente la plena ar-
monización del marco legal secundario con dicho blo-
que de constitucionalidad, pues un primer paso para
que un gran número de disposiciones normativas de
fuente internacional resulten operativas y eficaces, es
que los Estados las integren a su sistema legal interno,
toda vez que ello facilita a los sujetos de protección su
invocación e implantación, sin necesidad de acudir a
segundas instancias, ya sean éstas administrativas o
jurisdiccionales.

Por tal virtud, tanto el Pacto Internacional de los De-
rechos Civiles y Políticos (PIDCP) como la Conven-
ción Americana sobre los Derechos Humanos
(CADH), y sus correspondientes jurisprudencias –am-
bos signados y ratificados por México–, disponen res-
pectivamente que:

Artículo 2.2 (PIDCP). Cada Estado parte se com-
promete a adoptar, con arreglo a sus procedimientos
constitucionales y a las disposiciones del presente
Pacto, las medidas oportunas para dictar las dispo-
siciones legislativas o de otro carácter que fueren
necesarias para hacer efectivos los derechos reco-
nocidos en el presente Pacto y que no estuviesen ya
garantizados por disposiciones legislativas o de otro
carácter.” (Cursivas añadidas.)

Artículo 2 (CADH). Si en el ejercicio de los dere-
chos y libertades mencionados en el artículo 1 no

estuviere ya garantizado por disposiciones legislati-
vas o de otro carácter, los Estados partes se com-
prometen a adoptar, con arreglo a sus procedimien-
tos constitucionales y a las disposiciones de esta
Convención, las medidas legislativas o de otro ca-
rácter que fueren necesarias para hacer efectivos
tales derechos y libertades. (Negritas añadidas.)

En lo que respecta a la jurisprudencia, el Comité de
Derechos Humanos de la Organización de las Nacio-
nes Unidas (ONU) en la interpretación del alcance de
las disposiciones del párrafo segundo del artículo 2o.
del PIDCP, ha señalado que: “los Estados se encuen-
tran obligados a introducir en el momento de la ratifi-
cación, los cambios de las normas y prácticas internas
que sean necesarias para garantizar su conformidad
con el Pacto”5. Con ello clarifica también que la adop-
ción de las medidas que hagan efectivas las disposi-
ciones del Pacto constituyen acciones de efecto inme-
diato, y que no están sujetas a la voluntad y
disposición de condiciones sociales, políticas, cultura-
les o económicas en los Estados6.

Este punto de vista es compartido por la Corte Inter-
americana de Derechos Humanos (CIDH), de acuerdo
con la cual, el cumplimiento por parte del Estado con
relación a las obligaciones derivadas de la CADH, no
implica tan sólo el abstenerse de violar los derechos
humanos, impone también la realización de acciones
positivas tendientes a la creación del ambiente propi-
cio para el pleno goce y ejercicio de los derechos esta-
blecidos en la CADH. Por ello, una de las obligacio-
nes principales de los Estados es la de asegurar que las
normas internacionales operen dentro de su jurisdic-
ción, incorporando dichas normas o promulgando nor-
mas internas que las reproduzcan, creando recursos
adecuados y eficaces para la protección de los dere-
chos protegidos por normas internacionales, y revisan-
do las leyes internas para adecuarlas a las normas in-
ternacionales.7

El cumplimiento de este deber permite asegurar, a su
vez, el cumplimiento del primerísimo deber estableci-
do en ambos instrumentos.

Artículo 2.1 (PIDCP). Cada uno de los Estados
parte en el presente pacto se compromete a respetar
y a garantizar a todos los individuos que se en-
cuentren en su territorio y estén sujetos a su juris-
dicción los derechos reconocidos en el presente
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pacto, sin distinción alguna de raza, color, sexo,
idioma, religión, opinión política o de otra índole,
origen nacional o social, posición económica, naci-
miento o cualquier otra condición social. (Cursivas
añadidas.)

Artículo 1.1 (CADH). Los Estados partes en esta
Convención se comprometen a respetar los dere-
chos y libertades reconocidos en ella y a garantizar
su libre y pleno ejercicio a toda persona que esté su-
jeta a su jurisdicción, sin discriminación alguna por
motivos de raza, color, sexo, idioma, religión, opi-
niones políticas o de cualquier otra índole, origen
nacional o social, posición económica, nacimiento
o cualquier otra condición social. (Negritas añadi-
das.)

La obligación de garantizar el ejercicio de los dere-
chos establecidos tanto en el Pacto como en la Con-
vención, impone a los Estados la creación de las con-
diciones necesarias para que ese ejercicio pueda
hacerse realidad. Una de ellas es, que tales disposicio-
nes sean incorporadas en el espacio doméstico, a tra-
vés de su integración al marco jurídico nacional.

De esta forma, “no resulta exagerado afirmar que las
legislaciones nacionales en ocasiones se convierten en
verdaderos obstáculos para la lucha [en] favor de los
derechos humanos, porque están mal redactadas, no
están modernizadas, o están llenas de contradicciones
con relación a los instrumentos internacionales.”8

Un claro ejemplo de lo anterior, es en nuestro país el
derecho a la defensa, en general, y el derecho a la de-
fensa de los migrantes irregulares, en particular, pues
tal como está regulado en la correspondiente Ley na-
cional –la Ley Federal de Defensoría Pública–, resulta
omiso respecto de las disposiciones internacionales
signadas y ratificadas por México, como se describe a
continuación.

En lo que corresponde al sistema universal de los de-
rechos humanos, de acuerdo con el artículo 14.3.d del
PIDCP, que contiene los derechos y garantías relativos
a la administración de la justicia, éste establece que:

3. Durante el proceso, toda persona acusada de un
delito tendrá derecho, en plena igualdad, a las si-
guientes garantías mínimas:

d) A hallarse presente en el proceso y a defenderse
personalmente o ser asistida por un defensor de su
elección; a ser informada, si no tuviera defensor,
del derecho que le asiste a tenerlo, y, siempre que
el interés de la justicia lo exija, a que se le nombre
defensor de oficio, gratuitamente, si careciere de
medios suficientes para pagarlo; … (Negritas aña-
didas.)

Al respecto, en su Observación General número 13, el
Comité de Derechos Humanos de la ONU establece en
su numeral 2 que:

2. …el artículo se aplica no sólo a los procedimien-
tos para la sustanciación de cualquier acusación de
carácter penal formulada contra una persona, sino
también a los procedimientos para la determina-
ción de sus derechos u obligaciones de carácter
civil…9 (Negritas añadidas.)

Adicionalmente, en lo que al derecho a la defensa co-
rresponde, dicha observación dicta en su numeral 9
que:

9. Cuando el acusado no desee defenderse perso-
nalmente ni solicite una persona o una asociación
de su elección, debe poder recurrir a un aboga-
do… Los abogados deben poder asesorar y repre-
sentar a sus clientes de conformidad con su criterio
y normas profesionales establecidas, sin ninguna
restricción, influencia, presión o injerencia indebida
de ninguna parte. (Negritas añadidas.)

Por su parte, dentro del Sistema Interamericano de De-
rechos Humanos, la CADH, en su artículo 8, dispone
que:

2. Toda persona inculpada de delito tiene derecho a
que se presuma su inocencia mientras no se esta-
blezca legalmente su culpabilidad. Durante el pro-
ceso, toda persona tiene derecho, en plena igualdad,
a las siguientes garantías mínimas:

e) derecho irrenunciable de ser asistido por un
defensor proporcionado por el Estado, remunera-
do o no según la legislación interna, si el inculpado
no se defendiere por sí mismo ni nombrare defensor
dentro del plazo establecido por la ley; … (Negritas
añadidas.)

Gaceta Parlamentaria Jueves 14 de diciembre de 201732



Sobre el particular, la CIDH ha sostenido que: “Si
bien el artículo 8 de la Convención Americana se ti-
tula ‘Garantías Judiciales’, su aplicación no se limi-
ta a los recursos judiciales en sentido estricto ‘sino
al conjunto de requisitos que deben observarse en
las instancias procesales’, a efecto de que las perso-
nas estén en condiciones de defender adecuada-
mente sus derechos ante cualquier tipo de acto del
Estado que pueda afectarlo. Es decir, cualquier ac-
tuación u omisión de los órganos estatales dentro de
un proceso, sea administrativo sancionatorio o ju-
risdiccional, debe respetar el proceso legal… [es
decir,] el elenco de garantías mínimas establecidas
en el numeral 2 del artículo 8 de la Convención se
aplica a los órdenes mencionados en el numeral 1
del mismo artículo, o sea, … el orden civil, laboral,
fiscal o de cualquier otro carácter… “En cualquier
materia… la discrecionalidad de la administración
tiene límites infranqueables, siendo uno de ellos el
respeto de los derechos humanos. Es importante
que la actuación de la administración se encuentre
regulada…”10

En el caso específico de los migrantes, la CIDH en la
Opinión Consultiva 18/0311, denominada “Condición
Jurídica y Derechos de los Migrantes Indocumenta-
dos” y solicitada por México, estableció que:

122. La Corte considera que el derecho al debido
proceso legal debe ser reconocido en el marco de
las garantías mínimas que se deben brindar a todo
migrante, independientemente de su estatus mi-
gratorio. El amplio alcance de la intangibilidad del
debido proceso se aplica no solo ratione materiae
sino también ratione personae sin discriminación
alguna.” (Negritas añadidas.)

De igual forma, y en estricta relación con el derecho a
la defensa –el cual forma parte del derecho al debido
proceso– en la referida Opinión Consultiva, la CIDH
estableció la vulneración a la protección judicial de los
migrantes por la ausencia de un servicio público gra-
tuito de defensa legal:

126. Se vulnera el derecho a las garantías y a la pro-
tección judicial por varios motivos: por el riesgo de la
persona cuando acude a las instancias administrativas
o judiciales de ser deportada, expulsada o privada de
su libertad, y por la negativa de la prestación de un
servicio público gratuito de defensa legal a su favor,

lo cual impide que se hagan valer los derechos en jui-
cio. Al respecto, el Estado debe garantizar que el ac-
ceso a la justicia sea no solo formal sino real…

Ahora bien, en lo que respecta al marco jurídico na-
cional y su jurisprudencia, la Constitución en su artí-
culo 20 apartado B, fracción VIII, prevé lo siguiente:

El proceso penal será acusatorio y oral. Se regirá por
los principios de publicidad, contradicción, concentra-
ción, continuidad e inmediación.

…

B. De los derechos de toda persona imputada:

…

VIII. Tendrá derecho a una defensa adecuada por
abogado, al cual elegirá libremente incluso desde el
momento de su detención. Si no quiere o no puede
nombrar un abogado, después de haber sido reque-
rido para hacerlo, el juez le designará un defensor
público. También tendrá derecho a que su defensor
comparezca en todos los actos del proceso y éste
tendrá obligación de hacerlo cuantas veces se le re-
quiera, y…

De lo anterior, es posible notar que la definición que la
Constitución establece de defensa adecuada se en-
cuentra acotada al ámbito penal. No obstante, la mis-
ma garantía puede y debe ser extendida a otras mate-
rias en plena armonía con lo establecido en los
referidos instrumentos internacionales y su jurispru-
dencia, conforme a lo dispuesto por el artículo 1o.
constitucional a partir de la referida reforma de 2011.
Así lo reafirma la Contradicción de Tesis 293/2011, en
la que la SCJN determina que:

…en caso de que tanto normas constitucionales
como normas internacionales se refieran a un mis-
mo derecho, éstas se articularán de manera que se
prefieran aquéllas cuyo contenido proteja de
manera más favorable a su titular atendiendo pa-
ra ello al principio pro persona. Por otro lado, ante
el escenario de que un derecho humano contenido
en un tratado internacional del que México sea par-
te no esté previsto en una norma constitucional, la
propia Constitución en el artículo 1o. contempla la
posibilidad de que su contenido se incorpore al
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conjunto de derechos que gozarán todas las per-
sonas y que tendrán que respetar y garantizar
todas las autoridades… (Negritas añadidas.)

La Primera Sala de la Suprema Corte de Justicia de la
Nación (SCJN) ha reconocido, de hecho, en la Tesis:
1a./J. 11/2014 (10a.), un núcleo de garantías mínimas
con que debe contar toda persona en un procedimien-
to de naturaleza distinta a la jurisdiccional, pero que
implique un ejercicio de la potestad punitiva del Esta-
do:

Dentro de las garantías del debido proceso existe un
“núcleo duro”, que debe observarse inexcusable-
mente en todo procedimiento jurisdiccional, y otro
(núcleo) de garantías que son aplicables en los pro-
cesos que impliquen un ejercicio de la potestad
punitiva del Estado. Así, en cuanto al “núcleo du-
ro”, las garantías del debido proceso que aplican a
cualquier procedimiento de naturaleza jurisdiccio-
nal son las que esta Suprema Corte de Justicia de la
Nación ha identificado como formalidades esencia-
les del procedimiento, cuyo conjunto integra la “ga-
rantía de audiencia”. La garantía de audiencia esta-
blecida por el artículo 14 constitucional consiste en
otorgar al gobernado la oportunidad de defensa pre-
viamente al acto privativo de la vida, libertad, pro-
piedad, posesiones o derechos, y su debido respeto
impone a las autoridades, entre otras obligaciones,
la de que en el juicio que se siga “se cumplan las
formalidades esenciales del procedimiento”. Estas
son las que resultan necesarias para garantizar la de-
fensa adecuada antes del acto de privación y que, de
manera genérica, se traducen en los siguientes re-
quisitos: 1) La notificación del inicio del procedi-
miento y sus consecuencias; 2) La oportunidad de
ofrecer y desahogar las pruebas en que se finque la
defensa; 3) La oportunidad de alegar; y 4) El dicta-
do de una resolución que dirima las cuestiones de-
batidas y cuya impugnación ha sido considerada
por esta Primera Sala como parte de esta formali-
dad. De no respetarse estos requisitos, se dejaría de
cumplir con el fin de la garantía de audiencia, que
es evitar la indefensión del afectado. Ahora bien, el
otro núcleo es identificado comúnmente con el
elenco de garantías mínimo que debe tener toda
persona cuya esfera jurídica pretenda modificarse
mediante la actividad punitiva del Estado, como
ocurre, por ejemplo, con el derecho penal, migra-
torio, fiscal o administrativo, en donde se exigirá

que se hagan compatibles las garantías con la mate-
ria específica del asunto. Por tanto, dentro de esta
categoría de garantías del debido proceso, se identi-
fican dos especies: la primera, que corresponde a
todas las personas independientemente de su
condición, nacionalidad, género, edad, etcétera,
dentro de las que están, por ejemplo, el derecho a
contar con un abogado, a no declarar contra sí
mismo o a conocer la causa del procedimiento san-
cionatorio; y la segunda, que es la combinación del
elenco mínimo de garantías con el derecho de
igualdad ante la ley, y que protege a aquellas per-
sonas que pueden encontrarse en una situación
de desventaja frente al ordenamiento jurídico, por
pertenecer a algún grupo vulnerable, por ejemplo,
el derecho a la notificación y asistencia consular, el
derecho a contar con un traductor o intérprete, el
derecho de las niñas y los niños a que su detención
sea notificada a quienes ejerzan su patria potestad y
tutela, entre otras de igual naturaleza.”12 (Negritas
añadidas.)

Como se observa, en dicha tesis la SCJN reconoce,
asimismo, que también forman parte de ese núcleo
aquellas garantías necesarias para lograr que las per-
sonas que pudieran encontrarse en situación de des-
ventaja, les sea posible hacer efectivo su derecho de
igualdad ante la ley. En el caso en análisis, el derecho
a la defensa por parte de grupos vulnerables en ciertos
ámbitos o materias, resulta claramente una garantía de
esta especie.

De esta forma, aun cuando el ámbito protector del de-
recho a la defensa en esta tesis jurisprudencial es me-
nos amplio que aquel contemplado por la norma de
fuente internacional –pues se restringe a los casos en
los que el Estado ejerce sus facultades punitivas–; es
clara su aplicabilidad en el terreno migratorio a los ca-
sos de privación de la libertad por cuestiones adminis-
trativas, como lo es la falta de documentación migra-
toria.

Por tanto, si bien es cierto que la Ley Federal de De-
fensoría Pública prevé la prestación de servicios de de-
fensoría pública mediante defensores públicos –en
asuntos de orden penal federal– y asesores jurídicos
–en materias administrativa, fiscal, civil, en asuntos
derivados de causas penales y en todas las materias,
tratándose de juicios de amparo–, también lo es que li-
mita la noción de defensa adecuada al ámbito penal.
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En este sentido, la presente iniciativa de ley propone,
por un lado, armonizar dicha noción con la norma y ju-
risprudencia internacionales.

Y, por otro, tal como lo mandata la SJCN, hacer valer
el derecho a la igualdad de las personas pertenecientes
un grupo vulnerable o en situación de desventaja fren-
te al ordenamiento jurídico –como lo es el caso de los
migrantes irregulares–, en lo que se refiere al elenco
de garantías mínimas de debido proceso de que toda
persona debe gozar y del cual forma parte el derecho a
la defensa13. Esta última modificación es de vital im-
portancia, toda vez que la igualdad, de acuerdo con la
SCJN:

…puede ser concebida como derecho o como prin-
cipio. En su acepción de principio, la igualdad
subyace en todo el sistema jurídico mexicano. La
Primera Sala reconoce que “el principio de igualdad
se configura como uno de los valores superiores del
orden jurídico, lo que significa que ha de servir de
criterio básico para la producción normativa y
su posterior interpretación y aplicación. Desde esta
perspectiva, el principio de igualdad y no discrimi-
nación se convierte en un lente interpretativo de to-
do el sistema jurídico, en especial de los demás de-
rechos fundamentales, siendo que todas las
personas tienen los mismos derechos y deben tener
igual acceso a ellos. Así, se trata de uno de los
principios sobre los que se sustentan los derechos
humanos en general y, aun cuando no existe jerar-
quía entre ellos, el derecho a la igualdad y a la no
discriminación se entiende como subyacente a todo
el resto de los derechos; es decir, todo derecho de-
be ser ejercido en condiciones de igualdad.”14 (Ne-
gritas añadidas.)

Por tanto:

…la finalidad del principio de igualdad no puede li-
mitarse a nivelar, con el método de similitud-dife-
rencia, a las personas en situaciones concretas y
frente a comparaciones específicas. Más bien, dicho
principio debe asegurar, por un lado, que las dife-
rencias ingresen al ámbito de protección de la ley
y sean reconocidas por las instituciones sociales
con el propósito de evitar que las mismas deter-
minen no sólo una menor comparecencia frente a
los derechos –por ejemplo, los obstáculos que de
facto enfrentan las personas en situación de vulne-

rabilidad históricamente determinada para acceder
a la justicia y defender adecuadamente sus dere-
chos– sino, incluso, una exclusión absoluta por
parte del derecho o de las instituciones sociales.15

En el caso de los migrantes irregulares es justamente
la falta del reconocimiento del derecho a una defensa
adecuada –y su correspondiente garantía– en el orde-
namiento legal interno, en donde yace el incumpli-
miento del Estado mexicano de su obligación de ga-
rantizar, plenamente y sin discriminación alguna, el
derecho a la tutela y protección judicial efectivas, no
sólo de sus nacionales, sino también de los no nacio-
nales que se encuentran bajo su jurisdicción.

Fundamento legal

El suscrito, Rafael Hernández Soriano, diputado de la
LXIII Legislatura del honorable Congreso de la
Unión, integrante del Grupo Parlamentario del Partido
de la Revolución Democrática, con fundamento en el
artículo 71, fracción II, de la Constitución Política de
los Estados Unidos Mexicanos, así como en los artícu-
los 6, numeral 1; 77 y 78 del Reglamento de la Cáma-
ra de Diputados, someto a consideración del pleno de
esta soberanía la siguiente iniciativa con proyecto de

Decreto por el que se reforman y adicionan diver-
sas disposiciones de la Ley Federal de Defensoría
Pública, en materia de protección a migrantes

Artículo Único: Se reforma el artículo 1; la fracción I,
del artículo 6 y el primer párrafo del artículo 16. Se re-
forman y adicionan las fracciones VI y VII del artícu-
lo 15. Se deroga el segundo párrafo del artículo 16. Y,
se adiciona un segundo párrafo al artículo 10 y los ar-
tículos 14 Bis y 16 Bis. Todos de la Ley Federal de De-
fensoría Pública, para quedar como sigue:

Artículo 1. La presente ley tiene por objeto regular la
prestación del servicio de defensoría pública en asun-
tos del fuero federal, a fin de garantizar el derecho a la
defensa adecuada y el acceso a la justicia a toda per-
sona que se encuentre bajo la jurisdicción del Esta-
do mexicano, mediante la orientación, asesoría y re-
presentación jurídica, en cualquier orden o materia
y en los términos que la misma establece.

…
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Artículo 6. Los defensores públicos y asesores jurídi-
cos están obligados a:

I. Prestar personalmente el servicio de orientación,
asesoría y representación a toda persona que se
encuentre bajo la jurisdicción del Estado mexi-
cano y que lo solicite en los términos que establece
la Constitución Política de los Estados Unidos Me-
xicanos, esta Ley y las demás disposiciones aplica-
bles;

Artículo 10. …

Adicionalmente, en el caso de que los defendidos
sean migrantes, el servicio de defensoría pública
deberá ser prestado, de manera inmediata, inde-
pendientemente, de su situación migratoria; y de
ser ellos, quienes realicen la solicitud, bastará con
que ésta consista en la mera expresión de su volun-
tad para recibirlo.

Artículo 14 Bis. En el caso específico de las estacio-
nes migratorias, el instituto deberá asignar, confor-
me a sus bases generales de organización y funcio-
namiento, asesores jurídicos que, de manera
permanente, presten los servicios a los migrantes
puestos a disposición o sujetos al procedimiento ad-
ministrativo migratorio, a efecto de brindarles toda
la información necesaria en relación a los procedi-
mientos y recursos a los que tienen derecho.

En estos casos, los servicios de asesoría jurídica se
brindarán de manera gratuita y sin que medie soli-
citud por escrito, bastando que el migrante exprese
su voluntad de recibir la asesoría.

Artículo 15. Los servicios de asesoría jurídica se pres-
tarán, preferentemente, a:

I. a V. …

VI. Las personas migrantes cuya situación mi-
gratoria sea irregular o no se encuentre acredi-
tada, y

VII. Las personas que por cualquier otro motivo o
circunstancia se encuentren en situación o riesgo
de vulnerabilidad.

Artículo 16. Para determinar si el solicitante de los

servicios de asesoría jurídica reúne los requisitos esta-
blecidos para que se le otorgue el servicio, se requeri-
rá un estudio social y económico, elaborado por un tra-
bajador social del Instituto Federal de Defensoría
Pública, salvo en el caso de que pertenezca a algún
grupo en situación de vulnerabilidad, como los es-
tablecidos en las fracciones V, VI y VII del artículo
15 de esta Ley, en los que el servicio deberá ser
otorgado de manera gratuita.

Artículo 16 Bis. Se considerarán casos de urgencia,
además de los previstos en las bases generales de
organización y funcionamiento, aquéllos en los que
los derechos a la libertad, la seguridad o la integri-
dad personales estén siendo vulnerados o restringi-
dos, o se encuentren en riesgo de serlo, en asuntos
de orden no penal. En estos casos, los servicios de
asesoría jurídica se deberán prestar de inmediato,
sin esperar los resultados del estudio socioeconómi-
co.

Transitorios

Primero. El presente decreto entrará en vigor el día si-
guiente al de su publicación en el Diario Oficial de la
Federación.

Segundo. El Instituto Federal de Defensoría Pública
deberá realizar los ajustes derivados del contenido de
la presente reforma a las bases generales de organiza-
ción y funcionamiento del Instituto Federal de Defen-
soría Pública, en un plazo no mayor a 180 días natura-
les.

Tercero. Los procedimientos administrativos en mate-
ria migratoria que, al momento de la entrada en vigor
de este decreto estén siendo solventados, deberán ajus-
tarse a los términos de éste.
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Palacio Legislativo de San Lázaro, 
a 12 de diciembre de 2017.

Diputado Rafael Hernández Soriano (rúbrica)

QUE REFORMA EL ARTÍCULO 19 DE LA LEY FEDERAL DE

CINEMATOGRAFÍA, A CARGO DEL DIPUTADO FRANCISCO

MARTÍNEZ NERI, DEL GRUPO PARLAMENTARIO DEL PRD

El suscrito, diputado federal Francisco Martínez Neri,
integrante del Grupo Parlamentario del PRD de la
LXIII Legislatura, en ejercicio de la facultad que le
confieren los artículos 71, fracción II, de la Constitu-
ción Política de los Estados Unidos Mexicanos, así co-
mo en los artículos 6, numeral 1; 77 y 78 del Regla-
mento de la Cámara de Diputados, somete a la
consideración de esta soberanía iniciativa con proyec-
to de decreto que reforma los párrafos primero y se-
gundo del artículo 19 de la Ley Federal de Cinemato-
grafía, conforme al siguiente

Planteamiento del problema

La producción de películas mexicanas pasó de una dé-
cada de crisis a otra de crecimiento prometedor, por
una escasa exhibición de películas mexicanas en las
salas de cine, y porque su exhibición en los cines co-
merciales se ha visto afectada de manera negativa por
una legislación no favorable.

Si bien México ocupa el cuarto lugar en el mercado
mundial en número de espectadores, el lugar 13 en re-
caudación en taquilla y el cuarto por la transferencia
de regalías al extranjero por concepto de consumos de
materiales audiovisuales provenientes de Estados Uni-
dos, según datos del Anuario Estadístico de Cine Me-
xicano 2013, la producción fílmica nacional no es
equivalentemente proporcional y la falta de equidad en
la distribución de los ingresos no incentiva la inver-
sión privada en esta industria, ya que, del ingreso en
taquilla, el exhibidor se queda con un monto que osci-
la entre el 50-60% menos impuestos, el distribuidor
con el 30% correspondiente a la recuperación de gas-
tos más comisión, y el productor recibe, en el mejor de
los casos, un 10%. Sólo tratándose de un éxito de ta-
quilla este porcentaje podría representar una ganancia
y difícilmente una película mexicana recupera su in-
versión con su exhibición exclusivamente en territorio
mexicano. 

Estos números contrastan con lo que sucede en otros
países como Estados Unidos, donde el productor se
lleva en promedio el 70% de los ingresos, una vez des-
contados los gastos de operación del exhibidor.
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Estas condiciones se arrastran desde hace más de
dos décadas, por lo que los inversionistas o produc-
tores nacionales no quieren arriesgar su capital si no
están seguros de recuperar su inversión, la cual, en el
mejor de los casos, se obtiene luego de dos a tres
años. 

Estos problemas, reparto inequitativo de las ganancias,
dificultades de recuperación en la inversión y la baja
cuota del 10 por ciento del tiempo total de exhibición
para la proyección de películas nacionales en salas de
cine comercial, han impedido que se consolide el cre-
cimiento de nuestro cine; sin embargo, “el cine mexi-
cano cuenta con gran potencial para ser una expresión
cultural rentable”.

Al respecto, y paradójicamente, en el documento fir-
mado del TLCAN quedó asentado en el Anexo I de la
Lista de México, que “el 30 por ciento del tiempo
anual en pantalla en cada sala está reservado a las pro-
ducciones mexicanas dentro o fuera del territorio de
México” (Casas, 2000:144), con lo cual se evidencia
una contradicción entre lo acordado por los tres países
(México, Estados Unidos y Canadá) y nuestra propia
Ley Federal de Cinematografía.

Argumentos

Una de las principales dificultades que ha tenido que
enfrentar el cine nacional en las salas cinematográficas
comerciales se encuentra en el control que las distri-
buidoras y exhibidoras transnacionales tienen sobre la
exhibición. 

Esta problemática se fue agudizando y de acuerdo a la
Ley Federal de Cinematografía solo permite desde
1997 un porcentaje decreciente para el cine mexicano.

Esta normativa no coadyuva a fomentar un crecimien-
to sostenible de la industria del cine nacional, ya que
en ella se establece que a partir de 1993 iría disminu-
yendo el porcentaje de exhibición de películas mexi-
canas en pantalla por año del 50 por ciento hasta el 10
por ciento en 1997, lo que se cumple hasta la fecha.

Aunado al control oligopólico de la distribución y ex-
hibición existen otros problemas: ¿cómo se van a ge-
nerar ingresos con una escasa producción?, ¿quién se
va a arriesgar a producir cuando por ley una película
mexicana sólo contará con el 10 por ciento de pantalla

compartida con otras producciones nacionales?, ¿có-
mo se va a incrementar la asistencia (consumo) si no
hay exhibición (oferta)?

Por un lado, no se puede penetrar en un mercado cu-
ya distribución dominan las empresas transnaciona-
les que privilegian las 13 producciones extranjeras,
las que se ven beneficiadas por las disposiciones le-
gales decretadas por el propio Estado y que determi-
nan la oferta cinematográfica; y por otro, no se nace
con el gusto, éste se forma y recrea dependiendo de
la oferta cultural a la que se pueda tener acceso y dis-
frute, y en la que se forma y reafirma la identidad
cultural. 

Como bien señalaba García Canclini (1997), ante el
control de la distribución y exhibición existe un pro-
blema cultural: “¿quién va a narrar nuestra identidad?
La identidad es un constructo que es narrado”, y las
películas son una de las principales fuentes de narra-
ción tanto para la formación de identidades, como pa-
ra la preservación y proyección de la identidad cultu-
ral y nacional en el mosaico global. De ahí la
importancia de que las películas mexicanas que se pro-
ducen puedan tener la misma oportunidad de ser exhi-
bidas como las extranjeras, con una legislación más
equilibrada, para que participen en igualdad de opor-
tunidades en un contexto de diversidad cultural y los
espectadores dispongan de más opciones para su re-
creación cinematográfica.

No podemos dejar de señalar los éxitos de las pelícu-
las como; “Nosotros los nobles”, “No se aceptan de-
voluciones” y “La dictadura perfecta” que en 2013 y
2014 superaron los records de taquilla en la historia
del cine nacional, no han cambiado las condiciones es-
tructurales que padece esta industria.

En la Tabla 1 se muestra el número de películas pro-
ducidas de 1989 a 2014. El año más crítico fue 1997,
cuando sólo se produjeron nueve películas. Ese año
fue cuando iniciaron los estímulos del FOPROCINE y
FIDECINE. El mejor año de las últimas dos décadas
ha sido 2014, con una producción de 130 largometra-
jes, lo cual revela lo que podría considerarse una recu-
peración notable y promisoria de esta industria al me-
nos hasta la fecha.
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(Anuario Estadístico de Cine Mexicano 2014).

Aunque la exhibición de películas mexicanas no ha si-
do numerosa, su público es fiel y está asistiendo a ver-
las. De acuerdo a la información publicada en el Anua-
rio Estadístico de Cine Mexicano 2014, “La dictadura
perfecta” fue la película mexicana con mayor impacto
en salas comerciales, con 4.2 millones de asistentes;
ocho películas mexicanas superaron el millón de asis-
tentes y en general, las películas mexicanas tuvieron
24 millones de espectadores en las salas, sólo con el 10
por ciento de la cuota de mercado.

La Tabla 2 refleja el crecimiento en pantallas cinemato-
gráficas de la última década, donde se observa que, si bien
los dos primeros indicadores se han mantenido en creci-
miento constante, el de la asistencia para ver películas me-
xicanas se mantuvo fluctuante hasta 2012, brincando al
triple en 2013 para luego disminuir de nuevo en 2014.

Con los datos anteriores, entonces, si se están reali-
zando más películas nacionales y el público va a ver-
las, ¿por qué no establecer una política cultural con-
gruente y consistente para el cine nacional? 

En el Plan Nacional de Desarrollo 2013-2018 del ac-
tual Gobierno de la República se establecen estrategias
que deben concretarse.

En el apartado VI.3, México con educación de calidad,
en su Objetivo 3.3, relativo a ampliar el acceso a la
cultura como un medio para la formación integral de
los ciudadanos, se propone en la Estrategia 3.3.4: Fo-
mentar el desarrollo cultural del país a través del apo-
yo a industrias culturales y vinculando la inversión en
cultura con otras actividades productivas. Y como lí-
neas de acción: 

Incentivar la creación de industrias culturales y apoyar
las ya creadas a través de los programas de Mipymes; 

Impulsar el desarrollo de la industria cinematográfica
nacional de producciones nacionales y extranjeras re-
alizadas en territorio nacional (PND 2013-2018: 126). 

Las acciones como “incentivar” e “impulsar”, deben
superar su imprecisión para tener una concreción ope-
rativa.

En un mercado donde la distribución y la exhibición
en los cines comerciales las dominan empresas trans-
nacionales que privilegian las producciones extranje-
ras, que se ven beneficiadas por las disposiciones de
una Ley que no protege su patrimonio nacional, es im-
periosa la necesidad de una política cultural congruen-
te y consistente con el desarrollo de la cinematografía
mexicana.

“No se trata tampoco de argumentar en contra o a fa-
vor de Hollywood per se, pero sí de señalar una reali-
dad que se ha venido construyendo, al menos en Mé-
xico, por una política cultural incongruente e
inconsistente con el desarrollo de la industria cinema-
tográfica del país”. “Este invasivo copamiento de las
pantallas y americanización de la ficción cinematográ-
fica objetivamente impide la circulación de otros tan-
tos relatos que expresan otras experiencias del descen-
tramiento cultural, lo que lleva a confundir
americanización con globalización” Protzel (2012).
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Hoy en día, aun con las crisis económicas, de insegu-
ridad, desempleo y violencia que vive el país, el nú-
mero de salas de cine comercial y las ganancias en la
taquilla continúan incrementándose: en 2013 los in-
gresos de taquilla fueron de 11.860.000.000 de pesos,
y en 2014 de 11.237.000.000. En 2010 fueron de
9.032.000.000, por lo que, si se comparan estos datos,
se observa un incremento de 25 por ciento entre 2010
y 2014 (Anuario Estadístico del Cine Mexicano
2014).1

Para tener una mayor claridad en la propuesta que aho-
ra se presenta ante esta Soberanía, a continuación, se
muestra un cuadro comparativo, entre la norma vigen-
te y la propuesta contenida en esta iniciativa:

Por lo anteriormente expuesto, con fundamento en lo
dispuesto por los artículos 71, fracción II, de la Cons-
titución Política de los Estados Unidos Mexicanos, así
como en los artículos 6, numeral 1; 77 y 78 del Regla-
mento de la Cámara de Diputados, el suscrito, someto
a consideración de esta soberanía la siguiente iniciati-
va con proyecto de

Decreto por el que reforman los párrafos primero y
segundo del artículo 19 de la Ley Federal de Cine-
matografía

Único. Se reforman los párrafos primero y segundo
del artículo 19 de la Ley Federal de Cinematografía
para quedar como sigue:

Artículo 19. Los exhibidores reservarán, treinta por
ciento del tiempo total de exhibición para la proyec-
ción de películas nacionales en sus respectivas salas
cinematográficas.

Toda película nacional se estrenará en salas por un pe-
riodo no inferior a una semanas se mantendrá en ella
mientras supere el índice de asistencia promedio IAP,

dentro de los seis meses siguientes a la fecha en que
sea inscrita en el registro público correspondiente,
siempre que esté disponible en los términos que esta-
blezca el reglamento.

Transitorio

Único. El presente Decreto entrará en vigor al día si-
guiente de su publicación en el Diario oficial de la Fe-
deración.
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Palacio Legislativo de San Lázaro, 
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Diputado Francisco Martínez Neri (rúbrica)

DE DECRETO, POR EL QUE SE DECLARA EL 8 DE JULIO CO-
MO DÍA NACIONAL DE LA ALERGIA, SUSCRITA POR LA DI-
PUTADA SHARON MARÍA TERESA CUENCA AYALA E INTE-
GRANTES DEL GRUPO PARLAMENTARIO DEL PVEM

Quienes suscriben, diputada Sharon María Teresa
Cuenca Ayala y diputados del Grupo Parlamentario del
Partido Verde Ecologista de México de la LXIII Le-
gislatura del honorable Congreso de la Unión, con fun-
damento en lo dispuesto en los artículos 71, fracción
II, de la Constitución Política de los Estados Unidos
Mexicanos; y 6, numeral 1, fracción I; 77, 78 y demás
aplicables del Reglamento de la Cámara de Diputados,
someten a consideración de esta asamblea la presente
iniciativa con proyecto de decreto por el que se decla-
ra el 8 de julio de cada año como el Día Nacional de la
Alergia, al tenor de la siguiente

Exposición de Motivos

La alergia es la respuesta del sistema inmunológico
que se presenta en individuos susceptibles por la ac-
ción de determinadas sustancias, especialmente
ambientales1. En este sentido, la alergia es una re-
acción exagerada del organismo hacia algún agen-
te ambiental: como pólenes, caspa de mascotas
(perro o gato) y ácaros del polvo casero, princi-
palmente; así como de ciertos contaminantes am-
bientales entre los que destacan el humo del ciga-
rro.2 Estos agentes externos penetran por los
aparatos respiratorio y digestivo en alimentos, medi-
camentos e inhalantes, pero también pueden ser ab-
sorbidos en la piel.

La Organización Mundial de Alergia (WAO, por sus
siglas en inglés) fue fundada en 1951 como una orga-
nización internacional que coordina alrededor de 100
agrupaciones de alergia e inmunología clínica en todo
el mundo. 

En 2005 esta organización propuso que el 8 de julio de
cada año se reconociera el Día Mundial de la Alergia
con la finalidad de que las instancias gubernamentales,
organizaciones y asociaciones de la salud del mundo
impulsaran en la población una cultura para concienti-
zar sobre los daños que causan a la salud las diversas
alergias para prevenirlas, diagnosticarlas y tratarlas
para evitar sus complicaciones y hasta la muerte en al-
gunas de ellas.
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Posteriormente, debido a que este padecimiento ha in-
crementado su prevalencia y con el propósito de di-
fundir los tipos de alergias que dañan la calidad de vi-
da de los seres humanos, fue que la Organización
Mundial de la Alergia promovió en 2011 establecer en
abril de cada año, una Semana Mundial de la Alergia
destinada a profundizar y a divulgar de manera más
amplía sobre estos desórdenes en el sistema inmuno-
lógico que deterioran la salud.

Estos esfuerzos están justificados debido al gran in-
cremento de cantidad de individuos afectados, así co-
mo de su gravedad y al excesivo gasto que se destina
para su atención, tanto en los países desarrollados co-
mo en los países en desarrollo.

Las enfermedades alérgicas son entidades que se ca-
racterizan por presentar manifestaciones crónicas y re-
currentes con múltiples agudizaciones y que tienen co-
mo órganos blancos a las vías respiratorias, tubo
digestivo, piel y ojos, entre otros. Inician desde los pri-
meros años de vida y afectan a una tercera parte de la
población mundial.

Estas enfermedades incluyen:

• Asma 

• Rinitis

• Dermatitis atópica 

• Alergia alimentaria y por medicamentos

• Anafilaxia 

• Urticaria y angioedema

Estas alergias y enfermedades tienen más impacto en la
niñez y la adolescencia, pero pueden aparecer en cual-
quier edad y momento de la vida, por ello, su compleji-
dad en materia de prevención, diagnóstico y tratamien-
to. Los servicios de salud se ven rebasados en recursos
debido a la falta de atención especializada para cada
alergia. Pero también por la inadecuada preparación de
los médicos de primer contacto que las atienden.

La sintomatología es diversa y depende de la parte del
cuerpo que libere los componentes químicos que se
traducen en alergias, por ejemplo:

• En las vías respiratorias causa rinitis o catarros
crónicos, asma, sinusitis, otitis.

• En los ojos conjuntivitis.

• En la piel causa dermatitis atópica, o dermatitis de
contacto y urticaria.

• En el aparato digestivo diarrea, vómitos, sangra-
dos o dolor abdominal.3

Las manifestaciones más graves de estas enfermeda-
des, y que ponen en peligro la vida de los pacientes
son las crisis asmáticas y choque anafiláctico.

La evolución de la enfermedad en el transcurso de la
vida de un individuo puede ser variable, a esto se le
conoce como marcha alérgica. Así, una persona que se
ve afectada en sus primeros meses de vida con derma-
titis atópica puede desarrollar asma o rinitis alérgica
en etapas posteriores. 

También pueden existir complicaciones como la ob-
servada en una persona con rinitis alérgica que llega a
presentar sinusitis crónica, otitis media, afectaciones
en el crecimiento dentario y de cara, además de tras-
tornos de audición, lenguaje, del sueño y hasta de con-
ducta. Esto se observa más en los niños, estos proble-
mas son considerados como problemas de salud
pública.

La Organización Mundial de la Salud (OMS) ha esta-
blecido al asma como la enfermedad crónica no trans-
misible más importante junto con la obesidad, según
cifras alrededor de 330 millones de personas en el
mundo padecen asma.

En tanto que alrededor de 400 millones sufren rinitis
alérgica. Es por eso que existen múltiples causales de
estas enfermedades y oportunidades de intervención
preventiva, y que son transgredidas de manera conti-
nua en nuestra sociedad: inadecuada salud reproducti-
va, madres no suplementadas con alimentación ade-
cuada, exceso de nacimiento por cesárea, seno
materno ausente o limitado, dieta complementaria in-
adecuada e insuficiente, abuso de antibióticos en los
primeros años de vida, sobrepeso y obesidad, disbio-
sis, exposición a altos índices de contaminación at-
mosférica, inadecuada forestación en las zonas habita-
das, etcétera.
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La Ciudad de México es un ejemplo en donde se con-
juntan muchos de esos factores, principalmente los al-
tos índices de contaminación y deforestación. En el
año 2009 se publica un reporte en población aten-
dida por los centros de salud, con prevalencia de as-
ma de 15 por ciento, de rinitis alérgica 20 por cien-
to, de dermatitis atópica de 19 por ciento, de
conjuntivitis de 18 por ciento y de urticaria de 3
por ciento, lo que ubica a esta entidad con una afec-
tación de casi 1 en cada 5 individuos. Esta pobla-
ción es atendida en su mayoría por médicos de pri-
mer contacto como son los médicos generales en
44.24 por ciento, médicos familiares en 10 por cien-
to y pediatras en 4.87 por ciento.4

Por lo que, es importante la valoración del médico de
primer contacto cuando se trata de síntomas leves
y por un especialista –en este caso el alergólogo– si
los síntomas se hacen persistentes o se agravan5

Al respecto, en nuestro país la Secretaría de Salud se-
ñala que 40 por ciento de la población nacional pade-
ce alergias.

Es una realidad que las alergias son detonantes de in-
numerables enfermedades que deterioran la calidad de
vida de quienes las padecen e impactan en la econo-
mía, en lo social y en la familia; se complica aún más
la prevención y el diagnóstico debido al código gené-
tico (Genoma Humano) de cada ser humano, por lo
que una alergia puede llegar e irse sin medicamento y
tratamiento, pero, la estadística mundial y de México
señalan que van en aumento por las condiciones ali-
mentarias, climatológicas y por contaminantes, princi-
palmente.

Conocer el número de alergias, variantes y mezclas de
éstas, para prevenir, evitar malos diagnósticos y trata-
mientos es fundamental para que el sector salud no se
vea rebasado en su atención oportuna.

Por otro lado es fundamental reforzar la concientiza-
ción y preparación del médico de primer nivel de aten-
ción con políticas educativas que surjan desde las es-
cuelas de medicina, así como cambios en los patrones
de conducta de salud en nuestra población que permi-
tan prevenir su aparición, tales como la atención pre-
natal adecuada, el nacimiento por parto y no por cesá-
rea, la promoción de lactancia materna exclusiva por 6
meses, el empleo de una dieta inicial y de continuidad

libre de chatarra; llevándonos al empleo de una dieta
conocida como mesoamericana basada en: maíz, frijol,
calabaza, jitomate, nopal, chile y aguacate, tal y como
promueven los países europeos su dieta mediterránea;
y abatir el empleo indiscriminado de antibióticos en
los primeros años de vida, entre otras múltiples accio-
nes.

Es necesario generar una conciencia en lo individual y
colectiva para que en los próximos años haya un des-
censo en el número de pacientes con enfermedades
causadas por alergias; también para que los diagnósti-
cos sean precisos y no se mediquen sustancias que en
lugar de beneficiar pueden perjudicar al paciente con
alergia.

En el Partido Verde Ecologista de México (PVEM) re-
conocemos que hay voces que señalan que legislar pa-
ra establecer días nacionales en nuestro calendario de
efemérides es una pérdida de tiempo, pero, estas posi-
ciones pueden demeritar el valor de temas importan-
tes, como son los temas de salud.

Por tal motivo, considero necesario establecer en
nuestro calendario nacional de efemérides al 8 de julio
de cada año como el Día Nacional de la Alergia, para
que se concientice sobre las diversas alergias que pa-
dece la población. Lo anterior, atendiendo a lo estipu-
lado a nivel mundial y así colocar a México como un
país preocupado y que atiende estos temas que son so-
cialmente sensibles para la población y de salud públi-
ca.

Establecer el Día Nacional de la Alergia tendrá como
logro inicial que haya una difusión en los tipos de aler-
gias y así contribuir a concientizar a la población so-
bre estas afectaciones a la salud.

También impulsará una educación adecuada y sensibi-
lización sobre las enfermedades alérgicas, por lo que
esta nueva cultura alentará a la capacitación del médi-
co de primer contacto de atención para instalar una
medicina preventiva adecuada y derivar a la población
complicada al especialista en alergia.

En el PVEM consideramos que este esfuerzo inicial
será la semilla para promover una conciencia indivi-
dual y colectiva para dar el debido cuidado a las aler-
gias, además, de promover perfiles clínico-epidemio-
lógicos con base en estudios del genoma humano para
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tener certeza en el diagnóstico y tratamiento para cada
alergia, así como una base de datos para homogenizar
la información sobre los tipos de alergias que existen
en nuestro país y a qué población afectan más.

Con ello se ubicará en el centro de las políticas públi-
cas en salud a las enfermedades alérgicas, que son la
principal causa de morbilidad y mortalidad en el
mundo6

Por lo anteriormente expuesto, fundado y motivado
someto a consideración de esta honorable asamblea la
siguiente iniciativa con proyecto de

Decreto por el que se declara al 8 de julio de cada
año como el Día Nacional de la Alergia

Artículo Único. El honorable Congreso de la Unión
declara al 8 de julio de cada año como Día Nacional de
la Alergia.

Transitorio

Único. El presente decreto entrará en vigor el día si-
guiente al de su publicación en el Diario Oficial de la
Federación.

Notas

1 Diccionario de la Real Academia Española 

2 Secretaría de Salud, 21 julio 2017.

3 Secretaría de Salud, 25 julio 2016. 

4 López PG, et al. Revista Alergia México 2009; 56(3):72-79

5 Leticia Hernández Nieto, Médico del Servicio de Alergia del

Hospital Juárez de México.

6 http://www.worldallergy.org/UserFiles/file/WWBOA_Executi-

ve-Summary_Spanish.pdf

Palacio Legislativo de San Lázaro,
a 14 de diciembre de 2017.

Diputados: Jesús Sesma Suárez (rúbrica), Sharon María Teresa

Cuenca Ayala, Arturo Álvarez Angli, Jorge Álvarez López, Rosa
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Sofía González Torres, Yaret Adriana Guevara Jiménez, Leonardo

Rafael Guirao Aguilar, Javier Octavio Herrera Borunda, Lía Li-

món García, Uberly López Roblero, Mario Machuca Sánchez, Ce-

sáreo Jorge Márquez Alvarado, Virgilio Mendoza Amezcua, Cán-
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QUE REFORMA EL ARTÍCULO 77 DE LA LEY DE INSTITUCIO-
NES DE CRÉDITO, A CARGO DE LA DIPUTADA ADRIANA ELI-
ZARRARAZ SANDOVAL, DEL GRUPO PARLAMENTARIO DEL

PAN

La que suscribe, Adriana Elizarraraz Sandoval, diputa-
da integrante de la LXIII Legislatura por el Grupo Par-
lamentario del Partido Acción Nacional, con funda-
mento en lo establecido en la fracción II del artículo 71
de la Constitución Política de los Estados Unidos Me-
xicanos, así como en los artículos 6, numeral 1; 77 y
78 del Reglamento de la Cámara de Diputados, some-
te a consideración de este honorable pleno la siguien-
te iniciativa con proyecto de decreto por el que se adi-
ciona un segundo párrafo al artículo 77 de la Ley de
Instituciones de Crédito.

Exposición de Motivos

La innovación tecnológica de la banca comercial ha
generado que sean más accesibles los instrumentos fi-
nancieros que oferta la banca comercial, haciéndola
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más accesible para las personas físicas o morales, han
permitido la reactivación económica tanto familiar co-
mo de sectores productivos, por lo que es importante
definir con precisión las operaciones pasivas para los
usuarios de la banca que están reguladas por la Ley de
Instituciones de Crédito.

Sin duda, la tecnología ha brindado beneficios en el
ahorro de tiempo de los usuarios de la banca para cum-
plir diversos compromisos inherentes a sus activida-
des; se tiene accesibilidad a pago de servicios y bien-
es de consumo, que en su momento era a través de
circulante. Actualmente las tarjetas bancarias han re-
emplazado en gran medida el uso de la moneda, su uti-
lidad es práctica, eficaz y eficiente para contratar, y en
mucho de los casos da seguridad a los usuarios. A tra-
vés de ellas se tiene acceso a los cajeros para la con-
tratación de seguros, créditos de nómina, créditos per-
sonales, préstamos al consumo y seguros de vida,
entre otros.

Lo anterior ha generado inconformidades a los usua-
rios de los servicios de la banca electrónica que han te-
nido que invertir más tiempo de lo que normalmente
se disponía para su trámite y pagar en ocasiones las
correspondientes comisiones bancarias que conllevan
a su atención.

En 2015, la Comisión Nacional para la Protección y
Defensa de los Usuarios de Servicios Financieros
(Condusef), publicó en su portal una serie de reco-
mendaciones para no endeudarse e hizo hincapié en
tomar precauciones en no caer por error en los crédi-
tos que se ofertan en los cajeros automáticos de diver-
sas instituciones bancarias.

Recomendó que, antes de aceptar un crédito se debe
verificar si realmente es necesario, revisar y tener en
claro la capacidad de pago para comprometer las fi-
nanzas personales y el patrimonio. Por lo que propuso
contratar directamente en la sucursal, para aclarar po-
sibles dudas y la certeza del pago en tiempo y las co-
misiones e intereses que implica la contratación de un
crédito.

Parte de la inseguridad que se refleja en cuestiones de
índole bancario, es considerar que la delincuencia or-
ganizada se ha ido especializando en la defraudación,
la clonación, el robo de las tarjetas a la vista o el in-
tercambio; sorprendiendo en ocasiones al propio usua-

rio de los cajeros automáticos, lo que pone en riesgo su
integridad o su libertad, a través de los secuestros ex-
prés.

Con el plástico y número de identificación personal
(NIP) en su poder, desde el cajero automático los de-
lincuentes tienen acceso al menú de opciones, con la
facilidad y tranquilidad de realizar las compras en
los comercios, y así, autorizar los créditos, saquean-
do las tarjetas generalmente, situación de la que el
usuario no se percata para reportar y bloquearla de
inmediato.

Por otro lado, los cajeros de las instituciones bancarias
ofrecen diversos servicios crediticios, que van enfoca-
dos al consumo pero que se convierten en un serio pro-
blema para el usuario de las tarjetas, que no se perca-
ta de lo que contrata a través de un cajero automático,
ya que no se establecen con precisión las condiciones
de contratación, los posibles intereses y las comisiones
que se generan al obtener un servicio por este medio;
para ello, es necesario que se establezca información
clara y precisa de los servicios financieros que se ofre-
cen.

Por lo anterior, es pertinente que la promoción de es-
tos servicios sea solamente eso, promoción, y que no
se conviertan en una situación de compromiso a través
de un cajero automático, para adquirir a través de este
medio un servicio poco claro que generará cargos ex-
tra para quien lo adquiera.

De acuerdo al estudio de la Conducef, la primera cau-
sa de reportes de reclamos de los usuarios presentadas
en cajeros automáticos, de enero a septiembre de
2016, 75 por ciento de las quejas recibidas era debido
a que el cajero no había entregado el monto solicitado
de forma completa, lo que representa el porcentaje de
234 mil 62 reclamos, le siguen las impugnaciones por
cargo de servicios o abono del pago de servicios con-
tratados como es el pago de teléfono o del servicio
eléctrico con 32 mil 710 aclaraciones.

Un estudio de la Compañía Global de Consultoría y
Tecnología (Tecnocom), reportó en 2016 que la pobla-
ción bancarizada de México, el número de operaciones
con tarjeta de débito se incrementó 22 por ciento;
mientras que el Banco de México señala en sus datos
estadísticos un constante crecimiento de las operacio-
nes por medio de las tarjetas bancarias. De acuerdo
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con la información que el Banco de México reporta
hasta el mes de junio de este año, la existencia es de
171.5 millones de tarjetas, distribuidas en 138.8 millo-
nes de tarjetas de débito y 32.7 millones de tarjetas
crédito.

La banca comercial ha señalado que 82 por ciento de
los comerciantes mexicanos con terminales punto de
venta, considera haber aumentado sus ventas desde su
incorporación, y 81.9 por ciento valora que la adquisi-
ción ha influido mucho en la evolución positiva del
negocio, atribuyendo más de 25.1 por ciento de su fac-
turación a su aceptación.

De acuerdo con datos de la Condusef, más de 90 por
ciento de las quejas contra bancos en México son por
uso de tarjetas de crédito y débito, por posibles fraudes
como consumos o retiros de cajero no reconocidos. En
2016, 91 de cada 100 quejas a instituciones bancarias
fueron por el uso de tarjetas, según reporte de la Con-
dusef; de 7 millones 238 mil quejas emitidas, 57 por
ciento son por tarjetas de crédito y 34 por ciento por
las de débito, y se hace la referencia de que se señala
que 78 por ciento son por posibles fraudes.

Aunque hay instancias que protegen al usuario de la
banca e instrumentos jurídicos como la Ley de Protec-
ción y Defensa al Usuario de Servicios Financieros en
su artículo 4o., otorga facultades a la Comisión Nacio-
nal para la Protección y Defensa de los Usuarios de
Servicios Financieros, señala como objetivo la equi-
dad de las relaciones entre el usuario y las institucio-
nes financieras, apoyando con elementos que fortalez-
can la seguridad jurídica y patrimonio propio las
operaciones realizadas y relaciones justas que ambas
establezcan.

Por lo anterior, es necesario ofrecer seguridad hacia
los usuarios de la banca que hacen operaciones fi-
nancieras a través de sus tarjetas bancarias tanto de
débito como de crédito, por lo que se quiere evitar
que contraten algún tipo de crédito o cualquier otro
servicio sin antes haberse brindado información de-
tallada de sus productos financieros que vayan de
acuerdo a la capacidad y condición de pago del pro-
pietario del plástico, actualmente la forma en que
trabajan los cajeros puede ser considerada como pu-
blicidad confusa y hace caer en el error a los usua-
rios.

Por lo anteriormente expuesto, sometemos a la consi-
deración de esta honorable asamblea el siguiente pro-
yecto de

Decreto por el que se adiciona un segundo párrafo
al artículo 77 de la Ley de Instituciones de Crédito

Primero. Se adiciona un párrafo segundo al artículo
77 a la Ley de Instituciones de Crédito, para quedar
como sigue:

Artículo 77. …

Para las operaciones activas que brindan las insti-
tuciones financieras de contratación de préstamos
o créditos que se ofrecen en los cajeros automáti-
cos, al otorgarlo a través de este medio, deberá es-
tablecerse como un servicio crediticio pre autoriza-
do, con la finalidad de que el crédito o préstamo
ofrecido se concluya en la sucursal con el objeto de
aprobar las condiciones bajo los términos de un
contrato.

Artículo Transitorio

Único. El presente decreto entrará en vigor el día si-
guiente al de su publicación en el Diario Oficial de la
Federación.

Palacio Legislativo de San Lázaro, 
a 14 de diciembre de 2017.

Diputada Adriana Elizarraraz Sandoval (rúbrica)
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QUE REFORMA DIVERSAS DISPOSICIONES DE LA LEY GE-
NERAL DE LOS DERECHOS DE NIÑAS, NIÑOS Y ADOLES-
CENTES, A CARGO DE LA DIPUTADA PATRICIA GARCÍA

GARCÍA, DEL GRUPO PARLAMENTARIO DEL PAN

La suscrita diputada Patricia García García, integrante
del Grupo Parlamentario del Partido Acción Nacional,
de la LXIII Legislatura, con fundamento en el artículo
71, fracción II, de la Constitución Política de los Esta-
dos Unidos Mexicanos, y 77, fracción II, del Regla-
mento de la Cámara de Diputados, somete a conside-
ración de esta soberanía iniciativa con proyecto de
decreto por el que se adicionan la fracción XXX al ar-
tículo 4, la fracción XIV al artículo 83 y la fracción
VII al artículo 86, todos ellos de la Ley General de los
Derechos de Niñas, Niños y Adolescentes, al tenor de
la siguiente

Exposición de Motivos

La presente iniciativa de reformas y adiciones a la ley
general de los derechos de niñas, niños y adolescentes
tiene como fondo medular reformar sobre temas de

violencia y la adecuada salvaguarda de la integridad

personal de toda la niñez, desde el punto de vista psi-
cológico, mental emocional, y que el poder judicial, de
forma oficiosa pueda obtener pruebas necesarias para
su adecuada intervención, así como emitir las medidas
cautelares correspondientes.

De acuerdo a la estadística que proporcionó el Inegi,
las escuelas derivadas de la exposición a la violencia
son graves y solo una pequeña proporción de estos ac-
tos contra los niños, niñas y adolescentes son denun-
ciados e investigados por ende pocos autores son pro-
cesados:1

Millones de niños en el mundo viven violencia en la
casa, la escuela y la comunidad, indica estudio del
UNICEF:2

• En el mundo cada 7 minutos es asesinado un ado-
lescente en un acto violento, indica estudio presen-
tado hoy por el UNICEF.

• En México 6 de cada 10 niños de 1 a 14 años de
edad ha experimentado al menos una forma de
castigo psicológico o físico por miembros de su
hogar.3

La violencia contra la niñez en el mundo sigue siendo
una problemática que requiere atención urgente por
parte de los gobiernos y de la sociedad, indica el más
reciente reporte del UNICEF4 titulado, Una situación
habitual: violencia en las vidas de los niños y los ado-
lescentes.

“Bebés que reciben una bofetada en la cara; niñas y
niños forzados a realizar actos sexuales; adolescen-
tes asesinados en sus comunidades: la violencia
contra los niños no conoce fronteras”.

México forma parte del comité de la Alianza Global
para poner fin a la Violencia contra los Niños, Niñas y
Adolescentes y con ello tiene la oportunidad de acele-
rar la respuesta ante esta problemática.

“México está en un momento propicio para cambiar
el rumbo de situaciones como ésta”, dijo Christian
Skoog, Representante del UNICEF México. “Como
parte de la Alianza, el país tiene enfrente una opor-
tunidad para acelerar las acciones de prevención y
respuesta a la violencia, pues esta alianza involucra
a los actores clave de gobierno, sociedad civil, sec-
tor privado, academia, entre otros”.

Skoog añadió que la sociedad tiene también una gran
responsabilidad en la erradicación de la violencia en
contra de niñas, niños y adolescentes, pues ésta sigue
siendo ampliamente aceptada; particularmente el cas-
tigo físico u otras formas humillantes que son todavía
usadas como medios de disciplina.

Una situación habitual: violencia en las vidas de los
niños y los adolescentes utiliza los datos más recientes
de diferentes países para mostrar que los niños sufren
actos de violencia en todas las etapas de su infancia y
en todos los entornos:

Violencia contra la niñez en sus hogares:

• Tres cuartas partes de los niños de 2 a 4 años en
todo el mundo –alrededor de 300 millones– sufren
actos de agresión psicológica y/o castigos físicos
por parte de sus cuidadores en el hogar.

• Alrededor de 6 de cada 10 niños de un año en 30
países con datos disponibles están sometidos a al-
gún tipo de disciplina violenta de manera sistemáti-
ca.
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Violencia sexual contra niñas y niños:

• En México, al 2014, alrededor de 23 mil adoles-
centes (12-17 años) sufrieron algún tipo de agresión
sexual, incluyendo acoso, tocamientos y actos se-
xuales no consentidos (Ecopred: 2014).

Muertes violentas entre los adolescentes:

• En México, entre 2011 y 2015 fueron asesinados
diariamente en promedio 3 niñas, niños y adoles-
centes de entre 0 y 17 años. (Inegi: 2011-2015).

UNICEF prioriza en su trabajo los esfuerzos para po-
ner fin a la violencia, incluyendo el apoyo a los go-
biernos para mejorar los servicios dirigidos a los niños
afectados, la elaboración de políticas y leyes que les
protejan. Hace un llamado a los gobiernos para adop-
tar medidas urgentes y respaldar la orientación de la
estrategia Inspire que la OMS, el UNICEF y la Alian-
za Mundial para Poner fin a la Violencia en contra de
Niñas, Niños y Adolescentes han acordado y promovi-
do.

Dentro de las siete áreas estratégicas para la preven-
ción y atención de la violencia destaca la implementa-
ción y vigilancia del cumplimiento de las leyes. El ob-
jetivo de esta estrategia es garantizar la
implementación y la vigilancia del cumplimiento de
las leyes para prevenir los comportamientos violentos.
Seguridad en el entorno, donde el objetivo de esta es-
trategia es propiciar y mantener la seguridad en las ca-
lles y en otros entornos donde se reúnen y pasan su
tiempo los niños, las niñas y la población joven.5

La violencia en México es un factor determinante de la
deserción escolar e incluso, una causa importante de
muertes infantiles. Miles de niños, niñas y adolescen-
tes en México, crecen en un contexto de violencia co-
tidiana que deja secuelas profundas e incluso termina
cada año con la vida de centenares de ellos. Gran par-
te de esta violencia, que incluye violencia física, se-
xual, psicológica, discriminación y abandono, perma-
nece oculta y en ocasiones, es aprobada socialmente.

Sin embargo, “Ninguna violencia contra los niños es-
tá justificada y toda violencia puede ser prevenida. To-
dos los países pueden y deben poner fin a la violencia
contra los niños. Eso no significa limitarse a castigar a
los agresores, sino que es necesario transformar la

mentalidad de la sociedad y las condiciones económi-
cas y sociales subyacentes ligadas a la violencia.”

Por otra parte, el Sistema Nacional para el Desarrollo
Integral de la Familia (DIF) del Distrito Federal reci-
bió un promedio de cuatro casos de maltrato infantil
por día entre 2000 y 2002. En casi la mitad de los ca-
sos (47%) la responsable fue la madre, en el 29% fue
el padre, lo que significa que la familia que debería ser
el lugar mejor equipado para proteger a los niños y ni-
ñas se puede convertir en una zona de riesgo para
ellos. 

“El maltrato psicológico o emocional ocurre cuando
los padres o las personas responsables del cuidado de
un niño le causan o pueden causar, por acción u omi-
sión, serios trastornos, tanto en el comportamiento, co-
mo cognitivos, emocionales o mentales. El maltrato
psicológico no requiere la presencia de daños físicos,
con sólo presenciar la violencia en la familia o experi-
mentar abandono, rechazo o explotación, se considera
que el niño ha estado expuesto a comportamientos que
constituyen abuso o maltrato psicológico.6

El Índice de los Derechos de la Niñez y Adolescencia
Mexicana del UNICEF México y de su Consejo Con-
sultivo para el rango comprendido entre los 12 y 17
años de edad, muestra preocupantes datos de muertes
violentas, especialmente de adolescentes varones. Se-
gún datos de la Secretaría de Salud utilizadas para el
Índice, en 2004 cada semana 12 adolescentes fueron
asesinados y otros 10 se suicidaron, en los últimos 6
años se incrementó el número de suicidios en 87% en
jóvenes de 15 a 24 años y un 48% en jóvenes entre 25
y 34 años.7

Asimismo, recientemente la Suprema Corte de Justicia
de la Nación (SCJN), al validar que el Código Civil de
Oaxaca considere como violencia intrafamiliar la
“alienación parental”, la cual puede ocurrir principal-
mente durante los procesos de divorcio.

En muchas ocasiones, cuando se va a dar este tipo de
separaciones, pues normalmente hay la influencia de
alguno de los progenitores respecto de los hijos, sobre
todo de los menores que están a lo mejor en una edad
más influenciable, en donde mal hablando uno del
otro, se llega a crear en la conciencia del menor, la si-
tuación de cierto rechazo hacia alguno de ellos, no me
quiero referir de manera específica al padre o a la ma-
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dre, porque finalmente puede darse en ambos casos de
manera exactamente igual”, señaló Margarita Luna
Ramos, ministra de la SCJN.

Seis de diez ministros presentes en la sesión, votaron
por incluir la “alienación parental” como un tipo de
violencia que puede ocurrir al interior de las familias,
mientras que cuatro ministros se pronunciaron por de-
clararla inconstitucional, argumentando que la defini-
ción era imprecisa.8

A pesar de que la mayoría de los ministros consideró
que la alienación parental sí debe incluirse como un ti-
po de violencia, 9 de 10 votaron por invalidar la única
pena que contemplaba el Código Civil de Oaxaca pa-
ra estos casos, la pérdida de la patria potestad.

“Puede afectar a los propios niños al evitar la convi-
vencia con los padres y traer mayor consecuencia psi-
coemocional a los menores de edad, niños, niñas y
adolescentes”, destacó Lucía Piña Hernández, ministra
de la SCJN.

De esta forma, la sanción fue eliminada del Código Ci-
vil del Estado, con lo que finalizó el estudio de la ac-
ción de inconstitucionalidad promovida por la Defen-
soría de los Derechos Humanos del Pueblo de Oaxaca.9

“De la lectura de la norma no se advierte la generación
de estereotipo de género, en función de que va dirigi-
da a ambos progenitores. Que se dé mayor incidencia
parte de uno u otro, puede ser en función de un rol so-
cial o de la aplicación de los operadores, pero no en sí,
deriva de un vicio de inconstitucionalidad de la propia
norma. Así tanto hombres como mujeres podrían ha-
cerlo y en este sentido, únicamente se está reconocien-
do la validez”, dijo la ministra Lucía Piña.

Sobre estos hechos, destaca la violencia que se suscita
con toda la niñez y que en muchas ocasiones, se afec-
ta su integridad personal, principalmente en su ámbito
emocional y psicológico, violando el interés superior
de la niñez.

Ahora bien, el interés superior del niño es uno de los
principios rectores más importantes del marco interna-
cional de los derechos del niño. No sólo es menciona-
do expresamente en varios instrumentos, sino que es
constantemente invocado por los órganos internacio-
nales encargados de aplicar esas normas. 

El artículo 3.1 de la Convención sobre los Derechos
del Niño establece que en cualquier medida que tomen
las autoridades estatales deben tener en cuenta de for-
ma primordial el interés superior de la niñez. Los artí-
culos 9, 18, 20, 21, 37 y 40 también mencionan expre-
samente este principio. Al respecto, la Corte
Interamericana de Derechos Humanos ha sostenido
que el interés superior del niño es un “punto de refe-
rencia para asegurar la efectiva realización de todos
los derechos contemplados en ese instrumento, cuya
observancia permitirá al sujeto el más amplio desen-
volvimiento de sus potencialidades”,10 y ha dicho
también que se trata de un criterio al que “han de ce-
ñirse las acciones del Estado y de la sociedad en lo que
respecta a la protección de los niños y a la promoción
y preservación de sus derechos”.11

Por su parte, el Comité para los Derechos del Niño ha
señalado que “[e]l principio del interés superior del ni-
ño se aplica a todas las medidas que afecten a los ni-
ños y exige medidas activas, tanto para proteger sus
derechos y promover su supervivencia, crecimiento y
bienestar como para apoyar y asistir a los padres y a
otras personas que tengan la responsabilidad cotidiana
de la realización de los derechos del niño”.12

En el ámbito interno, este principio es reconocido ex-
presamente en la legislación encargada de desarrollar
los derechos contemplados en el artículo 4º constitu-
cional: la Ley para la Protección de los Derechos de
Niñas, Niños y Adolescentes. De acuerdo con el artí-
culo 3º de esta ley, el interés superior es uno de los
principios rectores de los derechos del niño. También
se encuentran menciones expresas a este principio en
los artículos 4, 24 y 45 de esta misma ley. 

De acuerdo con todo lo anterior, el interés superior del
niño es un principio de rango constitucional, rector de
los derechos del niño. 

En tanto principio normativo, el interés superior del
niño tiene tanto una función justificativa, como direc-
tiva. Por un lado, sirve para justificar todos los dere-
chos que tienen como objeto la protección del niño.
Por el otro, constituye un criterio orientador de toda
producción normativa, entendida en sentido amplio y
relacionada con los derechos del niño, lo que incluye
no solo la interpretación y aplicación del derecho por
parte de los jueces, sino también todas las medidas
emprendidas por el legislador, así como las políticas
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públicas, programas y acciones específicas llevadas a
cabo por las autoridades administrativas. En definiti-
va, el principio del interés superior del niño debe in-
formar todos los ámbitos de la actividad estatal que es-
tén relacionados directa o indirectamente con los
menores.

En esta línea argumentativa, la SCJN Corte ha soste-
nido que “el principio del interés superior de la infan-

cia junto con el derecho de prioridad, implican que las
políticas, acciones y toma de decisiones del Estado re-
lacionadas con los menores de 18 años deben buscar el
beneficio directo del infante y del adolescente a quie-
nes van dirigidas, y que las instituciones de bienestar
social, públicas y privadas, los tribunales, las autorida-
des administrativas y los órganos legislativos, al actuar
en sus respectivos ámbitos, otorguen prioridad a los te-
mas relacionados con dichos menores”.13

En sentido similar se ha pronunciado el Comité de los
Derechos del Niño, al señalar que “[t]odos los órga-
nos o instituciones legislativos, administrativos y ju-
diciales han de aplicar el principio del interés superior
del niño estudiando sistemáticamente cómo los dere-
chos y los intereses del niño se ven afectados o se ve-
rán afectados por las decisiones y las medidas que
adopten; por ejemplo, una ley o una política propues-
tas o existentes, una medida administrativa o una de-
cisión de los tribunales, incluyendo las que no se re-
fieren directamente a los niños pero los afectan
indirectamente”.14

En el ámbito jurisdiccional, el interés superior es un
principio orientador de la actividad interpretativa rela-
cionada con cualquier norma jurídica que tenga que
aplicarse a un niño en un caso concreto o que pueda
afectar los intereses de algún menor. Este principio or-
dena la realización de una interpretación sistemática
que, para darle sentido a la norma en cuestión, tome en
cuenta los deberes de protección de los menores y los
derechos especiales de éstos previstos en la Constitu-
ción, tratados internacionales y leyes de protección de
la niñez.

Cuando se trata de medidas legislativas o administra-
tivas que afecten derechos de los menores, el interés
superior del niño demanda de los órganos jurisdiccio-
nales la realización de un escrutinio mucho más es-

tricto en relación con la necesidad y proporcionalidad
de la medida en cuestión.15 La mayor exigencia en el

examen de la constitucionalidad de esas medidas tam-
bién se deriva de la especial protección de la que son
objeto toda la niñez en la Constitución, situación que
no puede ser omiso el poder legislativo, que debe ade-
cuar las leyes en los estándares más adecuados dentro
del Corpus Iuris de los Derechos Humanos.

Sobre el tema de violencia hacia la niñez, se tienen que
ver los criterios donde debe ser escuchado, el tipo de
violencia, la prevención oportuna y, que el poder judi-
cial cuente con todas las herramientas para su eficaz
atención, así como la oficiosidad para tener las prue-
bas necesarias en la detección de la violencia, física,
psicológica, mental y emocional, así como emitir las
medidas cautelares necesaria para la salvaguarda de su
integridad personal, donde destacan los siguientes cri-
terios:

Corte Interamericana de Derechos Humanos

Opinión consultiva oc-17/2002 de 28 de agosto de
2002, solicitada por la comisión interamericana de de-
rechos humanos   

Condición jurídica y derechos humanos del niño.   

101. Este Tribunal considera oportuno formular al-
gunas precisiones con respecto a esta cuestión. Co-
mo anteriormente se dijo, el grupo definido como
niños involucra a todas las personas menores de 18
años (supra 42). Evidentemente, hay gran variedad
en el grado de desarrollo físico e intelectual, en la
experiencia y en la información que poseen quienes
se hallan comprendidos en aquel concepto. La ca-
pacidad de decisión de un niño de 3 años no es igual
a la de un adolescente de 16 años. 

Por ello debe matizarse razonablemente el alcance
de la participación del niño en los procedimientos,
con el fin de lograr la protección efectiva de su in-
terés superior, objetivo último de la normativa del
Derecho Internacional de los Derechos Humanos en
este dominio.   

Observación general número 12 (2009)

El derecho del niño a ser escuchado

Comité de los Derechos del NIÑO
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Quincuagésimo primer periodo de sesiones

Ginebra, 25 de mayo a 12 de junio de 2009

10. Las condiciones de edad y madurez pueden eva-
luarse cuando se escuche a un niño individualmen-
te y también cuando un grupo de niños decida ex-
presar sus opiniones.  La tarea de evaluar la edad y
la madurez de un niño se ve facilitada cuando el
grupo de que se trate forma parte de una estructura
duradera, como una familia, una clase escolar o el
conjunto de los residentes de un barrio en particu-
lar, pero resulta más difícil cuando los niños se ex-
presan colectivamente.  Aunque se encuentren con
dificultades para evaluar la edad y la madurez, los
Estados partes deben considerar a los niños como
un grupo que debe ser escuchado, por lo que el Co-
mité recomienda enérgicamente que los Estados
partes hagan el máximo esfuerzo por escuchar a los
niños que se expresan colectivamente o recabar sus
opiniones.

15. El artículo 12 de la Convención establece el de-
recho de cada niño de expresar su opinión libre-
mente en todos los asuntos que lo afectan y el sub-
siguiente derecho de que esas opiniones se tengan
debidamente en cuenta, en función de la edad y ma-
durez del niño.  Recae así sobre los Estados partes
la clara obligación jurídica de reconocer ese dere-
cho y garantizar su observancia escuchando las opi-
niones del niño y teniéndolas debidamente en cuen-
ta.  Tal obligación supone que los Estados partes,
con respecto a su respectivo sistema judicial, deben
garantizar directamente ese derecho o adoptar o re-
visar leyes para que el niño pueda disfrutarlo plena-
mente.

1. Análisis literal del artículo 12

a) Párrafo 1 del artículo 12

i)”Garantizarán”

19. El párrafo 1 del artículo 12 dispone que los Es-
tados partes “garantizarán” el derecho del niño de
expresar su opinión libremente.  “Garantizarán” es
un término jurídico de especial firmeza, que no de-
ja margen a la discreción de los Estados partes.  Por
consiguiente, los Estados partes tienen la obligación
estricta de adoptar las medidas que convengan a fin

de hacer respetar plenamente este derecho para to-
dos los niños.  

Esa obligación se compone de dos elementos desti-
nados a asegurar que existan mecanismos para re-
cabar las opiniones del niño sobre todos los asuntos
que lo afectan y tener debidamente en cuenta esas
opiniones.

v) “Teniéndose debidamente en cuenta las opinio-
nes del niño, en función de la edad y madurez del
niño”

28. Es necesario tener “debidamente en cuenta las
opiniones del niño, en función de la edad y madu-
rez del niño”.  Estos términos hacen referencia a la
capacidad del niño, que debe ser evaluada para te-
ner debidamente en cuenta sus opiniones o para co-
municar al niño la influencia que han tenido esas
opiniones en el resultado del proceso.  El artículo
12 estipula que no basta con escuchar al niño; las
opiniones del niño tienen que tomarse en conside-
ración seriamente a partir de que el niño sea capaz
de formarse un juicio propio. 

b) Párrafo 2 del artículo 12

i) El derecho a “ser escuchado en todo procedi-
miento judicial o administrativo que afecte al niño”

32. El párrafo 2 del artículo 12 especifica que deben
darse al niño oportunidades de ser escuchado, en
particular “en todo procedimiento judicial o admi-
nistrativo que afecte al niño”.  El Comité recalca
que esta disposición es aplicable a todos los proce-
dimientos judiciales pertinentes que afecten al niño,
sin limitaciones y con inclusión de, por ejemplo,
cuestiones de separación de los padres, custodia,
cuidado y adopción, niños en conflicto con la ley,
niños víctimas de violencia física o psicológica,
abusos sexuales u otros delitos, atención de salud,
seguridad social, niños no acompañados, niños so-
licitantes de asilo y refugiados y víctimas de con-
flictos armados y otras emergencias.  Los procedi-
mientos administrativos típicos serían, por ejemplo,
decisiones sobre la educación, la salud, el entorno,
las condiciones de vida o la protección del niño.
Ambos tipos de procedimientos pueden abarcar me-
canismos alternativos de solución de diferencias,
como la mediación o el arbitraje. 
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34. No se puede escuchar eficazmente a un niño
cuando el entorno sea intimidatorio, hostil, insensi-
ble o inadecuado para su edad.  Los procedimientos
tienen que ser accesibles y apropiados para los ni-
ños.  Debe prestarse especial atención al suministro
y la transmisión de información adaptada a los ni-
ños, la prestación de apoyo adecuado para la defen-
sa de los intereses propios, la debida capacitación
del personal, el diseño de las salas de tribunal, la
vestimenta de los jueces y abogados y la disponibi-
lidad de pantallas de protección visual y salas de es-
pera separadas.

36. El representante puede ser uno de los progeni-
tores o ambos, un abogado u otra persona (por
ejemplo, un trabajador social).  Sin embargo, hay
que recalcar que en muchos casos (civiles, penales
o administrativos) hay riesgo de conflicto de intere-
ses entre el niño y su representante más obvio (pro-
genitor(es)).  Si el acto de escuchar al niño se reali-
za a través de un representante, es de suma
importancia que el representante transmita correcta-
mente las opiniones del niño al responsable de
adoptar decisiones.  El método elegido deberá ser
determinado por el niño (o la autoridad competente
en caso necesario) conforme a su situación particu-
lar.  Los representantes deberán conocer y com-
prender suficientemente los distintos aspectos del
proceso de adopción de decisiones y tener expe-
riencia en el trabajo con niños.

37. El representante deberá ser consciente de que
representa exclusivamente los intereses del niño y
no los intereses de otras personas (progenitor(es)),
instituciones u órganos (por ejemplo, internado, ad-
ministración o sociedad).  Deberán elaborarse códi-
gos de conducta destinados a los representantes que
sean designados para representar las opiniones del
niño.

a) Preparación

41. Los responsables de escuchar al niño deben ase-
gurarse de que el niño esté informado sobre su de-
recho a expresar su opinión en todos los asuntos que
lo afecten y, en particular, en todo procedimiento
judicial y administrativo de adopción de decisiones
y sobre los efectos que tendrán en el resultado las
opiniones que exprese.  Además, el niño debe reci-
bir información sobre la opción de comunicar su

opinión directamente o por medio de un represen-
tante.  Debe ser consciente de las posibles conse-
cuencias de esa elección.  El responsable de adoptar
decisiones debe preparar debidamente al niño antes
de que este sea escuchado, explicándole cómo,
cuándo y dónde se lo escuchará y quiénes serán los
participantes, y tiene que tener en cuenta las opi-
niones del niño a ese respecto.

b) Audiencia

42. El contexto en que el niño ejerza su derecho a
ser escuchado tiene que ser propicio e inspirar con-
fianza, de modo que el niño pueda estar seguro de
que el adulto responsable de la audiencia está dis-
puesto a escuchar y tomar en consideración seria-
mente lo que el niño haya decidido comunicar.  La
persona que escuchará las opiniones del niño puede
ser un adulto que intervenga en los asuntos que
afectan al niño (por ejemplo, un maestro, un traba-
jador social o un cuidador), un encargado de adop-
tar decisiones en una institución (por ejemplo, un
director, un administrador o un juez) o un especia-
lista (por ejemplo, un psicólogo o un médico). 

47. Si el derecho del niño a ser escuchado se vulne-
ra en relación con procedimientos judiciales y ad-
ministrativos (artículo 12, párr. 2), el niño debe te-
ner acceso a procedimientos de apelación y
denuncia que ofrezcan vías de recurso para las vio-
laciones de derechos.  Los procedimientos de de-
nuncia deben proporcionar mecanismos solventes
para garantizar que los niños confíen en que al uti-
lizarlos no se exponen a un riesgo de violencia o
castigo. 

Recalcando el concepto de interés superior del niño,
la CIDH en un caso reciente contra Colombia rea-
firmó lo anterior al establecer que:

Esta obligación presenta modalidades especiales en
el caso de los niños y niñas, a la luz del artículo 19
de la Convención Americana. En efecto, correspon-
de señalar que el Estado asume obligaciones adi-
cionales con respecto a niños y niñas para la pro-
tección de su vida: por una parte, debe asumir su
posición especial de garante con mayor cuidado y
responsabilidad; y por otra parte, debe tomar medi-
das especiales orientadas en el principio del interés
superior del niño. 

Jueves 14 de diciembre de 2017 Gaceta Parlamentaria53



En este mismo caso y siguiendo con el mismo ra-
zonamiento, la CIDH consideró que “la Conven-
ción Americana demanda de los Estados una obli-
gación de protección especial para [los menores],
que trasciende la obligación general de respetar los
derechos consagrada en el artículo 1(1) del citado
instrumento, que por lo demás no puede suspender-
se en circunstancia alguna, por mandato del artícu-
lo 29 de la citada Convención”. 

1. El artículo 19 dispone lo siguiente:

“1. Los Estados partes adoptarán todas las medidas
legislativas, administrativas, sociales y educativas
apropiadas para proteger al niño contra toda forma
de perjuicio o abuso físico o mental, descuido o tra-
to negligente, malos tratos”16

2. Esas medidas de protección deberían compren-
der, según corresponda, procedimientos eficaces
para el establecimiento de programas sociales con
objeto de proporcionar la asistencia necesaria al ni-
ño y a quienes cuidan de él, así como para otras for-
mas de prevención y para la identificación, notifi-
cación, remisión a una institución, investigación,
tratamiento y observación ulterior de los casos an-
tes descritos de malos tratos al niño y, según co-
rresponda, la intervención judicial.”17

3. Visión general. La observación general se basa en
los siguientes supuestos y observaciones fundamen-
tales:

(…)

b) Un planteamiento de la atención y protección del
niño basado en los derechos del niño requiere dejar
de considerar al niño principalmente como “vícti-
ma” para adoptar un paradigma basado en el respe-
to y la promoción de su dignidad humana y su inte-
gridad física y psicológica como titular de derechos.

c) El concepto de dignidad exige que cada niño sea
reconocido, respetado y protegido como titular de
derechos y como ser humano único y valioso con su
personalidad propia, sus necesidades específicas,
sus intereses y su privacidad.

d) El principio del estado de derecho debe aplicarse ple-
namente a los niños, en pie de igualdad con los adultos.

e) En todos los procesos de toma de decisiones de-
be respetarse sistemáticamente el derecho del niño
a ser escuchado y a que sus opiniones se tengan de-
bidamente en cuenta, y su habilitación y participa-
ción deben ser elementos básicos de las estrategias
y programas de atención y protección del niño.

f) Debe respetarse el derecho del niño a que, en to-
das las cuestiones que le conciernan o afecten, se
atienda a su interés superior como consideración
primordial, especialmente cuando sea víctima de
actos de violencia, así como en todas las medidas de
prevención.

4. Definición de violencia. A los efectos de la pre-
sente observación general, se entiende por violencia
“toda forma de perjuicio o abuso físico o mental,
descuido o trato negligente, malos tratos o explota-
ción, incluido el abuso sexual” según se define en el
artículo 19, párrafo 1, de la Convención. El término
violencia utilizado en esta observación abarca todas
las formas de daño a los niños enumeradas en el ar-
tículo 19, párrafo 1, de conformidad con la termi-
nología del estudio de la “violencia” contra los ni-
ños realizado en 2006 por las Naciones Unidas,
aunque los otros términos utilizados para describir
tipos de daño (lesiones, abuso, descuido o trato ne-
gligente, malos tratos y explotación) son igualmen-
te válidos. En el lenguaje corriente se suele enten-
der por violencia únicamente el daño físico y/o el
daño intencional. Sin embargo, el Comité desea de-
jar sentado inequívocamente que la elección del tér-
mino “violencia” en la presente observación gene-
ral no debe verse en modo alguno como un intento
de minimizar los efectos de las formas no físicas y/o
no intencionales de daño (como el descuido y los
malos tratos psicológicos, entre otras), ni la necesi-
dad de hacerles frente.

La referencia a los “Estados partes” abarca las obli-
gaciones de esos Estados de asumir sus responsabi-
lidades para con los niños a nivel no solo nacional,
Estas obligaciones especiales son las siguientes: 

Actuar con la debida diligencia, prevenir la violen-
cia o las violaciones de los derechos humanos, pro-
teger a los niños que han sido víctimas o testigos de
violaciones de los derechos humanos, investigar y
castigar a los culpables, y ofrecer vías de reparación
de las violaciones de los derechos humanos. Con in-
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dependencia del lugar en que se produzca la violen-
cia, los Estados partes tienen la obligación positiva
y activa de apoyar y ayudar a los padres y otros cui-
dadores a proporcionar, dentro de sus posibilidades
y medios económicos y en consonancia con la evo-
lución de las facultades del niño, las condiciones de
vida que sean necesarias para su desarrollo óptimo
(arts. 18 y 27). Asimismo, los Estados partes se ase-
gurarán de que todas las personas que sean respon-
sables de prevenir y combatir la violencia y de brin-
dar protección frente a esta, respondan a las
necesidades de los niños y respeten sus derechos.

13. El imperativo de los derechos humanos. Por lo
tanto, las estrategias y sistemas destinados a preve-
nir y combatir la violencia deben adoptar un enfo-
que que esté basado más en los derechos del niño
que en su bienestar (véanse más detalles en el pá-
rrafo 53).

14. Evolución de la sociedad y contribución de los
niños. La crianza del niño en un entorno respetuoso
y propicio, exento de violencia, contribuye a la rea-
lización de su personalidad y fomenta el desarrollo
de ciudadanos sociales y responsables que partici-
pan activamente en la comunidad local y en la so-
ciedad en general.

15. Supervivencia y desarrollo: los efectos devasta-
dores de la violencia contra los niños. La violencia
pone en grave peligro la supervivencia de los niños
y su “desarrollo físico, mental, espiritual, moral y
social” (artículo 27, párr. 1), como se verá a conti-
nuación:

a) Las repercusiones a corto y largo plazo de la
violencia y los malos tratos sufridos por los ni-
ños son sobradamente conocidas. …; dificulta-
des de aprendizaje (incluidos problemas de ren-
dimiento en la escuela y en el trabajo);
consecuencias psicológicas y emocionales (co-
mo sensaciones de rechazo y abandono, trastor-
nos afectivos, trauma, temores, ansiedad, inse-
guridad y destrucción de la autoestima);
problemas de salud mental (como ansiedad y
trastornos depresivos, alucinaciones, trastornos
de la memoria o intentos de suicidio), y com-
portamientos perjudiciales para la salud (como
el abuso de sustancias adictivas o la iniciación
precoz en la actividad sexual).

b) Las consecuencias para el desarrollo y el
comportamiento (como el absentismo escolar y
el comportamiento agresivo, antisocial y des-
tructivo hacia uno mismo y hacia los demás)
pueden causar, entre otras cosas, el deterioro de
las relaciones personales, la exclusión escolar y
conflictos con la ley. Se ha demostrado que la
exposición a la violencia aumenta el riesgo de
que el niño sea objeto de una victimización pos-
terior y acumule experiencias violentas, e inclu-
so tenga un comportamiento violento en el seno
de la pareja en etapas posteriores de la vida.18

20. Descuido o trato negligente. Se entiende por
descuido no atender las necesidades físicas y psico-
lógicas del niño, no protegerlo del peligro. El con-
cepto incluye:

a) El descuido físico, que ocurre cuando no se
protege al niño del daño,19 entre otras cosas por
no vigilarlo,...;

b) El descuido psicológico o emocional que con-
siste, entre otras cosas, en la falta de apoyo emo-
cional y de amor, la desatención crónica del ni-
ño, la “indisponibilidad psicológica” de los
cuidadores que no tienen en cuenta las pistas y
señales emitidas por los niños de corta edad;

c) El descuido de la salud física o mental del ni-
ño, al no proporcionarle la atención médica ne-
cesaria;

(…)

21. Violencia Mental. El concepto de violencia
mental, comprendido en la expresión “perjuicio o
abuso … mental”, del artículo 19, párrafo 1 de la
Convención, se describe a menudo como maltrato
psicológico, abuso mental, agresión verbal y mal-
trato o descuido emocional, y puede consistir en:

a) Toda forma de relación perjudicial persistente
con el niño, como hacerle creer que no vale na-
da, que no es amado ni querido, que está en pe-
ligro o que solo sirve para satisfacer las necesi-
dades de otros;

(…)
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c) Desatender sus necesidades afectivas, su sa-
lud mental y sus necesidades médicas y educati-
vas;

d) Insultarlo, injuriarlo, humillarlo, menospre-
ciarlo, ridiculizarlo y herir sus sentimientos;

(…)

2. “mientras […] se encuentre bajo la custodia
de…”

33. Definición de “cuidadores”. El Comité conside-
ra que, sin dejar de respetar la evolución de las fa-
cultades del niño y su autonomía progresiva, todo
ser humano menor de 18 años se encuentra, o debe
encontrarse, “bajo la custodia” de alguien. 

Los niños solo pueden estar en tres situaciones: ba-
jo la custodia de sus cuidadores principales o cir-
cunstanciales o,

La definición de “cuidadores”, que, según el artícu-
lo 19, párrafo 1, son “los padres, […] un represen-
tante legal o […] cualquier otra persona que […]
tenga [al niño] a su cargo”, comprende a las perso-
nas con una clara responsabilidad legal, ético profe-
sional o cultural reconocida respecto de la seguri-
dad, la salud, el desarrollo y el bienestar del niño,
principalmente los padres, los padres de acogida,
los padres adoptivos, …, los tutores y los miembros
de la familia extensa y de la comunidad; … los cui-
dadores de niños empleados por los padres;

B. Párrafo 2 del artículo 19

“Esas medidas de protección deberían comprender,
según corresponda”.

45. Gama de intervenciones. Un sistema holístico
de protección del niño requiere la prestación de me-
didas amplias e integradas en cada una de las etapas
previstas en el párrafo 2 del artículo 19, teniendo en
cuenta las tradiciones socioculturales y el sistema
jurídico del Estado parte de que se trate.20

46. Prevención. El Comité afirma categóricamente
que la protección del niño debe empezar por la pre-
vención activa de todas las formas de violencia, y
su prohibición explícita. Los Estados tienen la obli-

gación de adoptar todas las medidas necesarias pa-
ra que los adultos responsables de cuidar, orientar y
criar a los niños respeten y protejan los derechos de
estos. La prevención consiste en medidas de salud
pública y de otra índole, destinadas a promover po-
sitivamente una crianza respetuosa y sin violencia
para todos los niños y a luchar contra las causas
subyacentes de la violencia en distintos niveles: el
niño, la familia, los autores de actos de violencia, la
comunidad, las instituciones y la sociedad.

c) Para las familias y las comunidades:

i) Prestar apoyo a los padres y a las personas encar-
gadas del cuidado de los niños para que entiendan,
adopten y pongan en práctica los principios de una
buena crianza de los niños, basados en el conoci-
miento de los derechos del niño, el desarrollo in-
fantil y las técnicas de disciplina positiva a fin de
reforzar la capacidad de las familias de cuidar a los
niños en un entorno seguro;

(…)

vi) Prestar asistencia a la familia con medidas que
fomenten la unidad familiar y permitan el pleno
ejercicio y disfrute por los niños de sus derechos en
el ámbito privado, absteniéndose de inmiscuirse in-
debidamente en las relaciones privadas y familiares
de los niños, en función de las circunstancias.21

52. Tratamiento. El tratamiento es uno de los mu-
chos servicios necesarios para “promover la recu-
peración física y psicológica y la reintegración so-
cial” del niño víctima de violencia, y debe llevarse
a cabo “en un ambiente que fomente la salud, el res-
peto de sí mismo y la dignidad del niño” (artículo
39). En este sentido, es importante: a) recabar la
opinión del niño y tenerla debidamente en cuenta;
b) velar por la seguridad del niño; c) contemplar la
posibilidad de que sea necesario colocar inmediata-
mente al niño en un entorno seguro, y d) tener en
cuenta los efectos previsibles de las posibles inter-
venciones en el bienestar, la salud y el desarrollo
del niño a largo plazo. Una vez diagnosticado el
maltrato, es posible que el niño necesite servicios y
atención médica, psiquiátrica y jurídica, y poste-
riormente un seguimiento a más largo plazo. Hay
que organizar toda una serie de servicios, entre ellos
entrevistas con todos los familiares y otras prácticas
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similares. También es preciso ofrecer servicios y
tratamiento a los autores de actos de violencia, es-
pecialmente si se trata de menores. (…)

53. Observación Ulterior. El proceso de observa-
ción ulterior debe entenderse en el contexto del ar-
tículo 39 (recuperación y reintegración), el artículo
25 (examen periódico del tratamiento y de la inter-
nación), el párrafo 2 del artículo 6 (derecho al desa-
rrollo) y el artículo 29 (objetivos de la educación
que consisten en intenciones y aspiraciones al desa-
rrollo). De conformidad con el párrafo 3 del artícu-
lo 9, se debe velar por que el niño mantenga el con-
tacto con ambos padres, salvo si ello es contrario al
interés superior del niño.

54. Intervención Judicial.22 Las garantías procesa-
les se han de respetar en todo momento y lugar. En
particular, todas las decisiones que se adopten de-
ben obedecer a la finalidad principal de proteger al
niño, salvaguardar su posterior desarrollo y velar
por su interés superior…; además, hay que procurar
que la intervención sea lo menos perjudicial posi-
ble, en función de lo que exijan las circunstancias.
Asimismo, el Comité recomienda que se respeten
las garantías siguientes:

c) En la medida de lo posible, la intervención judi-
cial debe ser de carácter preventivo, fomentar acti-
vamente un comportamiento positivo y prohibir los
comportamientos negativos. La intervención judi-
cial debe formar parte de un enfoque coordinado e
integrado entre los diferentes sectores, prestar apo-
yo a los otros profesionales en su labor con los ni-
ños, los cuidadores, las familias y las comunidades
y facilitar el acceso a toda la gama de servicios dis-
ponibles de atención y protección del niño.

63. Artículo 12 (derecho a ser escuchado). El Co-
mité opina que la participación de los niños facilita
la protección y que a su vez esta es de vital impor-
tancia para la participación. Los niños tienen dere-
cho a ser escuchados desde una edad muy tempra-
na, cuando son particularmente vulnerables...

Sobre el particular y a nivel local se pueden obser-
var las siguientes tesis:

“Interés superior del menor. Su concepto.23

Por interés superior del menor se entiende el catá-
logo de valores, principios, interpretaciones, accio-
nes y procesos dirigidos a forjar un desarrollo hu-
mano integral y una vida digna, así como a generar
las condiciones materiales que permitan a los me-
nores vivir plenamente y alcanzar el máximo bien-
estar personal, familiar y social posible, cuya pro-
tección debe promover y garantizar el Estado en el
ejercicio de sus funciones legislativa, ejecutiva y ju-
dicial, por tratarse de un asunto de orden público e
interés social.

Interés superior del menor. Su función normati-
va como pauta interpretativa para solucionar
conflictos por incompatibilidad en el ejercicio
conjunto de los derechos de los niños.24

El interés invocado tiene la dimensión de ser una
pauta interpretativa, aplicable para resolver aque-
llos contextos en los que se produzcan situaciones
que hagan incompatible el ejercicio conjunto de dos
o más derechos para un mismo niño. En estos casos,
es el interés superior del menor, utilizado como
pauta interpretativa, el que permite relativizar cier-
tos derechos frente a aquellos que constituyen el de-
nominado “núcleo duro”, para garantizar el pleno
respeto y ejercicio de los derechos que se conside-
ran forman parte de ese núcleo dentro del sistema
normativo, y con ello otorgar una protección inte-
gral al menor.

(Énfasis añadido)

Interés superior del menor. Su función normati-
va como principio jurídico protector.25

La función del interés superior del menor como
principio jurídico protector, es constituirse en una
obligación para las autoridades estatales y con ello
asegurar la efectividad de los derechos subjetivos
de los menores, es decir, implica una prescripción
de carácter imperativo, cuyo contenido es la satis-
facción de todos los derechos del menor para po-
tencializar el paradigma de la “protección integral”.
Ahora bien, desde esta dimensión, el interés supe-
rior del menor, enfocado al deber estatal, se actuali-
za cuando en la normativa jurídica se reconocen ex-
presamente el cúmulo de derechos y se dispone el
mandato de efectivizarlos, y actualizado el supues-
to jurídico para alcanzar la función de aquel princi-
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pio, surge una serie de deberes que las autoridades
estatales tienen que atender, entre los cuales se en-
cuentra analizar, caso por caso, si ante situaciones
conflictivas donde existan otros intereses de terce-
ros que no tienen el rango de derechos deben privi-
legiarse determinados derechos de los menores o
cuando en el caso se traten de contraponer éstos
contra los de otras personas; el alcance del interés
superior del menor deberá fijarse según las circuns-
tancias particulares del caso y no podrá implicar la
exclusión de los derechos de terceros. En este mis-
mo sentido, dicha dimensión conlleva el reconoci-
miento de un “núcleo duro de derechos”, esto es,
aquellos derechos que no admiten restricción algu-
na y, por tanto, constituyen un límite infranqueable
que alcanza, particularmente, al legislador; dentro
de éstos se ubican el derecho a la vida, a la nacio-
nalidad y a la identidad, a la libertad de pensamien-
to y de conciencia, a la salud, a la educación, a un
nivel de vida adecuado, a realizar actividades pro-
pias de la edad (recreativas, culturales, etcétera) y a
las garantías del derecho penal y procesal penal;
además, el interés superior del menor como princi-
pio garantista, también implica la obligación de
priorizar las políticas públicas destinadas a garanti-
zar el “núcleo duro” de los derechos.

Interés superior del menor. Sus alcances y fun-
ciones normativas.26

El interés superior del menor implica, entre otras
cosas tomar en cuenta aspectos dirigidos a garanti-
zar y proteger su desarrollo y el ejercicio pleno de
sus derechos, como criterios rectores para elaborar
normas y aplicarlas en todos los órdenes de la vida
del menor, conforme a la Constitución Política de
los Estados Unidos Mexicanos y a la Convención
sobre los Derechos del Niño; así pues, está previsto
normativamente en forma expresa y se funda en la
dignidad del ser humano, en las características pro-
pias de los niños, en la necesidad de propiciar el de-
sarrollo de éstos, con el pleno aprovechamiento de
sus potencialidades; además, cumple con dos fun-
ciones normativas: a) como principio jurídico ga-
rantista y, b) como pauta interpretativa para solu-
cionar los conflictos entre los derechos de los
menores.

Interés superior del menor. Su relación con los
adultos.27

El concepto interés superior del menor, cuya salva-
guarda es prioritaria en el sistema jurídico mexica-
no, permite delimitar con precisión y claridad los
derechos y obligaciones que corresponden a las per-
sonas adultas en relación con los niños, para lo cual
se privilegia el deber de atenderlos y cuidarlos, con
el objeto permanente de alcanzar el mayor bienestar
y beneficio posibles para ellos, como un imperativo
de la sociedad; de manera que su protección se ubi-
ca incluso por encima de la que debe darse a los de-
rechos de los adultos, con lo cual se cumple una
trascendente función social de orden público e inte-
rés social.

Interés superior del menor. Debe ponderarse su
preferencia en relación con otros principios
constitucionales atento al caso concreto.28

De conformidad con la Constitución Política de los
Estados Unidos Mexicanos y los tratados interna-
cionales signados por nuestro país, todas las auto-
ridades deben velar por el interés superior del me-
nor, el cual consiste, entre otras cosas, en asegurar
a niñas, niños y adolescentes la protección y el
ejercicio de sus derechos y la toma de medidas ne-
cesarias para su bienestar, de forma tal que si bien
deben velar porque los menores no sean separados
de sus padres contra la voluntad de éstos, esto tie-
ne como excepción el interés superior del niño, co-
mo puede ocurrir en los casos en que el niño sea
objeto de maltrato o descuido por parte de sus pa-
dres. Ahora, otro principio constitucional lo consti-
tuye el de seguridad jurídica, por virtud del cual las
sentencias definitivas deben cumplimentarse al ser
de orden público e interés general, más aún en tra-
tándose de aquellas emitidas en las controversias
del orden familiar. No obstante, tal principio no
puede estar por encima del interés superior del me-
nor de existir indicios que permitan advertir que de
cumplir con una sentencia -entrega de un menor a
uno de sus progenitores- éste se podría ver afecta-
do en su psique y su integridad física, ante la exis-
tencia de conductas lesivas realizadas con posterio-
ridad a la sentencia a cumplimentar, pues de
resultar ciertos los indicios de violencia, el cumpli-
miento de la sentencia conllevaría a exponer al me-
nor a todo tipo de peligros desde agresiones físicas
como psicológicas o hasta sexuales, que podrían
dejar marcas de por vida. Por tanto, si el juzgador
de lo familiar tiene conocimiento de cualquier in-
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dicio de riesgo que vulnere el interés superior del
menor, debe someter el cumplimiento de la senten-
cia definitiva (seguridad jurídica) a dicho princi-
pio, por virtud de lo cual previo a ordenar el cum-
plimiento de una sentencia se debe allegar de las
pruebas necesarias para valorar si se debe cumpli-
mentar o no dicha sentencia. Máxime cuando en
materia familiar las resoluciones no causan estado,
en virtud de que éstas pueden y deben ser modifi-
cadas de existir nuevas situaciones de hecho que
pudieran afectar los intereses de los niños”.

Así mismo, sirve de sustento la Tesis de jurispru-
dencia 72/2013 (10a.). Aprobada por la Primera Sa-
la del Alto Tribunal (SCJN), en sesión de fecha
veintiséis de junio de dos mil trece:

Interés superior del menor. La apreciación de las
pruebas donde se involucren derechos de menores
constituye un tema de legalidad y, por ende, no es sus-
ceptible de impugnarse en amparo directo en revisión.
La apreciación de las pruebas en los casos donde se in-
volucren derechos de los menores constituye un tema
de legalidad, no susceptible de impugnarse en el juicio
de amparo directo en revisión, pues determinar la ve-
racidad de los hechos es una cuestión de apreciación y
valoración que no implica, necesariamente, una afec-

tación al interés superior del menor, ya que una cosa

es determinar “lo que es mejor para el menor”, y otra

establecer cuáles son las premisas fácticas de los ca-

sos donde se vean involucrados sus derechos. En tal

sentido, sólo extraordinariamente en aquellos supues-

tos donde para la apreciación de los hechos sea rele-

vante el carácter de menor del sujeto sobre el que re-

cae la prueba, estará relacionado el interés superior

del menor y será pertinente un análisis de constitucio-

nalidad para establecer los parámetros que deben re-

gir dicha valoración.

Amparo directo en revisión 2539/2010. 26 de enero
de 2011. Unanimidad de cuatro votos. Ponente: Ar-
turo Zaldívar Lelo de Larrea. Secretarios: Ana Ma-
ría Ibarra Olguín y Arturo Bárcena Zubieta.

Amparo directo en revisión 1136/2012. 30 de mayo
de 2012. Unanimidad de cuatro votos. Ausente y
Ponente: Arturo Zaldívar Lelo de Larrea; en su au-
sencia hizo suyo el asunto Jorge Mario Pardo Re-
bolledo. Secretaria: Ana María Ibarra Olguín. 

Amparo directo en revisión 1243/2012. 13 de junio
de 2012. Cinco votos. Ponente: Arturo Zaldívar Le-
lo de Larrea. Secretaria: Ana María Ibarra Olguín. 

Amparo directo en revisión 1843/2012. 17 de octu-
bre de 2012. Cinco votos. Ponente: Arturo Zaldívar
Lelo de Larrea. Secretario: Arturo Bárcena Zubieta. 

Amparo directo en revisión 3394/2012. 20 de fe-
brero de 2013. Cinco votos. Ponente: Arturo Zaldí-
var Lelo de Larrea. Secretario: Arturo Bárcena Zu-
bieta. 

Tesis de jurisprudencia 72/2013 (10a.). Aprobada
por la Primera Sala de este Alto Tribunal, en sesión
de fecha veintiséis de junio de dos mil trece.

La Primera Sala de la Suprema Corte de Justicia de la
Nación (SCJN) al resolver el amparo directo en revi-
sión 3394/2012, determinó que para contar con mayor
certeza al decidir qué es lo que más le conviene a un
menor en relación con su guarda y custodia, el órgano
jurisdiccional competente, además de ordenar el desa-
hogo de ciertas pruebas personales sobre los padres
(psicológicas, de trabajo social o alguna similar), tam-

bién deberá ordenar que esas pruebas se practiquen

de forma independiente a las parejas de los padres, en

el caso que cohabiten con éstas, ello en atención al

principio constitucional del interés superior del niño. 

Al resolver el amparo directo en revisión 3394/2012, a
propuesta del Ministro Arturo Zaldívar Lelo de Larrea,
la Sala resolvió lo anterior en virtud de que cuando los
padres cohabitan con otra pareja y existe una disputa
sobre la guarda y custodia de los hijos, es lógico supo-
ner que ésta se desarrollará en el domicilio del núcleo
familiar compuesto por el padre y su pareja e incluso
en algunos casos los hijos de ésta.

En el caso, el tema principal es la guarda y custodia de
un menor. El quejoso, vía amparo, impugnó la omisión

de la autoridad responsable de ordenar la práctica de

diversas pruebas periciales en psicología y estudios

de campo del entorno social de la actual pareja de la

madre de su menor hijo, con lo cual pretende descar-
tar que la convivencia con tal persona suponga un
riesgo para la integridad física o psicológica del me-

nor. El tribunal colegiado le negó el amparo. Incon-

forme interpuso el recurso de revisión.
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La Primera Sala al resolver el asunto, amparó al que-
joso, ya que la protección reforzada a los menores que

se desprende del interés superior del niño obliga a los

juzgadores a tomar medidas necesarias para descar-

tar que una decisión pueda afectar a un menor y su-

ponga un riesgo para éste. 

Es de señalar que el amparo se concedió para el efec-
to de que la Sala responsable deje sin efectos la sen-
tencia reclamada y ordene recabar de oficio las prue-

bas en psicología y trabajo social no sólo en relación

con los padres del menor, sino que también a las pa-

rejas de éstos, o sólo a la de la madre en el caso de que

el padre no cohabite con alguien. Además, se agrega,

de que también resulta necesario que peritos especia-

lizados en psicología evalúen al menor para determi-

nar qué es lo más conveniente para él en relación a

cuál de los padres debe tener la guarda y custodia.

Por lo anteriormente expuesto y fundado, sometemos
a la consideración de esta soberanía la siguiente ini-
ciativa con proyecto de decreto por el que se reforman
y adicionan diversas disposiciones de la Ley General
de los Derechos de Niñas, Niños y Adolescentes, para
quedar como sigue:

Proyecto de Decreto

Artículo Único: Se adiciona la fracción XXX del ar-
tículo 4, la fracción XIV del artículo 83 y la fracción
VII del artículo 86, de la Ley General de los Derechos
de Niñas, Niños y Adolescentes, para quedar como si-
gue:

Artículo 4. Para los efectos de esta Ley, se entenderá
por:

I a XXVII…

XXVIII. Sistema Nacional de Protección Integral:
El Sistema Nacional de Protección Integral de Ni-
ñas, Niños y Adolescentes;

XXIX: Tratados Internacionales: Los tratados inter-
nacionales vigentes en materia de derechos de ni-
ñas, niños y adolescentes de los que el Estado me-
xicano sea parte, y 

XXX. Violencia contra las niñas, niños y adoles-
centes: Toda forma de prejuicio o abuso físico o

mental, descuido o trato negligente, malos tratos
o explotación, incluido el abuso sexual.

Artículo 83…

I a XI 

XII. Ajustarse al tiempo de participación máximo
para la intervención de niñas, niños o adolescentes
durante la sustanciación de los procedimientos de
conformidad con los principios de autonomía pro-
gresiva y celeridad procesal;

XII. Implementar medidas para proteger a niñas,
niños o adolescentes de sufrimiento durante su par-
ticipación y garantizar el resguardo de su intimidad
y datos personales, y

XIV. Realizar de forma oficiosa y asequible las
pruebas psicológicas y de entorno social para ga-
rantizar la prevención y protección adecuada de
niñas, niños y adolescentes víctimas de violencia.

Artículo 86…

I a IV…

V. Tener acceso gratuito a asistencia jurídica, psico-
lógica y cualquier otra necesaria atendido a las ca-
racterísticas del caso, a fin de salvaguardar sus de-
rechos, en términos de las disposiciones aplicables; 

VI. Adoptar las medidas necesarias para evitar la
revictimización de niñas, niños y adolescentes que
presuntamente son víctimas de la comisión de un
delito o violación a sus derechos humanos, y 

VII. Que se emitan las medidas de protección ur-
gentes o cautelares correspondientes, para evitar
posibles daños a su integridad personales y cual-
quier tipo de violencia en su contra.

Transitorios

Primero. El presente Decreto entrará en vigor al día
siguiente de su publicación en el Diario Oficial de la
Federación.

Segundo. Las disposiciones reglamentarias derivadas
de este Decreto deberán ser expedidas por el Ejecuti-
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vo Federal en un plazo no mayor a los noventa días na-
turales, contados a partir de la entrada en vigor del pre-
sente Decreto.

Notas

1 Ver: 

https://www.unicef.org/mexico/spanish/noticias_37381.html

2 Inegi. Estadística a propósito del día del niño (30 de abril). 27 de

abril del 2017. Aguascalientes, Ags; p. 14. 
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4 Ciudad de México, Nueva York, 1 de noviembre de 2017.
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www.end-violence.org.

6 Secretaría de Salud. Informe Nacional Sobre Violencia y Salud.

Primera Edición 2006; p. 12.

7 Ver: http://www.inegi.org.mx/saladeprensa/aproposito/2016/sui-

cidio2016_0.pdf

8 http://noticieros.televisa.com/ultimas-noticias/nacional/2017-
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nal/1508884019_632432.html

10 Opinión Consultiva OC-17/2002, párrafo 59.

11 Opinión Consultiva OC-17/2002, párrafo 59.

12 Observación General Nº 7 (2005), párrafo 13.

13 Tesis aislada P. XLV/2008, “Menores de dieciocho años. El
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do al interés superior y a la prioridad de la infancia.”

14 Observación General Nº 5 (2003), párrafo 12.
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riamente en aras de la satisfacción de los intereses que se le con-
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ción del otro, lo cual impone tener en cuenta que el sacrificio de

los derechos de los menores de 18 años que ya cumplieron los 12

sólo se justifica cuando razones decididamente imperiosas impi-

den conferirles un tratamiento más favorable.” Sentencia C-

154/07.

16 Observación general Nº 13 (2011) Derecho del niño a no ser ob-

jeto de ninguna forma de violencia Naciones Unidas

CRC/C/GC/13 Convención sobre los Derechos del Niño Distr. Ge-

neral 18 de abril de 2011, p. 3.

17 Ídem. p. 3

18 Véase el estudio sobre la violencia contra los niños realizado

por Paulo Sérgio Pinheiro, Experto independiente del Secretario

General de las Naciones Unidas, Informe mundial sobre la violen-

cia contra los niños y niñas (Ginebra, 2006), págs. 61 a 66.

19 Los Estados partes también están obligados a proporcionar asis-

tencia a los cuidadores a fin de prevenir accidentes (artículo 19 y

art. 24, párr. 2 e)).

20 También se deberán tener en cuenta en cada etapa las orienta-

ciones detalladas que figuran en las Directrices sobre las modali-

dades alternativas de cuidado de los niños.

21 Comité de Derechos Humanos, Observación general Nº 17

(1989) sobre los derechos del niño; Tribunal Europeo de Derechos

Humanos, Olsson c. Suecia (Nº 1), sentencia de 24 de marzo de

1988, Serie A, Nº 130, párr. 81; Corte Interamericana de Derechos

Humanos, Velázquez Rodríguez c. Honduras, sentencia de 10 de

enero de 1989 (Fondo), Serie C, Nº 3, párr. 172.

22 Véanse también las Directrices del Comité de Ministros del

Consejo de Europa sobre una justicia adaptada a los menores,

aprobadas el 17 de noviembre de 2010, las Directrices sobre la jus-

ticia en asuntos concernientes a los niños víctimas y testigos de de-

litos y la resolución 65/213 de la Asamblea General.

Jueves 14 de diciembre de 2017 Gaceta Parlamentaria61



23 [J]; 9a. Época; T.C.C.; S.J.F. y su Gaceta; Tomo XXXIII, mar-

zo de 2011; Pág. 2188.

24 [TA]; 10a. Época; 1a. Sala; S.J.F. y su Gaceta; Libro IX, junio

de 2012, Tomo 1; Pág. 259.

25 [TA]; 10a. Época; 1a. Sala; S.J.F. y su Gaceta; Libro IX, Junio

de 2012, Tomo 1; Pág. 260.

26 [TA]; 10a. Época; 1a. Sala; S.J.F. y su Gaceta; Libro IX, Junio

de 2012, Tomo 1; Pág. 261.

27 [J]; 9a. Época; T.C.C.; S.J.F. y su Gaceta; Tomo XXXIII, mar-

zo de 2011; Pág. 2188.

28 [TA]; 10a. Época; T.C.C.; S.J.F. y su Gaceta; Libro VI, marzo

de 2012, Tomo 2; Pág. 1222.

Dado en el Palacio Legislativo 
el 14 de diciembre de 2017.

Diputada Patricia García García (rúbrica)

QUE REFORMA DIVERSAS DISPOSICIONES DE LA LEY GE-
NERAL DE LA INFRAESTRUCTURA FÍSICA EDUCATIVA, A

CARGO DEL DIPUTADO HÉCTOR BARRERA MARMOLEJO,
DEL GRUPO PARLAMENTARIO DEL PAN

El suscrito, diputado Héctor Barrera Marmolejo, inte-
grante del Grupo Parlamentario del Partido Acción
Nacional de la LXIII Legislatura del honorable Con-
greso de la Unión, con fundamento en lo dispuesto en
los artículos 71, fracción II, de la Constitución Políti-
ca de los Estados Unidos Mexicanos y 6 numeral 1
fracción I, 76 numeral 1, fracción II, 77, numeral 1, y

78 del Reglamento de la Cámara de Diputados, pre-
senta a consideración de esta soberanía, la siguiente
iniciativa con proyecto de decreto por la cual se refor-
ma y adiciona la Ley General de la Infraestructura Fí-
sica Educativa, en materia de Certificado de Seguridad
Estructural, al tenor de la siguiente 

Exposición de Motivos

Los pasados 7 y 19 de septiembre, nuestro país sufrió
dos sismos de los más fuertes de que se tenga registro
en los últimos años, el primero de 8.2 y el segundo de
7.1 grados en la escala de Richter. Dichos sismos, azo-
taron con mayor fuerza destructiva a los estados de
Oaxaca, Chiapas, Puebla, Morelos, Guerrero, Estado
de México, Veracruz y la Ciudad de México. Estos la-
mentables hechos pusieron en evidencia los riesgos
que representa la infraestructura educativa en nuestro
país. 

La salvaguarda de la vida de alumnos, personal do-
cente, administrativo, padres de familia y todo el per-
sonal que labora en las instituciones educativas, debe
ser prevista a través de Dictámenes Estructurales mis-
mos que certificaran la habitabilidad de toda la in-
fraestructura de los inmuebles educativos. 

De acuerdo con información de la SEP, fueron diez los
estados con escuelas dañadas por los sismos de sep-
tiembre; al 25 de octubre de 2017 había 16 mil 136 es-
cuelas dañadas. De las cuales 5 mil 63 requerían re-
construcción parcial pues presentaban daños en la
mayoría de los espacios (bardas, escaleras, puertas)
pero sin afectación estructural; dichas escuelas podían
reabrir, clausurando los espacios en rehabilitación. Por
otro lado, 276 requerían de reconstrucción tota, pre-
sentaban daños evidentes en elementos estructurales
(exposición de varillas y agrietamientos superiores al
30 por ciento de los elementos que lo conforman), és-
tas requieren demolición y restitución total. 

Hasta el 2 de noviembre de 2017, al menos 4 mil 677
escuelas de la Ciudad de México, Estado de México,
Guerrero, Hidalgo, Morelos, Puebla y Tlaxcala habían
perdido 30 días de clases. La situación era más grave
en Chiapas y Oaxaca, pues 2,810 planteles habían per-
manecido cerrados por 40 días hábiles. Además, la
SEP informó que cerca de medio millón de alumnos
serían reubicados a través de dos estrategias: 300 mil
a escuelas cercanas y 165 mil a aulas temporales. 
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No obstante que paulatinamente se ha regresado a las
actividades normales en las escuelas que no represen-
tan riesgo para sus comunidades escolares, se mantie-
ne el temor respecto de las condiciones en que se en-
cuentra la infraestructura educativa. 

Además, sí se considera que en el año 2013, el Institu-
to Nacional de Estadística y Geografía Inegi, realizó el
Censo de Escuelas, Maestros y Alumnos de la Educa-
ción Básica y Especial, CEMABE, cuyos resultados
constituyen hasta ahora el diagnóstico más completo1

sobre las condiciones de la infraestructura escolar en
educación preescolar, primaria y secundaria; algunos
resultados que destacan son:

De los 149 mil 645 inmuebles escolares públicos, el
25.3 por ciento se aloja en locales adaptados; el sector
privado tiene a 49.7 por ciento de sus escuelas en lo-
cales adaptados, de un total de 28 mil 184. De los edi-
ficios construidos con fines educativos el 23 por cien-
to no cumple con las especificaciones técnicas de
construcción y de materiales para techos, el 5 por cien-
to con las correspondientes a paredes, y el 67 por cien-
to con las de pisos. 

Los resultados del CEMABE destacan también que el
49 por ciento de los inmuebles tiene al menos un es-
pacio —aulas para impartir clases, talleres, aulas de
cómputo o de medios, laboratorios, oficinas adminis-
trativas, etcétera— con fisuras o cuarteaduras graves
en techos, muros o pisos. Según la percepción de di-
rectores(as), el 43.2 por ciento de los inmuebles tienen
por lo menos un aula de clase con fisuras o cuarteadu-
ras graves en techos, muros o pisos. 

Por otro lado, la Evaluación de Condiciones Básicas
para la Enseñanza y el Aprendizaje (ECEA) del Insti-
tuto Nacional para la Evaluación de la Educación IN-
EE, cuyo propósito es dar cuenta de la situación en la
que operan y funcionan las escuelas del país para que
se cumpla el derecho a la educación, y con ello gene-
rar información útil para la toma de decisiones orien-
tada a la mejora de las condiciones en que operan las
escuelas del país, señala que existen suficientes evi-
dencias sustentadas en el derecho a la educación, en la
normatividad y en la investigación para destacar que la
existencia de un plantel con ciertas características es
importante si se quiere que los estudiantes aprendan en
condiciones de dignidad y seguridad. 

Además de considerar que la Ley General de la In-
fraestructura Física Educativa enfatiza que la infraes-
tructura física educativa del país debe cumplir requisi-
tos de calidad, seguridad, funcionalidad, oportunidad,
equidad, sustentabilidad y pertinencia, entre otros; y
que su diseño debe favorecer los procesos pedagógi-
cos. 

En este ámbito, dicha evaluación definió tres dimen-
siones prioritarias que cada escuela debe cumplir co-
mo parte esencial de derecho a la educación: servicios
básicos en el plantel, espacios escolares suficientes y
accesibles, y condiciones básicas de seguridad e higie-
ne.

Según los resultados del estudio, Evaluación de Con-
diciones Básicas para la Enseñanza y el Aprendizaje
(ECEA) 2014, “Infraestructura, mobiliario y materia-
les de apoyo educativo en las escuelas primarias”, del
INEE señala, entre otras cosas, que en condiciones bá-
sicas relacionadas con la seguridad en la educación
primaria, por el tipo de materiales de construcción (te-
cho, muros, piso y cerco perimetral) solo el 52.6 por
ciento de las escuelas se consideran seguras. 

En dicho estudio se observa que los resultados sobre
las condiciones del inmueble escolar puede notarse la
necesidad de mantenimiento que tienen las escuelas,
pues entre 30 por ciento y poco más de 40 por ciento,
expresa problemas en las instalaciones eléctricas, hi-
dráulicas, barandales y escaleras. Además de proble-
mas en muros, techos y pisos por humedad, grietas,
entre otros, así como vidrios rotos. El 74 por ciento de
las escuelas no cuenta con un plan de protección civil,
según el director; y de las medidas básicas de seguri-
dad las más conocidas por los estudiantes son las rutas
de evacuación (69.7 por ciento) y las áreas de seguri-
dad dentro de la escuela (65.6 por ciento), caso que se
repite en los docentes (63.1 y 64.3 por ciento, respec-
tivamente). 

Por ello es que, dada la importancia que tiene la in-
fraestructura física en el desempeño y desarrollo inte-
gral de los alumnos, es necesario garantizar que ésta
reúna las condiciones de seguridad estructural que ga-
rantice que las labores educativas se realizan en cons-
trucciones seguras para sus comunidades.

La presente iniciativa transforma el actual certificado
considerado en la Ley, mediante el cual se hace cons-
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tar que la Infraestructura Física Educativa cumple con
las especificaciones establecidas; en un Certificado de
Seguridad Estructural que será el documento que ex-
pidan los organismos estatales responsables de la in-
fraestructura física educativa y, en su caso, el Instituto
mediante el cual se hacen constar los aspectos esen-
ciales, el proceso de diseño estructural, construcción,
rehabilitación y reforzamiento de inmuebles e instala-
ciones, destinados al servicio del sistema educativo
nacional, que garantizan una construcción segura, con-
fiable y habitable. 

Ello garantizará que todo establecimiento educativo al
que acudan nuestros hijos deberá ser una construcción
confiable y segura. 

Contar con una infraestructura educativa que no reúna
condiciones de seguridad estructural idóneas para ga-
rantizar la seguridad de su comunidad, ante eventos ta-
les como los pasados sismos, puede conducir a trage-
dias como la ocurrida en el colegio Enrique
Rébsamen, de la delegación Tlalpan en la Ciudad de
México, donde 19 menores de edad, diez niñas y nue-
ve niños, murieron.

La pérdida de vidas humanas acontecida derivada de
los sismos recientes nos obliga a regular los criterios
de habitabilidad de los inmuebles escolares, mejorar
estándares de calidad en sus construcciones y ser rigu-
rosos en la aplicación de medidas precautorias para su
correcta operación. 

Para ello, la presente iniciativa establece la obligación
de que todo inmueble donde se presten servicios edu-
cativos, deberá contar con el Certificado de Seguridad
Estructural para garantizar el cumplimiento de los re-
quisitos de construcción, estructura, condiciones espe-
cíficas o equipamiento, en los términos y las condicio-
nes de la normatividad municipal, estatal y federal
aplicable. 

De fundamental importancia es la obligación de que
los particulares, con autorización o con reconocimien-
to de validez oficial de estudios de muestren en un lu-
gar visible de su inmueble el Certificado de Seguridad
Estructural; y la posibilidad de los usuarios de los ser-
vicios educativos para verificar los documentos que
acrediten que la infraestructura educativa cumple los
elementos de calidad técnica y seguridad estructural. 

La presente iniciativa motiva la prevención de desas-
tres naturales a los que estamos expuestos en el terri-
torio nacional, con la premisa de fortalecer las medi-
das de resiliencia y generar certeza a los padres de
familia que los menores desarrollan sus actividades en
inmuebles seguros y certificados para su correcto fun-
cionamiento. 

Se propone que la certificación de seguridad estructu-
ral de la infraestructura educativa la realice el Institu-
to y las entidades federativas, a través de sus organis-
mos responsables de la infraestructura física
educativa, conforme a los lineamientos de esta Ley. 

Además que para obtener la certificación de seguridad
estructural, los interesados deberán reunir los requisi-
tos que se señalen en los programas y lineamientos ge-
nerales que expida el Instituto y el reglamento de esta
Ley; además de las disposiciones de la Ley de Desa-
rrollo Urbano de cada entidad; del reglamento de
construcción local y de sus normas técnicas comple-
mentarias y demás disposiciones jurídicas y adminis-
trativas aplicables. 

Se establece que los Certificados de Seguridad Estruc-
tural, tendrán una vigencia máxima de 5 años, al tér-
mino de los cuales deberá renovarse. 

Finalmente, el Instituto tendrá deberá establecer y
mantener actualizado un registro público de Certifica-
dos de Seguridad Estructural, de manera que cualquier
persona en cualquier momento pueda consultar dicho
registro para conocer si el inmueble educativo cuenta
con el certificado que garantice su seguridad estructu-
ral. 

Por lo expuesto y fundado, solicito a esta honorable
Cámara de Diputados, se sirva discutir y en su caso
aprobar, la presente iniciativa con proyecto de decreto
que reforma y adiciona la Ley General de la Infraes-
tructura Física Educativa. 

Único. Se reforman la fracción II del artículo 3; el pri-
mer y último párrafos del artículo 9; el artículo 13; el
primer y segundo párrafos del artículo 14, el primer
párrafo del artículo 16; el inciso i) de la fracción IV del
artículo 19; y se adiciona un inciso j) a la fracción IV
del artículo 19, todos de la Ley General de la Infraes-
tructura Física Educativa, para quedar como sigue: 
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Artículo 3. Para los efectos de esta ley se entenderá
por: 

I. … 

II. Certificado de Seguridad Estructural: El docu-
mento que expidan los organismos estatales respon-
sables de la infraestructura física educativa y, en su
caso, el Instituto mediante el cual se hacen constar
los aspectos esenciales, el proceso de diseño es-
tructural, construcción, rehabilitación y reforza-
miento de inmuebles e instalaciones, destinados
al servicio del sistema educativo nacional, que
garantizan una construcción segura, confiable y
habitable. 

Artículo 9. Para que en un inmueble puedan prestarse
servicios educativos, deberán obtenerse las licencias,
avisos de funcionamiento y, el Certificado de Seguri-
dad Estructural para garantizar el cumplimiento de
los requisitos de construcción, estructura, condiciones
específicas o equipamiento que sean obligatorios para
cada tipo de obra, en los términos y las condiciones de
la normatividad municipal, estatal y federal aplicable. 

… 

Los particulares con autorización o con reconoci-
miento de validez oficial de estudios tienen la obli-
gación de mostrar en un lugar visible del inmueble
el Certificado de Seguridad Estructural. Los usua-
rios de los servicios educativos podrán solicitar y ve-
rificar los documentos que acrediten que la INFE
cumple los elementos de calidad técnica y seguridad
estructural. 

Artículo 13. La certificación de la calidad y de segu-
ridad estructural de la INFE la llevarán a cabo el Ins-
tituto y las entidades federativas, a través de sus orga-
nismos responsables de la infraestructura física
educativa, conforme a los lineamientos de esta ley.

Artículo 14. Para obtener la certificación de la calidad
y de seguridad estructural de la INFE, los interesa-
dos deberán reunir los requisitos que se señalen en los
programas y lineamientos generales que expida el Ins-
tituto y el reglamento de esta Ley para cada rubro, de
acuerdo con el tipo de establecimiento educativo de
que se trate; además de las disposiciones de la Ley
de Desarrollo Urbano de cada entidad; del regla-

mento de construcción local y de sus normas técni-
cas complementarias y demás disposiciones jurídi-
cas y administrativas aplicables.

Los distintos tipos de certificados y su vigencia serán
especificados en el reglamento. En el caso de los Cer-
tificados de Seguridad Estructural, tendrán una vi-
gencia máxima de 5 años o menos si la estructura
fue expuesta a un evento extraordinario, como es el
caso de un sismo o algún otro fenómeno que pudie-
re afectar la infraestructura educativa; al término
de la cual deberá renovarse. 

Artículo 16. El objetivo del Instituto es fungir como
un organismo con capacidad normativa, de consulto-
ría y certificación de la calidad y de seguridad es-
tructural de la infraestructura física educativa del
país y de construcción, en términos de esta Ley, su
reglamento y demás disposiciones aplicables, y des-
empeñarse como una instancia asesora en materia de
prevención y atención de daños ocasionados por de-
sastres naturales, tecnológicos o humanos en el sec-
tor educativo. 

… 

… 

Artículo 19. Son atribuciones del Instituto las siguien-
tes:

I. a III. … 

IV. El Instituto tendrá las siguientes atribuciones en
materia de certificación de la INFE: 

a) a h)… 

i) Certificar la calidad y de seguridad estructu-
ral de la INFE en la Ciudad de México, en las
entidades federativas en el caso de instituciones
de carácter federal o cuando así se convenga con
las autoridades estatales; 

j) Establecer y mantener actualizado un re-
gistro público de Certificados de Seguridad
Estructural. 

… 
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Transitorios

Primero. El presente decreto entrará en vigor al si-
guiente día de su publicación en el Diario Oficial de la
Federación. 

Segundo. El Ejecutivo federal realizará las adecuacio-
nes reglamentarias y programáticas correspondientes,
dentro de los 180 días posteriores a la entrada en vigor
del presente decreto. 

Nota

1 En tres entidades el porcentaje de centros de trabajo no censados

es mayor al 40 por ciento del total: Michoacán (53 por ciento),

Chiapas (50.1 por ciento) y Oaxaca (44.1 por ciento). En el resto

de estados este porcentaje es de 0.7 por ciento.

Dado en el Palacio Legislativo de San Lázaro, 
a 14 de diciembre de 2017.

Diputado Héctor Barrera Marmolejo (rúbrica)

QUE REFORMA Y ADICIONA DIVERSAS DISPOSICIONES A LA

LEY GENERAL DE SALUD, A CARGO DEL DIPUTADO ELÍAS

OCTAVIO ÍÑIGUEZ MEJÍA, DEL GRUPO PARLAMENTARIO

DEL PAN

El suscrito Elías Octavio Íñiguez Mejía, Diputado a la
LXIII Legislatura del Honorable Congreso de la
Unión, integrante del Grupo Parlamentario del Partido
Acción Nacional, con fundamento en lo dispuesto por
los artículos 71, fracción II, y 72 de la Constitución
Política de los Estados Unidos Mexicanos, 6º, fracción
I, 77, 78 y demás relativos del Reglamento de la Cá-

mara de Diputados del H. Congreso de la Unión, so-
meto a la consideración de esta Honorable Asamblea,
la presente Iniciativa con proyecto de Decreto por el
que se adicionan diversas disposiciones a la Ley Ge-
neral de Salud, al tenor de la siguiente:

Exposición de Motivos

Las fórmulas para regímenes dietéticos especiales y
las fórmulas para fines médicos especiales tienen un
potencial inexplorado en nuestro país en el ámbito de
la atención y prevención de la salud.

La ingesta de las fórmulas para regímenes dietéticos
especiales, ya sea que se consuman como parte de una
dieta integral o como única fuente de alimentación en
caso de que la persona tenga condiciones fisiológicas
particulares, tiene grandes beneficios incluyendo la
prevención de enfermedades asociadas a la malnutri-
ción. En el caso de las fórmulas para fines médicos es-
peciales, éstas permiten cubrir parcial o totalmente las
necesidades nutricionales y metabólicas cuando se es-
tá en presencia de enfermedades graves y crónicas co-
mo cáncer, insuficiencia renal, EPOC, pancreatitis
aguda, traumatismos, etc.

Dichas fórmulas se consumen oralmente o, si es nece-
sario, pueden suministrarse vía enteral, es decir, en al-
gún punto del sistema digestivo distal a la boca me-
diante el uso de una sonda.

A nivel internacional y en la literatura también son co-
nocidos de manera genérica como “ONS – Oral Nutri-
tional Supplements” (complementos orales nutriciona-
les) y se clasifican en:

• Estándares: su composición cubre los requeri-
mientos nutrimentales de la población general en
cuanto a energía, proteína y necesidades de micro-
nutrientes, siendo en su mayoría completos.

• Específicos: son diseñados para cubrir demandas
nutricionales y metabólicas específicas en pacientes
con enfermedades como diabetes, úlceras de pre-
sión, cirrosis, falla renal, cáncer, EPOC, pancreati-
tis aguda, traumatismo cerebral, inflamación u obe-
sidad mórbida, etc. Se les conoce también como
alimentos médicos, alimentos con fines médicos o
alimentos para uso médico especial.
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Figura 1. Clasificación de los oral nutritional supplements.

Cabe señalar que el uso de fórmulas para regímenes
dietéticos especiales y para fines médicos especiales
es una práctica mundialmente avalada por organismos
expertos de alto nivel como la ASPEN y la ESPEN, 1

los cuales elaboran lineamientos, guías y mejores
prácticas bajo estrictos estudios científicos, pruebas
experimentales controladas, el escrutinio, opinión y
consenso de los expertos a nivel mundial, de manera
que el bagaje aportado por tales organismos es vital
para la industria, practicantes y tomadores de decisión
de política pública.

Es importante señalar que esta categoría de productos
es distinta y no debe confundirse con los “Suplemen-
tos Alimenticios”, ya que éstos únicamente se usan pa-
ra incrementar la ingesta dietética total de ciertos com-
ponentes o nutrimentos y los “ONS” son
formulaciones con una composición nutrimental com-
pleta.

I. Fórmulas para regímenes dietéticos especiales

Las fórmulas para regímenes dietéticos especiales son
una categoría de alimentos que a nivel internacional se
encuentran reconocidas y reguladas por la norma Co-
dex Stan 146-1985 “Norma General para el Etiqueta-
do y Declaración de Propiedades de Alimentos Preen-
vasados para Regímenes Especiales”, que forma parte
del Codex Alimentarius emitido por la Organización
Mundial de la Salud (OMS).

Dicha norma los define como “los alimentos elabora-
dos o preparados especialmente para satisfacer necesi-
dades particulares de alimentación determinadas por

condiciones físicas o fisiológicas particulares y/o en-
fermedades o trastornos específicos y que se presenten
como tales”. Asimismo, dispone que su composición
debe ser fundamentalmente diferente de la composi-
ción de los alimentos ordinarios de naturaleza análoga,
en caso de que existan.

Estos alimentos coadyuvan en la nutrición en personas
sanas, es decir, principalmente sirven como un apoyo
nutricional en situaciones de estrés, de ingesta nutri-
mental inadecuada o insuficiente, malnutrición, dietas
específicas para prevención de enfermedades o como
parte de un régimen alimenticio con restricciones, pe-
riodos de anorexia en infantes, entre otros, y sin ser la
única dieta pueden cubrir los déficits diarios ayudando
a prevenir o reduciendo el riesgo de problemas de mal-
nutrición o desnutrición.

Las fórmulas para regímenes dietéticos especiales se
diseñan con el contenido apropiado y balanceado de
micro y macronutrientes según las recomendaciones
de ingesta diaria, por lo que contribuyen al equilibrio
nutricional, al mantenimiento de un estado nutricional
adecuado, ayudan a mantener la capacidad de respues-
ta inmunológica de los organismos, entre muchos
otros beneficios.

Asimismo, con los “ONS” completos específicos es
posible mejorar la alimentación de quienes se encuen-
tran en riesgo o ya tienen algún padecimiento crónico,
como las fórmulas específicas para diabetes tipo 2, que
tienen bajo contenido de carbohidratos y mayor pro-
porción de carbohidratos complejos de lenta digestión
que reducen los picos de glucosa en la sangre, lo que
les ha valido el aval de ESPEN 2 para formar parte del
apoyo nutricional terapéutico de personas obesas o
con diabetes (Barazzoni, R., Deutz N.E.P., Biolo G., et
al. 2017:358), pues si se combinan con una dieta ajus-
tada y ejercicio, pueden mejorar considerablemente la
calidad de vida de las personas con estos padecimien-
tos.

Para este tipo de “ONS” no se requiere una prescrip-
ción médica, pueden ser utilizados por los consumido-
res de acuerdo con las recomendaciones del fabricante
y bajo su propia iniciativa y responsabilidad, con una
finalidad de apoyo nutricional para prevenir o mante-
ner un estado nutricional adecuado, ya que su uso,
condiciones y cantidades que se recomienda consumir
son seguras para el consumidor, y no conllevan riesgos
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sanitarios. Estos productos, se pueden adquirir en
cualquier tipo de establecimiento y es por ello que la
recomendación de uso se centra en el etiquetado, el
cual incluye la vía de administración, instrucciones y
el modo de empleo todo lo cual debe ser expresado de
manera comprensible para el consumidor.

Cabe señalar que las fórmulas para regímenes dietéti-
cos especiales o complementos orales nutricionales de
tipo estándar, tienen un potencial poco visualizado, tan-
to por sus efectos como un auxiliar en la reducción del
riesgo de contraer enfermedades asociadas a la malnu-
trición, como por ser coadyuvantes terapéuticos que
permiten a las personas lograr una recuperación más
rápida, reducir probabilidades de reingreso hospitala-
rio, reducir morbilidad, disminuir el riesgo de infeccio-
nes posquirúrgicas, entre un sinnúmero de ventajas que
al analizarse a nivel macroeconómico, reflejan impac-
tos de reducción en la carga económica de los sistemas
de salud, fundamentalmente de los fondeados total o
parcialmente a partir de recursos fiscales.

Existe una buena cantidad de estudios científicos y
económicos con evidencia estadísticamente significa-
tiva del costo-beneficio y de la reducción de los costos
de atención cuando a personas hospitalizadas se les
acompaña en forma oportuna con ONS estándares co-
mo medida de apoyo nutricional. Los estudios se hi-
cieron con personas hospitalizadas porque eso facilita
hacer experimentos aleatorios controlados, en los que
tanto la población de control como la de tratamiento
están en un solo lugar y se pueden monitorear; pero
también se hacen en personas hospitalizadas porque si
los ONS tienen impactos positivos en personas que se
encuentran en una cama de hospital, con mayor razón
tendrán beneficios en personas que no lo están, pero
que tienen riesgos de desnutrición o están mal nutri-
dos. Esto resulta de particular relevancia en programas
o iniciativas que busquen prevenir la aparición de fac-
tores de riesgos en poblaciones propensas o expuestas
a condiciones que resulten en padecimientos o enfer-
medades no transmisibles en la comunidad, es decir,
como un factor preventivo antes de la aparición de
cualquier síntoma que requiera un tratamiento más ri-
guroso o que involucre seguimiento médico.

Los principales estudios de impacto económico com-
pilados por el HEOR, 3 muestran que dar apoyo nutri-
cional con “ONS” estándar a enfermos de distinto per-
fil mejora su recuperación, además de que se reducen

los costos unitarios de atención hospitalaria y de trata-
mientos por:

• La reducción en los días de hospitalización

• La reducción en los reingresos a hospitalización
en términos absolutos, y también como reducción
de la probabilidad de reingreso al hospital

• La disminución de la mortalidad o aumento de la
sobrevivencia a un costo marginal muy bajo

Por ejemplo, el estudio de Sriram K., S. Sulo, Sum-
merfeit W.T. et al. (2016) que se realizó en cuatro hos-
pitales con 1,269 pacientes con diagnóstico de malnu-
trición, evaluados entre 2013 y 2014, de los cuales 769
recibieron un apoyo nutricional básico con “ONS” es-
tándar 4 y 500 pacientes recibieron un apoyo nutricio-
nal mejorado con “ONS” estándar, mostró que en
comparación con la línea base de 20% de readmisio-
nes hospitalarias, en una medición de un periodo de
treinta días, la readmisión de pacientes con “ONS” es-
tándar bajó 19%, y quienes recibieron “ONS” mejora-
dos disminuyeron el reingreso al hospital en 22%. Adi-
cionalmente, se redujeron los días de hospitalización
en 11.7% en los pacientes que recibieron estas fórmu-
las como un apoyo nutricional. La investigación de
Summerfeit WT., Sulo S., Partridge J. et al. (2016), fo-
calizada en la nutrición oral suplementaria en pacien-
tes adultos previamente evaluados con un estatus nu-
tricional bajo, tuvo los mismos resultados que el
estudio anteriormente señalado. Los pacientes evalua-
dos entre 2014 y 2015 que recibieron “ONS” reduje-
ron los tiempos de hospitalización en 1.8 días, pasan-
do de 7.2 a 5.4, comparados con los registros
históricos del hospital. 

Por su parte, el estudio de Análisis Costo-Beneficio de
Sulo S., Goates S., Partridge J. et al (2016) en cuatro
hospitales del Advocate Health Care –el sistema de sa-
lud más grande de EUA, ubicado en Illinois– en el
cual se les suministró apoyo nutricional oral suple-
mentario básico a 769 pacientes y apoyo nutricional
oral mejorado a 500 pacientes sobre una base de read-
misiones de treinta días, evidenció el mismo impacto
en reducción de las readmisiones hospitalarias y días
de hospitalización, resaltando la cuantificación econó-
mica pues entre los pacientes con apoyo nutricional
mejorado, el ahorro por la reducción de readmisiones
fue de 714 dólares por paciente, en tanto que para los
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que recibieron apoyo nutricional oral básico, el ahorro
fue de 613 dólares por paciente. 

En el caso de un perfil de adultos mayores de 65 años
hospitalizados y con riesgos de malnutrición, el im-
pacto de proveer apoyo nutricional (ONS estándar)
quedó documentado en Sriram K., Sulo S., Summer-
feit WT. et al. (2016), en donde la tasa de readmisio-
nes absoluta cayó 4.2% y los días de hospitalización
bajaron en 1.1. De igual forma, el experimento NOU-
RISH en adultos mayores de Zhong Y., Cohen JT., Go-
ates S. et al. (2016), en donde al grupo de pacientes re-
cibió apoyo oral de alimentos enterales rica en
proteínas y HMB, 5 además de su consumo durante
noventa días posteriores al egreso hospitalario. Dentro
de los resultados, se encontró que además de disminuir
el reingreso hospitalario se redujeron las tasas de mor-
talidad posteriores al egreso hospitalario, o bien, que
la sobrevivencia de estos pacientes aumentó 0.71 años
en el grupo de tratamiento vis-à-vis el grupo de con-
trol, con un costo marginal de $873 dólares 6 por per-
sona, es decir, el estudio muestra que la sobrevivencia
de pacientes y el ahorro en reingresos hospitalarios so-
brecompensa el costo marginal de proveer apoyo nu-
tricional con “ONS”. Los mismos resultados en reduc-
ción de reingreso hospitalario y menos días de
hospitalización se observaron en estudios con “ONS”
suministrados a pacientes con EPOC, según Snider,
JT., Jena A.B., Linthicum M.T. et al. (2015) y diabetes
tipo 2, de acuerdo con Han Y-Y., Lai S-R.m Partridge
J. et al. (2016). 

Por otro lado, el estudio de Elia, M. (2009) recopila re-
sultados en el sentido inverso, esto es, cómo el costo
de no hacer nada en materia de nutrición) en pacientes
con alto riesgo de desnutrición, es siempre mayor en
comparación con pacientes con bajo riesgo de malnu-
trición. Por ejemplo, en hospitales de Pensilvania se
analizaron 771 pacientes, el costo de atención de aque-
llos con problemas de nutrición se elevó 67%. En hos-
pitales de Ohio, el costo de atención fue 36% mayor.
En Illinois, el costo se eleva 62% en pacientes con más
de siete días de hospitalización. Evidencia similar
existe para el Reino Unido, en donde el uso de la he-
rramienta MUST (Malnutrition Universal Screening

Tool) permite identificar pacientes con problemas de
nutrición, entre los cuales, el costo de atención hospi-
talaria fue 40% mayor, debido a que el padecimiento
se agrava cuando encuentra un organismo debilitado y
con menos capacidad inmunológica, haciendo más

lenta la recuperación y aumentando la demanda de
cuidado de personal (médicos y enfermeras), así como
recursos materiales (uso de cama de hospital y medi-
camentos), lo que hace crecer el costo de atención por
paciente y hace mucho más fuerte la carga fiscal en
sistemas de salud fondeados parcial o totalmente con
recursos públicos.

En el mismo sentido, el estudio de Snider JT., Linthi-
cum MT., Wu Y., et al. (2014) muestra que el costo de
la morbilidad asociada a la mala nutrición en los EUA
asciende a 122,600 millones de dólares, con costos
médicos directos de 9,500 millones de dólares e incre-
mento en la mortalidad.

II. fórmulas para fines médicos especiales

Las fórmulas para fines médicos especiales son una
categoría de alimentos que a nivel internacional se en-
cuentran reconocidas y reguladas por la norma Codex
Stan 180-1991 “Norma para el Etiquetado y la Decla-
ración de Propiedades de los Alimentos Fines Medici-
nales Especiales”, que forma parte del Codex Alimen-
tarius emitido por la OMS.

Conforme a dicha norma se encuentran definidos co-
mo “una categoría de alimentos para regímenes espe-
ciales, elaborados o formulados especialmente y pre-
sentados para el tratamiento dietético de pacientes,
que deberán utilizarse exclusivamente bajo supervi-
sión médica. Se destinan a la alimentación exclusiva o
parcial de pacientes con capacidad limitada o deterio-
rada para tomar, digerir, absorber o metabolizar ali-
mentos ordinarios o ciertos nutrientes contenidos en
ellos o que tienen necesidad de otros nutrientes espe-
ciales contenidos en ellos o que tienen necesidad de
otros nutrientes especiales determinados medicinal-
mente, y cuyo tratamiento alimentario no puede reali-
zarse sólo por la modificación de la dieta normal, por
otros alimentos para regímenes especiales o por la
combinación de ambas cosas”.

Los alimentos para fines médicos especiales 7 según la
denominación en la Unión Europea, o alimentos médi-

cos si apelamos a la denominación de la FDA, están
formulados o elaborados especialmente para el trata-
miento dietético de pacientes con una enfermedad o
condición física que demanda requerimientos nutricio-
nales específicos y se suministran bajo supervisión
médica.
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Así, tanto para la Directiva de la Unión Europea como
para la FDA, el Códex Alimentario y la regulación en
países como Chile o Argentina (Directiva 1999/21/CE,
1999), (FDA 2013), (Administración Nacional de Me-
dicamentos, Alimentos y Tecnología Médica, 1999)
los alimentos o fórmulas para Fines Médicos Especia-
les son los que: 

• Se destinan a pacientes con una enfermedad, des-
orden o condición médica tal, que tienen dificultad,
están imposibilitados o limitados en su capacidad
para ingerir, digerir, absorber, metabolizar o excre-
tar alimentos comunes, además de algunos de los
nutrientes contenidos en estos o metabolitos, de tal
manera que su dieta no puede ser lograda a partir de
la modificación de una dieta normal.

• Se destinan a pacientes con requerimientos nutri-
cionales específicos determinados por un médico,
derivados de la enfermedad, desorden o condición
médica, tal que no pueden ser ni razonable, ni rea-
listamente, satisfechos a partir de una dieta con ali-
mentos ordinarios, ni siquiera si son fortificados o
complementados con suplementos alimenticios.

• Son destinados a pacientes para quienes sería ries-
goso sólo consumir alimentos comunes, aun si están
fortificados o complementados con suplementos
alimenticios, por el riesgo de causar una desventaja
mayor en la condición clínica o nutricional del pa-
ciente.

• Proveen un soporte nutricional especialmente mo-
dificado para el manejo de las necesidades nutricio-
nales determinadas por evaluación del médico, que
derivan de una enfermedad, desorden o condición
médica.

• Se utilizan bajo supervisión médica.

Las fórmulas para fines médicos especiales tienen un
grado de especialización tal, que existe el diseño ex-
clusivo según el padecimiento, por ejemplo, si se trata
de falla pulmonar, las guías de nutrición enteral reco-
miendan formulaciones con alto contenido de grasa y
bajas en carbohidratos, diseñadas para manipular el
coeficiente respiratorio y reducir la producción de dió-
xido de carbono, pero no para pacientes con falla res-
piratoria aguda, para quienes se recomienda el uso de
fórmulas enterales de fluido restringido y alta densi-

dad energética, además de requerir monitoreo de fos-
fato sérico y su reemplazo cuando se requiera. O bien,
en pacientes con falla renal aguda se administra una
dieta enteral estándar con proteína y energía. Sin em-
bargo, si se observan anormalidades electrolíticas, se
recomienda una fórmula especialmente diseñada para
falla renal con un perfil electrolítico ajustado. Si se tra-
ta de pacientes que reciben hemodiálisis frecuente, se
recomienda incrementar la proteína como medida pa-
ra retardar la necesidad de una nueva diálisis.

Existen formulaciones diseñadas para atender pacien-
tes que padecen desórdenes innatos del metabolismo,
fallas hepáticas o pancreatitis aguda. En éste último
caso, la práctica recomienda una nutrición enteral po-
limérica y el uso de probióticos. Se diseñan alimentos
médicos también para enfermos de cáncer, fibrosis
quística o se puede adaptar en casos de traumatismo,
lesiones cerebrales traumáticas, cirugía de abdomen
abierto, sepsis, recuperación post-operatoria de cirugí-
as mayores, enfermos crónicos en estados críticos pa-
ra quienes se proveen terapias con alta proteína, para
los casos de obesidad mórbida o de inflamación exce-
siva. Para estos últimos, se diseñan alimentos hipoca-
lóricos que mantengan la masa muscular, al tiempo
que se mueva la grasa adiposa y se reduzcan los ries-
gos de complicaciones metabólicas; o bien, existen los
que se diseñan para enfermos en fase terminal a quie-
nes se les provee alimentación artificial e hidratación.

Es importante señalar que en algunos casos represen-
tan la única fuente de alimentación de pacientes con
trastornos específicos como los innatos del metabolis-
mo, por lo que las personas prácticamente están obli-
gadas a tomarlos.

III. Regulación en otros países

Como se mencionó anteriormente, tanto las fórmulas
para regímenes dietéticos especiales, como las fórmu-
las para fines médicos especiales, son dos categorías de
alimentos que se encuentran reconocidos y regulados
en el Codex Alimentarius, así como en diversos países.

Cabe mencionar que en los países que cuentan con re-
gulación en esta materia, se clasifican bajo el rubro de
“alimentos”, en consecuencia, por lo general no re-
quieren de una autorización sanitaria y el etiquetado,
leyendas, declaraciones de beneficios y publicidad son
los mismos que para los alimentos.
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En los Estados Unidos de América (EUA), tanto las
fórmulas para regímenes dietéticos especiales como
para fines médicos especiales, reciben el tratamiento
de “alimentos” y quedan incluidas en la categoría de
productos conocida como “Medical Foods”. Cabe
aclarar que si bien también existe la categoría “Foods
for Special Dietary Uses” (FSDU), en ésta se incluyen
únicamente a los alimentos modificados en su compo-
sición, por lo que no corresponde con las fórmulas ma-
teria de la presente propuesta.

Estos productos se definen como un “alimento formu-
lado para ser consumido o administrado exclusiva-
mente bajo supervisión de un médico, para ser utiliza-
do en una dieta específica por una enfermedad o
condición según la cual se tienen requerimientos nu-
tricionales distintivos basados en el reconocimiento de
principios científicos y establecidos bajo evaluación
médica” (sección 5(b)(3) del Orphan Drug Act).

El elemento distintivo de los “Medical Foods” es que
son especialmente formulados y procesados para un
paciente que necesita el producto como componente
principal de su régimen de alimentación, a consecuen-
cia de su enfermedad o de su necesidad dietética espe-
cífica.

Como lo señala la propia “Food and Drug Administra-
tion” en los Estados Unidos (FDA): “medical foods

are foods and therefore, their labeling must comply

with all food labeling requirements except for those

specific requirements from which medical foods are

exempt” (FDA, 2013). En ese sentido, se pueden co-
mercializar libremente, es decir, no requieren de una
autorización o registro sanitario por parte de la FDA.

En el caso de Chile, el Código Sanitario reconoce a la
categoría de “Alimentos para Regímenes Especiales”,
la cual es definida en el Artículo 102 del Código Sani-
tario como “aquellos productos o preparados destina-
dos al consumo humano con fines particulares de nu-
trición, utilizados en el tratamiento de determinadas
patologías o condiciones de salud, que requieran de
modalidades de administración no parenteral, tales co-
mo la vía oral u otras, y de supervigilancia especial por
persona del área de la salud”. Asimismo, el Artículo
488 del “Reglamento Sanitario de los Alimentos” es-
tablece que son “aquellos elaborados o preparados, es-
pecialmente, para satisfacer necesidades fisiológicas o
fisiopatológicas, particulares de nutrición”.

En el caso de los “Alimentos para Uso Médico o Me-
dicinal”, se establece que son una subcategoría de la
de “Alimentos para Regímenes Especiales” y los defi-
ne como alimentos “formulados, elaborados y presen-
tados especialmente para el tratamiento dietético ex-
clusivo o parcial de pacientes, y que deberán utilizarse
bajo la supervisión de un profesional de la salud” (Art.
514 del Reglamento).

En ambos casos, se les da el tratamiento de alimentos,
por lo que las reglas de etiquetado se rigen por las dis-
posiciones relativas del apartado de alimentos.

En el caso de Europa, el 25 de marzo de 1999 la Co-
misión de las Comunidades Europeas emitió la Direc-
tiva 1999/21/ CE, la cual establece los requisitos de
composición y etiquetados de los “Alimentos Dietéti-
cos destinados a Usos Médicos Especiales”, los cuales
son definidas como los “alimentos destinados a una

alimentación especial que han sido elaborados o for-

mulados especialmente para el tratamiento dietético

de pacientes bajo supervisión médica. Estos alimentos

están destinados a satisfacer total o parcialmente las

necesidades alimenticias de los pacientes cuya capa-

cidad para ingerir, digerir, absorber, metabolizar o ex-

cretar alimentos normales o determinados nutrientes

de los mismos o metabolitos sea limitada, o deficiente,

o esté alterada, o bien que necesiten otros nutrientes

determinados clínicamente, cuyo tratamiento dietético

no pueda efectuarse únicamente modificando la dieta

normal, con otros alimentos destinados a una alimen-

tación especial, o mediante ambas cosas”.

IV. Objeto de la propuesta de reforma a la Ley Ge-
neral de Salud

En nuestro país actualmente las “fórmulas para regí-
menes dietéticos especiales” y las “fórmulas para fines
médicos especiales” no tienen una regulación específi-
ca, toda vez que la Ley General de Salud no prevé una
categoría especial para estos productos. Cabe mencio-
nar que, para efectos de regulación sanitaria, hasta el
año 2000 se consideraron “suplementos alimenticios”
(artículo 215, fracción V) y, posterior a esa fecha, se les
ha dado el tratamiento de insumos para la salud, sin que
se haya modificado la Ley, es decir, se trata de un cri-
terio administrativo (quedando incluidos en el Artículo
171 del Reglamento de Insumos para la Salud, el cual
establece los requisitos para el registro sanitario de las
“fórmulas para alimentación enteral especializada”).
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Lo anterior ha dejado a los fabricantes y comercializa-
dores de estas fórmulas en un estado de incertidumbre
jurídica, ya que al no existir regulación específica pa-
ra ellos, no está claro si estos productos en particular
requieren de una autorización sanitaria, ni las disposi-
ciones que determinen la forma en que pueden ser co-
mercializados y publicitados.

Es importante señalar que si bien se trata de una cate-
goría de alimentos, no se trata de alimentos ordinarios
e identificados inequívocamente como tales, ni de pro-
ductos alimenticios procesados como los lácteos o los
productos a base de cereales, de manera que por sus
características, usos, beneficios e impactos económi-
cos requieren de un universo regulatorio propio. Asi-
mismo, debido a la forma en que son comercializados
(presentados al público) y a la concentración de sus in-
gredientes, no pueden ser considerados como un me-
dicamento en términos de lo dispuesto por el artículo
221, fracción I, ya que además no cumplen una fun-
ción terapéutica.

La frontera de posibilidades en México en términos
del impacto en la reducción de riesgo de enfermedades
por mala nutrición, la morbilidad y los costos de pa-
cientes con enfermedades crónico-degenerativas, está
lejos de ser aprovechada, en gran medida porque la re-
gulación limita el despliegue masivo del conocimien-
to científico acumulado en estos productos y como
consecuencia, restringe su utilización. Al mismo tiem-
po, es difícil incorporar la innovación en alimentación
con fines especiales debido a la ambigüedad en la que
debe actuar la autoridad en términos de su etiquetado,
reglas sobre publicidad, etc.

En ese sentido, la autoridad sanitaria no tiene el mar-
co legal que le permita distinguir entre suplementos
alimenticios, fórmulas para regímenes dietéticos espe-
ciales, fórmulas para fines médicos especiales y medi-
camentos; por lo tanto, el registro, el etiquetado, las
normas para la comercialización se vuelven un terreno
difuso, sujeto a interpretaciones que pueden ser opues-
tas en diferentes momentos del tiempo o según la es-
pecialidad de quien tome el caso y que tienden a la
aplicación de criterios consistentes con productos o in-
sumos con un nivel de riesgo sanitario determinado,
que de ninguna manera refleja el perfil de seguridad de
estos productos y, por el contrario, los sujeta a un es-
crutinio y medidas de control sanitario desproporcio-
nados en relación con su naturaleza, características,

propiedades y usos, lo que genera una asimetría en las
condiciones de estos productos en México con respec-
to a otros mercados internacionales, causando una cla-
ra desventaja competitiva para los fabricantes y co-
mercializadores de los mismos respecto a otros
mercados.

Por ello, consideramos necesario reformar la Ley Ge-
neral de Salud con el objeto de reconocer las categorí-
as de fórmulas para regímenes dietéticos especiales y
fórmulas para fines médicos especiales, las cuales se
definen en los siguientes términos:

“fórmulas para regímenes dietéticos especiales”:
Preparaciones formuladas a partir de la mezcla de
componentes o nutrimentos aislados diseñadas es-
pecialmente para ayudar a restablecer, mejorar o
mantener el estado nutricional o para satisfacer to-
tal o parcialmente las necesidades nutricionales par-
ticulares del organismo, determinadas por condicio-
nes de ingesta nutrimental inadecuada o
insuficiente o por condiciones fisiológicas especia-
les o particulares.

“fórmulas para fines médicos especiales”: Prepara-
ciones elaboradas especialmente para el tratamiento
dietético de pacientes, que están destinadas a satis-
facer total o parcialmente las necesidades nutricio-
nales en los casos en que exista una capacidad limi-
tada o deteriorada para ingerir, digerir, absorber,
metabolizar o excretar alimentos ordinarios, nutrien-
tes contenidos en éstos, o que exista la necesidad de
otros nutrientes determinados clínicamente, cuyo
tratamiento dietético no pueda efectuarse modifican-
do la dieta o mediante la ingesta de alimentos o fór-
mulas para regímenes dietéticos especiales.

Dichas definiciones se ajustan y toman como base las
definiciones que establece el Codex Alimentarius, par-
ticularmente las normas Codex Stan 146-1985 “Nor-
ma General para el Etiquetado y Declaración de Pro-
piedades de Alimentos Preenvasados para Regímenes
Especiales” y Codex Stan 180-1991 “Norma para el
Etiquetado y la Declaración de Propiedades de los Ali-
mentos Fines Medicinales Especiales”.

Asimismo, se propone incluir una clasificación basada
en la formulación o composición nutrimental en lugar
de una basada en la complejidad de los nutrimentos, ya
que para efectos de la información que debe conocer el
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consumidor es de mayor utilidad. En ese sentido, se
propone clasificarlos en:

- Completos con formulación estándar o normal de
macronutrientes que pueden constituir la única
fuente de alimento o una fuente de nutrición com-
plementaria para las personas a las que van destina-
dos.

- Completos con formulación de nutrimentos espe-
cíficos adaptada para determinadas condiciones fí-
sicas o fisiológicas, enfermedades, trastornos o
afecciones, que al consumirse de acuerdo con las
instrucciones del fabricante, pueden constituir la
única fuente de alimento o una fuente de nutrición
suplementaria para las personas a quienes están
destinados.

- Incompletos con formulación normal o una for-
mulación de nutrimentos específica adaptada para
determinadas condiciones físicas o fisiológicas, en-
fermedades, trastornos o afecciones que no son ade-
cuados para servir de alimento exclusivo.

Finalmente, se propone establecer de manera clara que
estos productos requerirán de una autorización sanita-
ria y que su composición deberá estar basada en prin-
cipios médicos y nutricionales aceptados, científica-
mente reconocidos o consensuados
internacionalmente, deberán satisfacer las necesidades
particulares de nutrición que indique el productor y
que el proceso, especificaciones y etiquetados deberá
realizarse con base en la norma oficial mexicana que
para tal efecto emita la Secretaría de Salud.

Con esto, se brindará certidumbre jurídica a los fabri-
cantes, comercializadores, a la autoridad sanitaria y,
sobre todo, al consumidor, de las disposiciones que de-
ben cumplir estos productos y se garantizará su segu-
ridad.

En razón de lo anteriormente expuesto, someto a la
consideración de esta soberanía, la siguiente iniciativa
con proyecto de

Decreto por el que se adicionan y reforman diver-
sas disposiciones a la Ley General de Salud

Artículo Único. Se adiciona una fracción I Bis al artí-
culo 194, se reforma el artículo 194 Bis, se adiciona un

“Capítulo VIII Bis” al Título Décimo Segundo a ser
denominado “Fórmulas para Regímenes Dietéticos
Especiales y Fórmulas para Fines Médicos Especia-
les”, así como los artículos 268 Bis 2, 268 Bis 3 y 268
Bis 4, y se reforma el artículo 376, todos de la Ley Ge-
neral de Salud, para quedar como sigue:

Artículo 194. …

El ejercicio del control sanitario será aplicable al:

I. …

I Bis. Proceso, importación y exportación de
Fórmulas para Regímenes Dietéticos Especiales
y Fórmulas para Fines Médicos Especiales;

II. …

III. …

…

Artículo 194 Bis. Para los efectos de esta ley se consi-
deran insumos para la salud: Los medicamentos, subs-
tancias psicotrópicas, estupefacientes y las materias
primas y aditivos que intervengan para su elaboración;
así como los equipos médicos, prótesis, órtesis, ayudas
funcionales, agentes de diagnóstico, insumos de uso
odontológico, material quirúrgico, de curación, las
Fórmulas para Regímenes Dietéticos Especiales y
las Fórmulas para Fines Médicos Especiales y pro-
ductos higiénicos, éstos últimos en los términos de la
fracción VI del artículo 262 de esta ley.

Capítulo VIII Bis

Fórmulas para regímenes dietéticos especiales y
Fórmulas para fines médicos especiales

Artículo 268 Bis 2. Para los efectos de esta Ley, se
entiende por:

I. Fórmulas para Regímenes Dietéticos Especiales:
Preparaciones formuladas a partir de la mezcla de
componentes o nutrimentos aislados diseñadas es-
pecialmente para ayudar a restablecer, mejorar o
mantener el estado nutricional o para satisfacer to-
tal o parcialmente las necesidades nutricionales
particulares del organismo, determinadas por con-
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diciones de ingesta nutrimental inadecuada o insu-
ficiente o por condiciones fisiológicas especiales o
particulares.

III. Fórmulas para Fines Médicos Especiales: Pre-
paraciones elaboradas especialmente para el trata-
miento dietético de pacientes, que están destinadas
a satisfacer total o parcialmente las necesidades nu-
tricionales en los casos en que exista una capacidad
limitada o deteriorada para ingerir, digerir, absor-
ber, metabolizar o excretar alimentos ordinarios,
nutrientes contenidos en éstos, o que exista la nece-
sidad de otros nutrientes determinados clínicamen-
te, cuyo tratamiento dietético no pueda efectuarse
modificando la dieta o mediante la ingesta de ali-
mentos o Fórmulas para Regímenes Dietéticos Es-
peciales.

Las Fórmulas para Regímenes Dietéticos Especia-
les y las Fórmulas para Fines Médicos Especiales, a
que se refiere el presente capítulo, deberán sumi-
nistrarse por vía oral o, en su caso, enteral en algún
punto del tracto gastrointestinal mediante el uso de
sonda.

Artículo 268 Bis 3. Las Fórmulas para Regímenes
Dietéticos Especiales y las Fórmulas para Fines
Médicos Especiales se clasifican en:

I. Completos con formulación estándar o normal
de macronutrientes que pueden constituir la úni-
ca fuente de alimento o una fuente de nutrición
complementaria para las personas a las que van
destinados.

II. Completos con formulación de nutrimentos
específicos adaptada para determinadas condi-
ciones físicas o fisiológicas, enfermedades, tras-
tornos o afecciones, que al consumirse de acuer-
do con las instrucciones del fabricante, pueden
constituir la única fuente de alimento o una fuen-
te de nutrición suplementaria para las personas
a quienes están destinados.

III. Incompletos con formulación normal o una
formulación de nutrimentos específica adaptada
para determinadas condiciones físicas o fisiológi-
cas, enfermedades, trastornos o afecciones que
no son adecuados para servir de alimento exclu-
sivo.

Artículo 268 Bis 4. La composición de las Fórmulas
para Regímenes Dietéticos Especiales y las Fórmu-
las para Fines Médicos Especiales deberá estar ba-
sada en principios médicos y nutricionales acepta-
dos, científicamente reconocidos o consensuados
internacionalmente y deberán satisfacer las necesi-
dades particulares de nutrición que indique el pro-
ductor.

El proceso, especificaciones y etiquetado de dichos
productos deberá realizarse de conformidad con la
norma oficial mexicana que para tal efecto emita la
Secretaría de Salud.

Las Fórmulas para Fines Médicos Especiales se de-
berán suministrar bajo la supervisión de un profe-
sional de la salud.

Artículo 376. Requieren registro sanitario los medica-
mentos, estupefacientes, substancias psicotrópicas y
productos que los contengan; equipos médicos, próte-
sis, órtesis, ayudas funcionales, agentes de diagnósti-
co, insumos de uso odontológico, materiales quirúrgi-
cos, de curación, las Fórmulas para Regímenes
Dietéticos Especiales y las Fórmulas para Fines
Médicos Especiales y productos higiénicos, estos úl-
timos en los términos de la fracción VI del artículo 262
de esta Ley, así como los plaguicidas, nutrientes vege-
tales y substancias tóxicas o peligrosas.

…

…

Transitorios

Primero. El presente decreto entrará en vigor el día si-
guiente al de su publicación en el Diario Oficial de la
Federación.

Segundo. El Ejecutivo federal deberá emitir las dispo-
siciones reglamentarias a que se refiere el presente de-
creto, en un plazo que no excederá de los 180 días si-
guientes al de la entrada en vigor del mismo.

Tercero. La Secretaría de Salud deberá expedir la nor-
ma oficial mexicana a que se refiere el artículo 268 Bis
4 de la Ley General de Salud en un plazo que no ex-
cederá de trescientos sesenta y cinco días contados a
partir de la entrada en vigor del presente decreto.
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Notas

1 ASPEN es la American Society for Parenteral and Enteral Nu-

trition de los Estados Unidos y ESPEN es la European Society for

Clinical Nutrition and Metabolism. Existe un organismo análogo

para Australasia. 

2 ESPEN es la European Society for Clinical Nutrition and Meta-

bolism.

3 HEOR es el Health Economics and Outcomes Research. 

4 Los pacientes con apoyo nutricional básico recibieron ONS en

forma oral cada 24-48 horas y las enfermeras monitoreaban su pro-

greso. A los pacientes con apoyo nutricional mejorado, se les die-

ron ONS de forma oral cada 24 horas, instrucciones para seguir

consumiéndolos después de su egreso hospitalario y se realizaron

llamadas telefónicas de seguimiento.

5 HMB es beta-hidróxi- beta-metilbutirato, o sea, es un metaboli-

to del aminoácido de la leucina. 

6 Dólares de 2015.

7 Food for Special Medical Purposes (FSMP). 
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Dado en el Palacio Legislativo de San Lázaro,
a 13 de diciembre de 2017.

Diputado Elías Octavio Íñiguez Mejía (rúbrica)

QUE ADICIONA UN PÁRRAFO PRIMERO AL ARTÍCULO 22 DE

LA CONSTITUCIÓN POLÍTICA DE LOS ESTADOS UNIDOS

MEXICANOS, A CARGO DE LA DIPUTADA ROSALINA MA-
ZARI ESPÍN, DEL GRUPO PARLAMENTARIO DEL PRI

La suscrita, diputada Rosalina Mazari Espín, integran-
te del Grupo Parlamentario del Partido Revolucionario
Institucional, con fundamento en lo dispuesto en el ar-
tículo 71, fracción II, de la Constitución Política de los
Estados Unidos Mexicanos, y en los artículos 6, nume-
ral 1, fracción I; 77 y 78 del Reglamento de la Cámara
de Diputados, someto a consideración de esta asam-
blea la presente iniciativa, al tenor de la siguiente:

Exposición de Motivos

La presente iniciativa tiene como punto medular el re-
conocimiento del derecho a la vida y la integridad per-

sonal de forma directa y expresa en la Constitución
Política de los Estados Unidos Mexicanos, por las ra-
zones que a continuación se expresan, y en el sentido
que más adelante se precisa.

I. Situación actual sobre el derecho a la vida e inte-
gridad personal y su respeto.

Actualmente en México existe una grave violación a
los derechos a la integridad personal y a la vida, se
aprecia una tendencia a la pérdida del respeto a la vi-
da de todo ser humano, así como la aquiescencia para
decidir sobre la vida e integridad personal de los más
vulnerables o en manos de terceros.

Los derechos a la integridad personal y a la vida se
deben respetar a toda persona humana por el he-
cho de serlo y éstos deben ser reconocidos y garan-
tizados por el Estado sin ninguna discriminación
social, económica, jurídica, política, ideológica, cul-
tural, sexual o de ningún otro tipo.

El Estado mexicano tiene el deber de abstenerse de en-
tablar una conducta que dé lugar a la privación arbi-
traria de la vida; que implique un daño deliberado o
prevenible que pueda resultar de un acto u omisión por
parte de un tercero o del Estado, que va más allá de la
lesión a la integridad corporal, mental o amenaza a la
misma.

La violencia y la criminalidad en el país durante los úl-
timos años han lacerado profundamente a la sociedad
mexicana en su conjunto. Como tales son manifesta-
ciones extremas de un fenómeno que a pesar de su
trascendencia y transversalidad no se ha analizado a
profundidad y tampoco atacado de raíz. En nuestro pa-
ís se ha instalado de forma progresiva una cultura de
muerte e invisibilidad del respeto al otro.

Sobre esta situación conviene ver las estadísticas sobre
la vulneración de la vida del ser humano, la integridad
personal, así como la violencia y situaciones patológi-
cas en el daño a este derecho y su irracionalidad para
amenazar al instinto de conservación.

La cifra de homicidios asociados al crimen organizado
es devastadora: 57 mil 410 muertos en conflictos aso-
ciados al crimen organizado.1 Esto se ha reflejado
también en mediciones como la del índice de Paz Glo-
bal 2014, elaborado por el Instituto para la Economía

Gaceta Parlamentaria Jueves 14 de diciembre de 201776



y la Paz (IEP)2 , en el que México se ubicó en el lugar
144 de 162 países en el mundo de acuerdo con su tran-
quilidad y violencia. Este índice es la principal medi-
da mundial de la paz global y evalúa el actual conflic-
to nacional e internacional, la seguridad en la sociedad
y la militarización en 162 países teniendo en cuenta 22
indicadores. El estudio refiere que el costo de la vio-
lencia en nuestro país sólo en 2015 se estimaba en
USD 221,435, 321,551.00 dólares.

El Instituto Internacional de Estudios Estratégicos
(IISS, en sus siglas en inglés), en su informe anual, si-
tuaba a México como el segundo país más violento del
mundo, con 23.000 asesinatos, solo por detrás de Siria,
con 50.000 y antes que Afganistán e Irak, con 17.000
y 16.000 respectivamente.3 El informe solo analiza los
países en los que el organismo considera que existe un
conflicto. “Para dar idea de cómo los estados de Mé-
xico son más seguros o peligrosos, se han comparado
con las estadísticas de delincuencia de otros países”,
expone “The Economist”4 . El recrudecimiento va en
aumento y 2017 ya se ve como el año más violento. El
mes de marzo fue el que más homicidios dolosos re-
gistró (en 20 años).5

Caso especial en México son los feminicidios, que au-
mentaron 46%. Los últimos diez años (2007-2016)
fueron asesinadas 22 mil 482 mujeres en las 32 enti-
dades del país, revelan cifras del Instituto Nacional de
Estadística, Geografía e Informática (lNEGI)6 . Es de-
cir, cada cuatro horas, en promedio, ocurrió la muerte
violenta de una niña, joven o mujer adulta. Las causas:
mutilación, asfixia, ahogamiento, ahorcamiento o bien
degolladas, quemadas, apuñaladas o por impactos de
bala.

El Estado de México registró 1,045 homicidios de mu-
jeres en los últimos tres años7 . Le siguen Guerrero,
Chihuahua, Ciudad de México, Jalisco y Oaxaca, con
512, 445, 402, 335 y 291 asesinatos de mujeres, res-
pectivamente, en el mismo periodo.

Según un estudio realizado por el Programa Universi-
tario de Derechos Humanos de la UNAM, en México
la ola de violencia que se agudizó en 2012 contra las
mujeres en distintas entidades “no sólo refuerza la cla-
sificación del G-20, [sino que] también evidencia lo
peligroso que sigue siendo ser mujer en este país”8. De
acuerdo con una encuesta nacional de Parametría, dos
de cada cinco entrevistados (40%) sabe de alguna mu-

jer maltratada física y emocionalmente, y una propor-
ción similar (35%) también conoce a algún familiar o
amistad del género femenino que sufre violencia en el
hogar. En menor medida, 29% de la población tiene al-
guna conocida que ha sido discriminada por su géne-
ro; 21% ha sabido de casos relacionados con acoso se-
xual; 12% ha oído de mujeres violadas y/o asesinadas;
y uno de cada diez encuestados asocia situaciones de
abandono (11%), desaparición (8%), y/o privación de
la libertad (7%) con alguna de las mujeres de su círcu-
lo social más cercano.9

En adición, México es el segundo país con mayor ín-
dice de crímenes por homofobia en América Latina,
sólo superado por Brasil10. De acuerdo con la relación
de crímenes por homofobia documentada por Letra S
Sida, Cultura y Vida Cotidiana AC, en los últimos 20
años (1995-2015), se han registrado 1,310 asesinatos
por homofobia.11 Sin embargo, algunas estimaciones
indican que puede haber un subregistro en que por ca-
da crimen denunciado se cometen otros dos.

En otro índice, México se encuentra entre los 10 países
donde ocurre el mayor número de muertes por acci-
dentes de tránsito: alrededor de 16 mil decesos al año,
según las estadísticas oficiales; pero el Consejo Na-
cional para la Prevención de Accidentes (Conapra) es-
tima que, debido al subregistro de información, la ci-
fra asciende, en realidad, a unas 24 mil muertes.12

Las estadísticas señalan que cada año ocurren unos
470 mil accidentes que, si bien involucran una diversi-
dad de factores, instituciones de salud y vialidad afir-
man que 90% de esos eventos se pueden prevenir. Los
datos de Conapra contenidos en un informe del Obser-
vatorio Nacional de Lesiones indican que los acciden-
tes viales son la primera causa de muerte en los indi-
viduos de 5 a 34 años de edad y representan la segunda
causa de orfandad en el país. Además de los 24 mil
muertos, el saldo anual es de 750 mil heridos graves y
más de 39 mil que quedan con alguna discapacidad.13

El panorama sigue evidenciando tragedia para el país.
En los últimos 6 años se incrementó el número de sui-
cidios, 87 por ciento en adolescentes de 15 a 24 años
y 48% en jóvenes entre 25 y 34 años. En el 2011 se-
gún el INEGI14 , de los 5,718 suicidios del 2011; 1,775
involucraron adolescentes de entre 15 a 24 años y
1,275 a jóvenes de 25 a 34 años, colocándose como la
décimo cuarta causa de muerte en nuestro país.
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Del total de suicidios ocurridos en 2013, 81.7% fueron
consumados por hombres y 18.2% por mujeres. El
ahorcamiento, estrangulamiento o sofocación es el
principal método de suicidio (77.3%). El principal lu-
gar donde ocurren los decesos es dentro de la vivienda
particular (74%).

El suicidio es un problema multifactorial, que resulta
de una compleja interacción de factores biológicos,
genéticos, psicológicos, sociológicos y ambientales15 ;
sin embargo, la OMS señala que la prevención y el tra-
tamiento adecuado de la depresión, abuso de alcohol y
otras sustancias, así como de quienes han intentado
suicidarse, permite la reducción de las tasas de suici-
dio.16 México actualmente ocupa el deshonroso cuar-
to lugar de países con los índices más altos de suici-
dios en América Latina. En el 2000 se suicidaron dos
mil 736 personas, pero la cifra ha ido en aumento: en
el 2001 el número creció a 3 mil 89 y en el 2002 se
mataron 3 mil 160; en el 2003 se mataron 3 mil 327
mexicanos, además de que 222 personas intentaron
suicidarse.

Sin embargo, Oscar Sánchez Guerrero, psiquiatra e in-
vestigador de la Facultad de Psicología de la UNAM,
dijo al diario La Crónica de Hoy que la cifra puede au-
mentar drásticamente porque hay un subregistro. Afir-
ma que muchas muertes no son atribuidas al suicidio,
sino a accidentes automovilísticos o a intoxicaciones,
“pero quién nos asegura que esas personas no estaban
pasando por un cuadro depresivo y atentaron contra su
vida”. “El suicidio es un problema serio en nuestro pa-
ís, pues se ha convertido en la segunda causa de muer-
te entre los jóvenes mexicanos, después de los acci-
dentes automovilísticos”, afirmó el investigador.17

La tortura18 y la desaparición forzada están fuera de
control y son una constante en México, señala amnis-
tía internacional19 . 184 fosas clandestinas han sido lo-
calizadas por la Procuraduría General de la República
(PGR) de enero de 2010 a junio de 2015, a nivel na-
cional. En ellas fueron encontrados y extraídos restos
que corresponderían a 573 víctimas. Por su parte el pe-
riódico Milenio señala que en los últimos años se han
encontrado 785 restos humanos en México.

También existe un grave problema de violencia hacia
autoridades, candidatos y activistas municipales. Des-
de 2007 a octubre de 2014 se ha contabilizado el ase-
sinato de 82 alcaldes, 64 funcionarios municipales, 13

candidatos y 39 líderes y activistas políticos. De 2006
al 2017 han sido asesinados 43 sacerdotes.20 Lo ante-
rior, aunado a las amenazas, secuestros y desaparicio-
nes, cuyo número de víctimas llega a 441.21

Es de destacar que muchos de los escenarios de vio-
lencia requieren y dependen del tráfico de armas, de
acuerdo con el estudio de tráfico de armas. El Centro
de Estudios Sociales y de Opinión Pública de la Cá-
mara de Diputados y la Procuraduría General de la Re-
pública (PGR) han identificado que unas 2 mil armas
se introducen de manera ilegal de Estados Unidos a
México cada día. Señalan también que de los 15 mi-
llones de armas circulantes en México hasta 2011,
85% es ilegal, es decir, 12 millones 750 mil son del
mercado negro.

Si tomamos en cuenta además que de acuerdo con el
Estudio Global sobre Homicidio 2013, elaborado por
la Oficina de Naciones Unidas contra la Droga y el
Delito, de los homicidios registrados en América, 66%
ocurre por arma de fuego, tenemos una clara relación
causa-efecto en la ola expansiva de violencia en nues-
tro país.

Los escasos avances que México ha tenido en creación
de infraestructura y leyes, ha sido por recomendacio-
nes de instancias internacionales y, en menor medida,
órganos locales, en materia de derechos humanos. Pe-
ro sólo se han centrado en temas que sobresalen en la
opinión pública.

Todo lo anterior nos muestra que el valor de la vida del
ser humano está siendo subvaluado, ya sea por terce-
ros o personalmente.

No es posible garantizar el derecho a la vida, sin el re-
conocimiento de ese valor básico por cada persona.
Los derechos deben ser aceptados y armonizados en la
propia personalidad de los ciudadanos como un bien a
proteger, buscando maneras pacíficas, alternativas de
enfrentar situaciones que pudieran atentar contra ella.
La vida del ser humano debe ser protegida en todas
sus etapas; hacer diferencia entre ellas conlleva im-
plícitamente un sesgo de discriminación arbitraria
y sujeta a factores de poder imperantes en cada si-
tuación.

Sin embargo, se deja en la invisibilidad y al arbitrio de
terceros, temas sobre la vida del ser humano en las eta-
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pas inicial y final, por desconocimiento e ignorancia
del tema.

Ante esta situación de crueldad sin precedente y ata-
vismo de violencia, surge una indignación generaliza-
da que se traduce en expresiones, movimientos y en
una exigencia de justicia hacia las autoridades que no
puede ser desoída. Sin embargo, ese voluntarismo por
loable que sea corre el peligro de dejar de percibir las
causas estructurales del problema. Es necesario pensar
en la fortaleza de las actitudes, estructuras e institucio-
nes y en un primer lugar en los principios de los cua-
les debemos derivarlas.

Por ello hay que hacer una afirmación de fondo a fa-
vor de la vida y un rechazo a la privación arbitraria de
la vida del ser humano. Es necesario que se construya
desde la Constitución Política de los Estados Unidos
Mexicanos, de forma clara y entendible y, de ahí parta
el basamento jurídico y políticas públicas, no al revés.

El derecho a la vida del ser humano, es un derecho
fundamental que no debe ser interpretado de manera
restrictiva. Se refiere al derecho de las personas a es-
tar libres de actos u omisiones arbitrarias que tengan
por objeto causar su muerte prematura.

Sobre esa base constitucional, todas las autoridades,
empresas y sociedad civil, deben adoptar medidas ra-
zonables y positivas en favor de la vida de todo ser hu-
mano, la integridad personal y, como consecuencia, de
sus derechos derivados y transversales.

Es deber de todos proteger el derecho a la vida de to-
do ser humano y su integridad personal, para que se
adopten medidas especiales de protección frente a las
personas en situación de vulnerabilidad, cuyas vidas
han sido expuestas a un riesgo inminente, debido a
amenazas específicas o a patrones preexistentes de
violencia.

II. Justificación de la Reforma

Primero que nada, la vida no sólo se puede ver desde
la parte jurídica (deontológica). Es un deber abordarla
también desde la parte científica-biológica (ontológi-
ca), toda vez que somos vivientes humanos, con dife-
rencias propias con otras especies, derivadas de nues-
tra esencia y existencia.

En este particular, es propio acotar la realidad como lo
señala la Corte Interamericana de Derechos Humanos
(en adelante Corte IDH):

Para efectos de la interpretación del artículo 4.1, la de-
finición de persona está anclada a las menciones que
se hacen en el tratado respecto a la “concepción” y al
“ser humano”, términos cuyo alcance debe valorarse a
partir de la literatura científica .22

Estamos totalmente de acuerdo con ello, ya que mu-
chas circunstancias se van transformando cuando la
evidencia científica va develando la realidad, ya que la
ciencia va estableciendo criterios sólidos, sin la posi-
ción de consenso, ni la creencia sobre la base de con-
cepciones intelectuales más o menos lógicas o ideolo-
gías subjetivas, sino sobre hechos contrastados
experimentalmente y demostrados empíricamente.

Al respecto, el artículo 4.1, de la Convención Ameri-
cana de Derechos Humanos establece: “Derecho a la
Vida 1. Toda persona tiene derecho a que se respete su
vida. Este derecho estará protegido por la ley y, en ge-
neral, a partir del momento de la concepción. Nadie
puede ser privado de la vida arbitrariamente.”

Por lo anterior, ese derecho fundamental se deberá
abordar de forma objetiva y a partir de la evidencia
científica actual, respetando el principio de exhaustivi-
dad y evolutivo de los derechos humanos.

En primer momento, el término concepción se utiliza
desde tiempos inmemoriales en el lenguaje coloquial,
y describe el momento en que inicia la vida de un ser
humano. Posteriormente, el término pasó al lenguaje
médico-científico. William Harvey23 y Riesgo Le-
Grand24 previo al descubrimiento de la fertilización,
se refieren al inicio de la gestación con este término.

“El reconocimiento de que cada ser humano inicia su
existencia individual como una simple célula es una
sólida base para investigar la génesis del ser huma-
no”.25 En 1980, Roberto Cruz Cake, así lo define: “Por
tanto la idea de la concepción de un ser humano está
directa e inequívocamente relacionada con el comien-
zo de su vida. La concepción es un acto, un momento,
donde se efectúa un proceso biológico denominado fe-
cundación. La fecundación se define como la fertiliza-
ción de un óvulo mediante un espermio. Es decir, la
unión de un gameto masculino con otro femenino”.26
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Este artículo escrito apenas 11 años después de la Con-
vención Americana de Derechos Humanos, refleja
bien la evidencia del conocimiento científico de la
época. Igualmente se opina en publicaciones recientes:
“Este proceso que se ha llamado fertilización, repre-
senta el inicio de la vida de un nuevo individuo huma-
no”.27

El término concepción es utilizado en la ciencia, tan
solo en la base de datos del PubMed28 en los títulos de
artículos médico-científicos, aparecen más de tres mil
referencias, y no digamos sus términos derivados.

También es esclarecedor el significado etimológico
del verbo concebir: “Unir dos o más entidades para
crear una tercera distinta a las anteriores”.29 La res-
puesta es evidente y demuestra de manera literal que la
concepción se da al momento de la fecundación, pues
en la implantación ya no se crea nada nuevo. En gene-
ral la bibliografía medica-científica, establece como
sinónimo concepción, fertilización y fecundación.30

En ese sentido, si se busca “inicio de vida humana” en
libros de embriología, todos coinciden en que el inicio
es la fecundación.

Actualmente la embriología31 , la genética, la epigené-
tica, la proteómica y la biología del desarrollo nos
muestra de forma irrefutable que desde la interacción
de los gametos (singamia) nos encontramos ante una
nueva realidad ontológica, un nuevo individuo de la es-
pecie humana32 en desarrollo 33. Sostener lo contrario
no se soporta en lo más mínimo desde un punto de vis-
ta científico y por lo cual negar su humanidad al em-
brión humano, también lo sería para una semilla de una
planta, un huevo de ovíparo o embrión de mamífero,
mismos que en muchas ocasiones se encuentran prote-
gidos por la normatividad, desde ese mismo estadio,
por lo cual sería discriminatorio desproteger al em-
brión humano y no reconocerle su derecho a la vida.

Tampoco se puede establecer que la vida humana em-
pieza con la implantación en el útero, puesto que pue-
de presentarse, a través de técnicas in vitro34 o incluso
embarazos extrauterinos (ováricos, tubáricos o perito-
neales), desarrollo embrionario varios días más allá de
la fecha en que se da la implantación, bajo condiciones
normales in vivo, en la cual intervienen terceras per-
sonas, donde se deben brindar los medios adecuados
para su desarrollo, previo a su implantación, hecho

que confirma al embrión humano como una nueva cor-
poreidad humana perfectamente identificable, y que
no es parte del cuerpo de la mujer gestante35.

Por otro lado, todavía nos encontramos en un momen-
to donde la ciencia jurídica avanza con estándares de-
cimonónicos en su análisis a través de peritajes y ami-
cus curiae, que en muchos sentidos conlleva intereses
de una ideología. En ese sentido, se tiene que corrobo-
rar con lo que la ciencia actual ya tiene cómo un es-
tándar sólido y consolidado.

En esta línea y toda vez que sobre el derecho a la vida
humana en su inicio, la Convención Americana es la
más proteccionista, ya que establece su salvaguarda
desde el momento de la concepción y de conformidad
con las reglas de interpretación, primero se tiene que
abordar qué se entiende con el término “concepción”
ya señalado líneas atrás desde la bibliografía médica y
biológica.

Es de aclarar que la Convención Americana no definió
el término concepción, sin embargo, fue un tema am-
pliamente debatido. Los delegados de Brasil y Costa
Rica proponían eliminar este punto del documento fi-
nal, sin embargo, el Presidente de la Convención, se-
ñor Gonzalo García Bustillos, en su calidad de repre-
sentante de Venezuela, defendió el tema afirmando
que: “en cuanto al derecho a la vida, desde el momen-
to de la concepción del ser humano, no puede haber
concesiones y que juzga inaceptable una Convención
que no consagre dicho principio”. Al final, el punto
fue aceptado por mayoría sin modificaciones36.

El negar los acuerdos establecidos en la convención,
interpretaciones regresivas, o ideologías contrarias a
los hechos y avances científicos, es actualizar un acto
arbitrario e injusto.

La simple lógica nos afirma que cada viviente es ne-
cesariamente individuo de la especie que le dio origen;
por tanto, el ser que proviene de un hombre y una mu-
jer humana, tiene que ser un ser humano. La ley onto-
génica también apunta que en los organismos plurice-
lulares el inicio es unicelular y que el desarrollo
siempre va de lo simple a lo complejo. Así, todo ser
humano inicia de esta forma.

Es importante señalar que todos los libros de biología
del desarrollo y embriología, utilizados para la ense-
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ñanza en las carreras de Medicina y Ciencias de la Sa-
lud en todo el mundo, sitúan el origen de la vida hu-
mana en la activación del óvulo fecundado. Este hecho
es de suma importancia, pues de no aceptarse debería
entonces acusarse a las Facultades y Escuelas de Me-
dicina de estar preparando a sus profesionistas con
conceptos erróneos, entre otros:

– Cigoto: Célula totipotente de gran especialización
que constituye el inicio de todos los seres humanos,
como individuos únicos. Contiene cromosomas y
genes que se derivan de la madre y el padre.37

– “Todos los animales superiores comienzan sus vi-
das a partir de una sola célula, el óvulo fecundado
(cigoto). El cigoto representa el punto inicial en la
historia de la vida u ontogenia del individuo.”38

– “El desarrollo humano comienza en la fecunda-
ción por la unión de espermatozoide y el ovulo. Es-
ta unión produce un cigoto, este es el inicio o co-
mienzo de la vida de un nuevo ser humano.”39

Más aún, ahora con la intervención biotecnológica, se
puede establecer que una definición más reciente so-
bre un embrión humano es una entidad discreta que
procede: de la fertilización de un ovocito humano por
un espermatozoide de la misma especie, o bien por
cualquier otro proceso que conduzca al desarrollo or-
ganizado de una entidad biológica con un genoma nu-
clear humano o un gen ama humano alterado que tie-
ne la potencialidad de desarrollarse hasta, o más allá,
del estado en que aparece la estría primitiva, hasta al-
canzar las 8 semanas de desarrollo tras la primera di-
visión mitótica.40 Esto mismo se acredita en la resolu-
ción del Tribunal europeo: “Constituye embrión
humano todo óvulo humano a partir del estado de la
fecundación, todo óvulo humano no fecundado en el
que se haya implantado el núcleo de una célula huma-
na madura y todo óvulo humano no fecundado esti-
mulado para dividirse y desarrollarse mediante parte-
nogénesis, o cualquier técnica que produzca un
desarrollo embrionario u ontológico humano,”41 pre-
viniendo casos a futuro.

Ahora bien, actualizándose la afirmación que se esta-
blece en la Convención Americana de Derechos Hu-
manos, que establece en su numeral 1.2: “Para los
efectos de esta Convención, persona es todo ser huma-
no”.

En ese sentido, si bien es cierto que se establecen de-
finiciones sobre la misma realidad humana: em-
brión, feto, niño o niña, adolescente, joven, adulto,
etcétera, es sólo y exclusivamente para determinar
un rango de desarrollo dentro del mismo individuo,
pero es para establecer un parámetro de estudio, ya
que la vida es un continuo, no puede haber un sal-
to ontológico de pre-humano a humano, siempre
somos los mismos, pero manifestando las condiciones
propias de cada etapa de desarrollo, y para que dicho
desarrollo sea lo más humano y congruente, se deberá
ofrecer los medios más adecuados para su salud.

En éste sentido, la medicina ha ampliado su ámbito de
cuidado desde el claustro materno; actualmente la pro-
gramación fetal y la teoría de Barker 42, establecen que
hay suficiente evidencia que avala el concepto de que:
“la salud, que disfrutamos el resto de nuestra vida, es-
tá determinada, en gran medida, por las condiciones en
las que nos desarrollamos dentro del claustro mater-
no”. Donde “Programación” es la palabra clave para
determinar: salud o enfermedad, durante nuestra es-
tancia en el útero materno.43

Hay evidencias suficientes para considerar que la pro-
gramación de la salud para el resto de la vida, se reali-
za de acuerdo con las condiciones en que se da nues-
tra estancia en el útero materno, siendo esto igual de
importante que nuestra carga genética que determina-
rá nuestro desempeño mental y físico del resto de la
vida44 . Actualmente, incluso, se está viendo que se de-
be establecer una homologación de nutrientes en las
placas de Petri para el desarrollo embrionario in vitro.

Ahora bien, sobre la viabilidad45 (que tiene probabili-
dades de llevarse a cabo o de concretarse gracias a sus
circunstancias o características) del ser humano, es cir-
cunstancial mientras se le otorguen los medios necesa-
rios para su correcto desarrollo, salvo factores ajenos y
naturales que la puedan condicionar (patología incom-
patible con la vida extrauterina), pero el intervenir por
medio de un acto humano, es un abuso en caso de que
no sea racional y proporcional, en particular arbitrario,
actualizándose el injusto legal del pacto que nos ocupa.

Dicho lo anterior, la mejor inversión para todo ser hu-
mano en todas sus etapas, es brindarle los medios más
adecuados necesarios para el resto de su vida, e inclu-
so hasta el final de su vida, invirtiendo en una salud
más adecuada, evitando y previniendo posibles enfer-
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medades, que muchas de las cuales son incapacitantes,
ahorrando gastos en este rubro, e invertirlos en otras
circunstancias de la vida.

Aún más, en medicina donde se salvaguarda la salud,
la integridad personal y la vida de todas las personas,
se avanza en la medicina fetal, donde la introducción
de ultrasonidos, permiten ver al feto y considerarlo co-
mo un paciente.

Como ejemplo, se puede ver que desde 1963, se con-
sigue con éxito la primera transfusión de sangre direc-
tamente al feto.46 Fue la primera vez que se demostró
que el feto era susceptible de diagnóstico y tratamien-
to y, por tanto, con derecho a ser considerado un pa-
ciente. En 1970, Scrimgeour introdujo el concepto de
fetoscopia en la medicina prenatal.47 The Fetal Treat-
ment Program at the University of California, dirigido
por Harrison, Golbus y Filly, trabajó durante los años
setenta para establecer las directrices que se debían te-
ner en cuenta en todo procedimiento prenatal.48

En 1992, la International Fetal Medicine and Surgery
Society (IFMSS)49 -un foro para cirujanos, perinatólo-
gos y otros profesionales de la salud, orientado a com-
partir experiencias de trabajo-, sociedad que se hace
cargo de la revista Fetal Diagnosis and Therapy, pu-
blicó un artículo en la Revista Journal of American
Medical Association, que lleva por título “The fetus as
patient: Ethical issues”50, donde se sugiere una lista de
33 enfermedades congénitas susceptibles de trata-
miento en la fase fetal, siete de la cuales se resolverí-
an con cirugía intrauterina51.

A mayor abundamiento, el manual de obstetricia Wi-
lliams Obstetrics define al feto como paciente, con
total derecho a ser tratado.52 En resumen, se define
al feto como paciente, no en términos de viabilidad,
sino como aquel individuo susceptible de observa-
ción científica cuyas dolencias son pasivas o sus-
ceptibles de diagnóstico y tratamiento. 53

Los avances de la ciencia revelan una mejor atención
desde el inicio de la vida humana, y negar lo que la
evidencia científica revela, sobre un criterio idealista,
es completamente falso y voluntarista. Con el adjetivo
voluntarista nos referimos a la mentalidad de los que,
con su conducta y con sus palabras, están gritando: es-
to es así porque lo digo yo, y además estoy orgulloso
de carecer de argumentos racionales.

De lo anterior se desprende que el embrión y el feto hu-
mano es uno más de nuestra especie en su situación
más incipiente, mismo que merece el debido respeto y
reconocimiento de su humanidad, es ilógico que ni si-
quiera se quiera cuidar como especie protegida que tie-
nen otras especies en su mismo estadio de vida, como
semillas, larvas o huevos, cuando el ser humano tiene
un valor especial denominado dignidad humana54.

En este recorrido y como se desprende de la evidencia
científica, el embrión es un nuevo individuo de la es-
pecie humana, y, actualizado bajo el principio agere

sequitur esse (el acto sigue al ser), se demuestra que el
ser humano se va actualizando en su forma, pero no así
en su esencia.

Por último, es importante precisar que quienes sostie-
nen55 que el inicio de la vida humana parte en un .de-
terminado momento posterior a la fertilización obtie-
nen conclusiones equivocadas. Al respecto se llegan a
sostener las siguientes posturas:

1. La anidación es acto determinante del comienzo de
la vida, dado que un embrión no tiene ninguna posibi-
lidad de supervivencia si la implantación no sucede.56

Este es un argumento inaceptable, porque la implanta-
ción es un suceso en el tiempo del embrión para su de-
sarrollo, mismo que puede ser de forma natural o im-
plantado por técnicas de fertilización humana asistida,
no el origen de la vida humana. Nadie puede discutir
que la primera célula que surge de la fertilización y si
proviene de la unión de gametos humanos, es de la es-
pecie humana. Afirmar que el embrión preimplantato-
rio solamente tiene derecho a la vida al lograr la im-
plantación carece de fundamento científico para
determinar que solamente en ese momento tiene las
condiciones que lo acreditan como ser humano, pues
la calidad de ser humano se tiene por su genoma, el
cual existe desde la singamia, en el proceso de forma-
ción del cigoto u óvulo fecundado. La implantación en
este momento solamente representa una forma de sus-
tentabilidad de la vida del embrión, la cual no ha po-
dido ser superada actualmente por las técnicas de re-
producción asistida y que posiblemente se realizará
con el avance de la ciencia; por tanto, el embrión es
humano desde su concepción o fertilización y este he-
cho no cambia en ningún momento de la vida de ese
sujeto en ninguna de sus etapas de desarrollo, intra o
extra uterinos.
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2. Para otros 57, el individuo humano comienza a serlo
después del día 14, porque sólo después de estos días
se completa el proceso de la anidación y está formada
la estría primitiva. La estría primitiva es inicio del de-
sarrollo de sistema nervioso no de nutrición ni protec-
ción y, porque sólo a partir de esta fecha se está segu-
ro de que no se produzcan gemelos. Esta
consideración parece indicar que hasta momentos an-
teriores no habría suficiente vida porque sólo la estría
primitiva permite que se formen órganos con funcio-
nes específicamente humanas.

Para responder a esta corriente, debemos notar que la
estría primitiva forma parte de un proceso de desarro-
llo que comenzó con la fertilización.58 Y porque “el
hecho de que un individuo se vaya a dividir más ade-
lante en otros dos individuos, que se vaya a duplicar,
no obsta para que antes de dividirse sea único indivi-
duo”59 , así, también no existe razón para retrasar has-
ta el día 14 la consideración del individuo que no va-
ya a dividirse. Seria generalizar excepciones y no tener
en cuenta que la gemelación acontece en casos ex-
traordinarios. En el caso de que se produzcan embrio-
nes gemelares, ambos siguen teniendo genoma huma-
no y por tanto pertenecen a la especie humana. Hasta
ahora no hay sino teorías de formación gemelar y no
se sabe científicamente cómo se producen, pero el he-
cho es que todo embrión humano, es humano.

3. Algunos más afirman60 que no hay un individuo hu-
mano hasta que no esté configurado el sistema nervio-
so central y realice sus funciones. Así se hace depen-
der el inicio de la vida de las funciones de estos
órganos y porque el criterio científico de la muerte hu-
mana, admitido con carácter universal, es la muerte
cerebral. Estos autores llegan a la conclusión de que
sólo aparece vida humana cuando estos órganos fun-
cionan.

Cabe decir aquí que la propia formación del sistema
nervioso es una demostración de la continuidad del
proceso del desarrollo humano y que el ser humano se
define por lo que es y no por lo que puede hacer. Tam-
bién el hecho comprobable de la continuidad orgánica
nos ayuda a entender cómo el ser humano a lo largo de
su biografía cambia físicamente sin dejar de ser el mis-
mo individuo. Estas distinciones de desarrollo son ar-
bitrarias, porque el proceso de desarrollo del embrión
es continuo siempre en el mismo sujeto. El tener esbo-
zos de sistema nervioso no lo hace más humano, sino

solamente actualiza otra más de sus funciones, es hu-
mano, por su genoma humano.

Por tanto, con la fundada aportación de la ciencia,
“hoy no hay argumentos para discutir la condición de
la vida humana a partir del cigoto, simplemente por-
que no hay genes de primera, segunda, o tercera cate-
goría para definir la vida en función de unos o de
otros”.61 El cigoto es un ser humano actual en la pri-
mera fase de su existencia. Esta afirmación es impor-
tante a la hora de valorar la vida humana y su protec-
ción jurídica.

Retomado el término dignidad humana, señalado pre-
viamente, es de precisar que se es “alguien” y no me-
ramente “algo”. “La dignidad humana es un valor
supremo, irreductible y absoluto, propio de la con-
dición personal. En efecto, “dignitas est de absolute
dictis”, la dignidad corresponde a lo que se afirma de
manera absoluta, es decir, aquello que es principio o
punto de partida por surgir desde sí mismo, por apo-
yarse en sí.”62

El ser que soy y que se auto revela como “digno”, co-
mo no instrumentalizable, permite que mi razón prác-
tica descubra un imperativo categórico concreto como
norma primaria para la vida moral. Este imperativo fue
enunciado de manera explícita por primera vez por
Emmanuel Kant; con gran agudeza nos expone lo si-
guiente:

“Suponiendo que hubiese algo cuya existencia en sí
misma posea un valor absoluto, algo que como fin en
sí mismo pudiera ser un fundamento de un posible im-
perativo categórico, esto es, de una ley práctica. Yo
sostengo lo siguiente: el ser humano y en general todo
ser racional existe como un fin en sí mismo, no sim-
plemente como un medio para ser utilizado discrecio-
nalmente por esta o aquella voluntad, sino que tanto en
las acciones orientadas hacia sí mismo como en las di-
rigidas hacia otros seres racionales el ser humano ha de
ser considerado siempre al mismo tiempo como un fin.
Todos los objetos de la inclinación sólo poseen un va-
lor condicionado, si no se dieran las inclinaciones y las
necesidades sustentadas en ellas, su objeto quedaría sin
valor alguno. Pero, en cuanto a fuentes de necesidades,
las inclinaciones mismas distan tanto de albergar un
valor absoluto para descartarlas por ellas mismas, que
más bien ha de suponer el deseo universal de cualquier
ser racional el estar totalmente libre de ellas.”63
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El establecer tener una vida digna, es crear perjuicios
cualitativos de personas: embriones, fetos, personas
con discapacidad, inconscientes, en estado comatoso,
Alzheimer, etcétera. Lo que muchos dirían que esas
circunstancias no son formas de reconocer como vida
digna o incluso que no son personas.

Si la diferencia es cuantitativa, nos encontraríamos
con que el ser persona sería una propiedad (accidental)
del ser mismo del cigoto o del recién nacido. Eso no
querría decir más que dicho ser tendría que ser más
que persona “pluspersona” (podría proponerse este ne-
ologismo) ya que nada da lo que no tiene. Y si fuera
pluspersona sería más que persona por lo que tendría
plusdignidad, más que dignidad. Ergo, estarían reco-
nociendo la dignidad de la propia vida humana desde
su origen. Si la diferencia fuera cualitativa, estaríamos
afirmando una clara diferencia entre dos realidades ra-
dicalmente distintas. Así el problema de que un em-
brión o un neonato llegaran a ser personas sería del
mismo tipo que si nos planteáramos, por ejemplo, la
posibilidad de que un tomate llegara a ser un vehículo
u otra cosa; desde luego sería imposible.

Sobre lo señalado, es de resaltar la Recomendación
1046 del Consejo de Europa que afirma: “el em-
brión y el feto humanos deben ser tratados en todas
las circunstancias con el respeto debido a la digni-
dad humana”64.

En este sentido, la Declaración Universal de Derechos
Humanos enlaza los derechos inalienables con la dig-
nidad intrínseca del hombre, al tiempo que el Pacto
de Derechos Económicos, Sociales y Culturales, y el
Pacto de Derechos Civiles y Políticos establecen que
los derechos humanos derivan de la dignidad inheren-
te a la persona humana.

En castellano, inherente significa -para la Real Acade-
mia de la Lengua65 , lo que por su naturaleza está de
tal manera unido a otra cosa, que no se puede separar.
E inherencia es la unión de cosas inseparables por su
naturaleza. En inglés tiene el mismo significado según
The Oxford English Dictionary”66 el más prestigioso
de habla inglesa. Mismo criterio que acontece con el
francés67.

En esa tesitura, y siguiendo el principio evolutivo de
Derechos Humanos, cabe destacar lo que el Tribunal de
Justicia de la Unión Europea resaltó en su sentencia del

8 de octubre de 201168 “sería un grave atentado con-
tra la dignidad humana, que se reconoce presente
en el embrión”. Más recientemente, el 27 de agosto de
2015 la Gran Cámara de la Corte Europea de Derechos
Humanos emitió su fallo en el caso Parrillo vs Italia
(Pdto. núm. 46470/11), mismo que tras revisar sus pro-
nunciamientos previos, recordó que los embriones hu-
manos no pueden ser reducidos a posesiones.

“Recapitulando, debe recalcarse que el embrión huma-
no es condición necesaria o sine qua non para la vida
de un individuo humano adulto con una dignidad in-
herente.”

No obstante, nos indica Michael Kloepfer: “Si en rea-
lidad la cuestión de un bien constitucional al máximo
nivel tiene sentido, entonces éste es la vida y no la dig-
nidad del hombre”69 . Sin embargo y como se ha des-
crito hasta ahora, y toda vez que es inherente, van de
una forma consubstancial.

Por el lado del fin de la vida humana, se tiene que in-
vertir en los cuidados paliativos, el acompañamiento y
auxilio del sufriente, siendo lo más humano, propor-
cional y lógico, para no perder de vista el valor de la
vida del ser humano, para así, brindar el apoyo, soli-
daridad y convivencia relacional, base del bien común
de todo Estado democrático.

Esto es así, ya que en los países donde se impulsa lo
contrario, se revelan repetidamente violaciones sobre
la regulación de la eutanasia, los cuales han atentado
contra el principio de autonomía que amparaba dichas
acciones70 , por lo que no es posible eliminar el riesgo
que en la práctica éstas no solamente demeriten el re-
conocimiento social y legal del valor de la vida, sino
que banalicen ese mismo valor que siempre ha sido
amparado jurídicamente.

Por tanto, la temática específica de los derechos hu-
manos estará en función de los valores constituidos en
una comunidad histórica concreta y de los fines que
ella misma pretende realizar, “siempre que se respete
como principio ineludible la propia esencia de la dig-
nidad de la persona humana como el fin de sí misma,
de otra forma no podríamos hablar del ser humano si-
no de cualquier otra cosa, aun cuando justa y útil.”71

Sobre este particular se reafirma lo señalado como
dignidad ontológica, así mismo se coincide con Gó-
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mez Máximo, quien señala: “Con ello deseo manifes-
tar que toda persona humana posee derechos por el
hecho de serlo y éstos deben ser reconocidos y ga-
rantizados por el Estado sin ninguna discrimina-
ción social, económica, jurídica, política, ideológi-
ca, cultural o sexual. Pero, al mismo tiempo, quiero
destacar que esos derechos son fundamentales, es
decir, que se encuentran vinculados con la idea de
dignidad de la persona humana.”72

Sobre lo explicado, se intuye que se habla de una dig-
nidad objetiva, éste es el punto de partida; es decir, la
dignidad inherente a la persona humana. Por eso se
trata de derechos inviolables.

Al empezar a discriminar por cuestiones cualitativas o
cuantitativas, como es la capacidad, autonomía, sentir,
conciencia, etapa de desarrollo, podemos establecer
criterios que discriminan a las personas, ejemplos his-
tóricos y recientes, son lamentables y sobran para ilus-
trar cómo a seres humanos adultos y capaces se les ha
negado todo tipo de derechos y hasta la consideración
de seres humanos, de personas o de normales. A los es-
clavos, los judíos, las mujeres, los homosexuales, los
pertenecientes a cierta religión o raza, los niños, ancia-
nos, etcétera, y actualmente se enfoca a los embriones,
fetos, personas que tienen una discapacidad severa o en
estado vegetativo, personas con enfermedades crónica-
degenerativas, etcétera, se les niega por distintos moti-
vos, el calificativo de normales o se tienden a conside-
rar como cosas, de modo que no son calificados como
titulares de derechos. Reflexión que el filósofo R.
Spaeman nos precisa: “El alguien nunca será algo”.73

III. Valor Jurídico

El reconocimiento explícito de un derecho humano, y
máxime el de la vida, es la actividad más noble que
puede realizar un Estado, porque otorga esferas de
protección a todas las personas y límites a terceras per-
sonas y a los poderes públicos.

El presupuesto indispensable de todo derecho es la vi-
da; es la base anta lógica y condición de todos los de-
más derechos. Resulta que el derecho en general y los
derechos humanos en particular, suponen la integración
normativa de las relaciones humanas dentro del con-
texto social, y en virtud de su contenido justo, supone
integrar los tres aspectos o elementos que se comple-
mentan en la experiencia jurídica, esto es, el aspecto

normativo (el derecho como norma), el aspecto fáctico
(el derecho como hecho social) y el aspecto axiológico
(el derecho como justo). En este supuesto, crear nor-
mas sin el fin de justicia, irracionales y justificantes só-
lo de nuestro actuar, sin sentido de una vida acorde con
nuestra naturaleza humana y sus fines, sería como jus-
tificar la situación de violencia y la disposición de la vi-
da arbitrariamente que estamos viviendo actualmente,
imperando la ley del más fuerte, teniendo que conside-
rar cuatro ejes esenciales en toda reflexión jurídica: el
derecho inalienable a la vida, toda vez que de ella de-
pende el ejercicio de los demás derechos, la igualdad
de todos los seres humanos en dignidad, su condición
personal y desarrollo biológico adecuado al estadio de
su existencia y su autonomía para reflexionar y decidir
libremente. Todo aquello que conculque, límite o anu-
le cualquiera de estos grandes pilares, debe evitarse o
contrarrestarse eficazmente.

En este contexto y siguiendo la línea argumentativa y
substancial del derecho a la vida, se pueden citar, en-
tre otros, los siguientes instrumentos que forman el
corpus iuris de los derechos humanos de conformidad
con la Convención de Viena sobre Derechos de los
Tratados de 1969, donde es de destacar y tomar en
cuenta el valor jurídico de que el valor jurídico de di-
chos instrumentos y su sentido, tales como:

Declaración Universal de Derechos Humanos

Artículo 3. “Todo individuo tiene derecho a la vida, a
la libertad y a la seguridad de su persona.”

Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos
(PIDCP)

Artículo 6.

El derecho a la vida es inherente a la persona humana.
Este derecho estará protegido por la ley. Nadie podrá
ser privado de la vida arbitrariamente.

El Convenio Europeo para la protección de los de-
rechos humanos y de las libertades fundamentales.

El derecho de toda persona a la vida... (artículo 2).

Para el Convenio de la Unión Europea.

Toda persona tiene derecho a la vida (artículo 2-1).
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Declaración Americana de los Derechos y Deberes
del Hombre

Artículo l... Todo ser humano tiene derecho a la vida,
a la libertad y a la seguridad de su persona.

Convención Americana sobre Derechos Humanos

Artículo 1. Para los efectos de esta convención, perso-
na es todo ser humano.

Artículo 4. Derecho a la vida

1. Toda persona tiene derecho a que se respete su vida.
Este derecho estará protegido por la ley y, en general,
a partir del momento de la concepción.

Nadie puede ser privado de la vida arbitrariamente.

Sobre el artículo 4.1 de la Convención Americana, hay
que precisar los errores en que incurrió la Corte IDH,
en la resolución en el caso Artavia Murillo y otros vs.
Costa Rica -y que muchos juristas de forma atávica,
sin reflexión y contraste científico siguen-, que esta-
blece el derecho a la vida desde la concepción, por la
cual determinó74:

[...] la “concepción” en el sentido del artículo 4.1 tie-
ne lugar desde el momento en que el embrión se im-
planta en el útero, razón por la cual antes de este even-
to no habría lugar a la aplicación del artículo 4 de la
Convención”.75

Sin embargo, éstas afirmaciones causan ambigüedad e
inconsistencia con la ciencia y tecnología actual, ya que
si bien es cierto es un supuesto acotado a la fecunda-
ción que se efectúa dentro del cuerpo de la mujer (fer-
tilización intracorporea), también lo es que actualmen-
te se puede realizar extracorpóreamente, y el embrión,
producto de alguna técnica de fertilización humana
asistida, queda al arbitrio de terceros, mismos que al no
contar con regulación alguna que delimite su actuar,
pueden intervenir de forma arbitraria, como puede ser:
manipular genéticamente, realizar escisiones, híbridos
interespecíficos, clonación y otras intervenciones que
permita la ciencia y tecnología que puedan afectar o
destruir esa nueva realidad de la especie humana. Y en
su esencia biológica, es uno más de los nuestros en su
etapa más incipiente, y dada su naturaleza humana, na-
da debe impedirle tener un reconocimiento jurídico.

Lo anterior, devela el craso error científico de la reso-
lución de la Corte IDH, que lo que definió es más bien
el embarazo y no la concepción.

Para la Organización Mundial de la Salud (OMS), el
embarazo comienza cuando termina la implantación,
que es el proceso que inicia cuando se adhiere el blas-
tocito a la pared del útero (unos cinco o seis días des-
pués de la fecundación); dejándolo indebidamente en
el plano jurídico, como cosa, rompiendo con la lógica,
y sin criterio real y actual del momento que pasa de co-
sa a persona, criterio que ya quedó superado por los
casos Parrillo y Oliver Brüstle, señalados con antela-
ción, donde se actualiza el principio evolutivo y ex-
pansivo de los derechos humanos.

Es de destacar que incluso, la jurisprudencia constan-
te y uniforme de la Corte IDH sobre el particular, se ha
expresado en más de 12 casos.76 Incluso, en el año
2012 ha sido reiterada en dos ocasiones77, en específi-
co, en dos casos ha estimado a los no nacidos como
“hijos”78 y “bebé”.79

Sobre el interés superior de la niñez y para aclarar su
defensa y reconocimiento, la Corte IDH de forma ex-
pansiva establece el contenido y alcance de los dere-
chos humanos80 y de las obligaciones contenidos en la
Convención Americana de Derechos Humanos
(CADH), a la luz de otras normas jurídicas; excluir
cualquier interpretación que conduzca a engrosar las
limitaciones a los derechos humanos permitidas en la
CADH81 , y dotar de eficacia los mecanismos proce-
sales e institucionales interamericanos de protección
de los derechos humanos82 , sobre éste particular la
UNESCO emite la Declaración de Mónaco: reflexio-
nes sobre la bioética y los derechos del niño83, donde
en su Anexo 11, establece:

“l. Los orígenes del niño

• Todo niño es un ser singular y nuevo.

• Se debe velar por el respeto de la dignidad del em-
brión constituido in vitro para permitir la procreación
en caso de esterilidad de la pareja o para evitar la
transmisión de una enfermedad especialmente grave, y
después por la del feto.

Cuando se utilizan datos genéticos y de medicina fetal
se debe respetar el principio de no discriminación y no
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se debe tener por objetivo la reducción o la elimina-
ción de la diversidad humana o de los azares inheren-
tes a la vida.”

Estableciendo una expansión del derecho de la niñez
desde la etapa embrionaria (in vitro) y que se puede es-
tablecer su identidad genética desde el inicio de su
existencia. Es importante resaltar, que la fertilización
asistida en humanos empezó a tener efectos positivos
tiempo después de la Declaración Universal, Pacto de
Derechos Civiles y Políticos, Pacto de Derechos Eco-
nómicos, Sociales y Culturales, así como la Conven-
ción Americana y la Europea, esto se puede colegir
con “el primer nacimiento de un bebé producto de la
Fecundación in Vitro (FIV) que ocurrió en Inglaterra
en 1978” y “en Latinoamérica, el nacimiento del pri-
mer bebé producto de la Fecundación in Vitro y la
transferencia embrionaria fue reportado en 1984 en
Argentina”84 , en México, se realizan desde hace más
de 25 años, ya que desde 1988, nació la primera niña
concebida en territorio mexicano por transferencia in-
tratubárica de gametos (y estas técnicas todavía no se
regulan). Por ello, “antes de la FIV no se contemplaba
científicamente la posibilidad de realizar fertilizacio-
nes fuera del cuerpo de la mujer”, supuesto que toda-
vía no se había actualizado.

Ahora bien, sobre él interés superior de la niñez, la
Convención Americana en su artículo 19. Derechos
del Niño, establece: Todo niño tiene derecho a las me-
didas de protección que su condición de menor re-
quiere por parte de su familia, de la sociedad y del Es-
tado. La Corte IDH, también señala que niñas y niños
poseen los derechos que corresponden a todos los se-
res humanos -menores y adultos- y tienen además de-
rechos especiales derivados de su condición, a los que
corresponden deberes específicos de la familia, la so-
ciedad y el Estado.85

La observación General 5, Medidas generales de apli-
cación de la Convención de los Derechos del Niño;
señala la necesidad de una perspectiva basada en los
derechos del niño para garantizar la aplicación de la
convención, sobre la base de los principios generales
identificados por este órgano: interés superior del ni-
ño, no discriminación, derecho a la vida, a la super-
vivencia y al desarrollo.

Por otro lado, destaca la omisión del comité en el pro-
nunciamiento del artículo 6.5 del Pacto, que establece:

“No se impondrá la pena de muerte por delitos co-
metidos por personas de menos de 18 años de edad,
ni se la aplicará a las mujeres en estado de gravi-
dez, mismo que se adminicula con el Pacto Interna-
cional de Derechos Económicos Sociales y Culturales
(PIDESC), en su artículo 10: “Se debe conceder espe-
cial protección a las madres durante un periodo de
tiempo razonable, antes y después del parto”.

En este instrumento internacional se da protección es-
pecial a la madre por su estado de gestación, para pro-
teger de la mejor manera posible al naciturus y la con-
formación de la familia, mismo que se confirma con el
acta U.N. Doc. E/C. 12/2000/486 , relativa a la aplica-
ción de dicho pacto, Observación General 14, El dere-
cho al disfrute del más alto nivel posible de salud (ar-
tículo 12 del pacto), que en lo conducente establece:

“II. Obligaciones de los estados partes...Obligaciones
básicas...44. El comité confirma asimismo que entre
las obligaciones de prioridad comparables figuran las
siguientes: a) Velar por la atención de la salud genési-
ca, materna (prenatal y postnatal) e infantil; [...]”

Por su parte en los instrumentos de protección de la ni-
ñez, se puede observar lo siguiente:

Declaración de los Derechos del Niño

Reconociendo que el niño es un ser humano que por su
condición necesita incluso la debida protección legal,
tanto antes como después del nacimiento, de una pro-
tección y cuidados especiales, y del reconocimiento
expreso de sus derechos, los Estados miembros de la
ONU quisieron plasmar los Derechos del Niño en una
declaración dedicada especial, expresa y exclusiva-
mente a los niños, como el grupo de seres humanos
más importante entre los hombres y mujeres del mun-
do, instando a los padres, a los hombres y mujeres in-
dividualmente y a las organizaciones particulares, au-
toridades locales y gobiernos nacionales a que
reconozcan esos derechos y luchen por su observancia
con medidas legislativas adoptadas progresivamente,
proclamaron la Declaración de los Derechos del Niño,
que protege la vida humana de los niños así:

[...] Considerando que el niño, por su falta de madurez
física y mental, necesita protección y cuidado especia-
les, incluso la debida protección legal, tanto antes co-
mo después del nacimiento,
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[...]

Convención sobre los Derechos del Niño

Preámbulo

[...]

... Teniendo presente que, como se indica en la Decla-
ración de los Derechos del Niño, “el niño, por su falta
de madurez física y mental, necesita protección y cui-
dado especiales, incluso la debida protección legal,
tanto antes como después del nacimiento.”

[...]

Artículo 1

Para los efectos de la presente convención, se entien-
de por niño todo ser humano menor de dieciocho
años de edad, [...].

Artículo 6

1 Los Estados Partes reconocen que todo niño tiene el
derecho intrínseco a la vida.

2. Los Estados Partes garantizan en la máxima medida
posible la supervivencia y el desarrollo del niño.

Por su parte, el Convenio Europeo para la protección
de los derechos humanos y de las libertades funda-
mentales en su artículo 2, establece: “El derecho de to-
da persona a la vida...”.

En resumen, se puede desprender de los instrumentos
internacionales referidos que:

1. El derecho a la vida está reconocido como un dere-
cho fundamental de toda persona humana;

2.- Es consustancial o inherente a toda persona humana;

3.- Se puede tomar como análogo persona, individuo y
ser humano;

4.- En el caso de la niñez, se establece textualmente el
reconocimiento jurídico desde antes del nacimiento,
incidiendo para cualquier conflicto de derechos, pre-
valece su interés superior;

5.- La Convención Americana es el único instrumento
jurídico que amplía el espectro de protección desde la
concepción, y

6.- Se prohíbe la privación arbitraria de la vida.87

Cabe resaltar que los tratados de Derechos Humanos
son complementarios entre sí. Por ello la lectura debe
ser unitaria, lo que permite llegar a la interpretación de
cada derecho reconocido desde distintas perspectivas
y con diferentes grados de acercamiento, siempre den-
tro de un sistema global. De lo contrario estaríamos
admitiendo la posibilidad de contradicciones entre los
mismos tratados, o bien la dispar incidencia de ellos
sobre los derechos y garantías constitucionales que
vienen a perfeccionar o complementar.

En tanto que complementarios entre sí, los tratados se
perfeccionan entre ellos mismos, en el sentido del re-
conocimiento más pleno y perfecto del derecho en
cuestión en una circunstancia determinada.

“La regla de la complementariedad de los tratados en-
tre sí y con el texto constitucional es de especial tras-
cendencia.”88

Sin lugar a dudas el derecho a la vida ocupa un lugar
especial en la nómina de los derechos fundamentales
de la persona humana. Aun cuando la doctrina afirma
que todos los derechos humanos tienen igual valora89
, al momento de examinar casos concretos de viola-
ciones de este derecho, los órganos internacionales
competentes no dudan en destacar el carácter específi-
co del derecho a la vida.

En su observación general sobre el artículo 6 del Pac-
to Internacional de Derechos Civiles y Políticos, el
Comité de Derechos Humanos lo calificó como:

“El derecho supremo respecto del cual no se autoriza
suspensión alguna, ni siquiera en situaciones que pon-
gan en peligro la vida de la nación.90 Desde entonces el
comité ha reiterado textualmente la frase: “El derecho
a la vida es el más esencial de estos derechos. ”91

Por su parte, la Corte Interamericana de Derechos Hu-
manos (Corte IDH), de manera recurrente señala en
sus sentencias vinculadas con este derecho, los pará-
metros de protección que deben adoptar los estados
parte para hacerla efectivo:
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“Este Tribunal ha señalado que el derecho a la vida
juega un papel fundamental en la Convención Ameri-
cana, por ser el corolario esencial para la realización
de los demás derechos. Los estados tienen la obliga-
ción de garantizar la creación de las condiciones que
se requieran para que no se produzcan violaciones de
ese derecho inalienable y, en particular, el deber de im-
pedir que sus agentes atenten contra él. El cumpli-
miento de las obligaciones impuestas por el artículo 4
de la Convención Americana, relacionado con el artí-
culo 1.1 de la misma, no sólo presupone que ninguna
persona sea privada de su vida arbitrariamente (obli-
gación negativa), sino que, además, a la luz de su obli-
gación de garantizar el pleno y libre ejercicio de los
derechos humanos, requiere que los estados adopten
todas las medidas apropiadas para proteger y preservar
el derecho a la vida (obligación positiva). Esta protec-
ción activa del derecho a la vida por parte del Estado
no sólo involucra a sus legisladores, sino a toda insti-
tución estatal...”92

La Corte IDH ha empleado un lenguaje más sutil y
cuidadoso al abordar este tema, señalando: “Si el de-
bido proceso legal, con su conjunto de derechos y ga-
rantías, debe ser respetado en cualesquiera circunstan-
cias, su observancia es aún más importante cuando se
encuentre en juego el supremo bien que reconocen y
protegen todas las declaraciones y tratados de dere-
chos humanos: la vida humana.”93

De igual forma puntualiza que de la salvaguarda del
derecho a la vida depende la realización de los demás
derechos. “Al no respetarse el derecho a la vida, to-
dos los demás derechos desaparecen, puesto que se
extingue su titular.” 94

“El derecho a la vida es un derecho humano funda-
mental, cuyo goce es un prerrequisito para el disfrute
de todos los demás derechos humanos. De no ser res-
petado, todos los derechos carecen de sentido. En ra-
zón del carácter fundamental del derecho a la vida,
no son admisibles enfoques restrictivos del mismo”
95 , y que “los estados tienen la obligación de garanti-
zar la creación de las condiciones que se requieran pa-
ra que no se produzcan violaciones de ese derecho in-
alienable”.96

De no ser respetado, todos los derechos carecen de
sentido. En razón de dicho carácter, no son admisibles
enfoques restrictivos del mismo. De conformidad con

el artículo 27.2 de la convención, este derecho forma
parte del núcleo inderogable, ya que se encuentra con-
sagrado como uno de los que no pueden ser suspendi-
dos en casos de guerra, peligro público u otras amena-
zas a la independencia o seguridad de los Estados
Partes.97

Asimismo, es reiterado el párrafo siguiente en el cuer-
po de la jurisprudencia emitida por la propia Corte
IDH: “En virtud de este papel fundamental que se le
asigna en la convención, los estados tienen la obliga-
ción de garantizar la creación de las condiciones
necesarias para que no se produzcan violaciones de
ese derecho inalienable, así como el deber de impe-
dir que sus agentes o particulares atenten contra el
mismo. El objeto y propósito de la Convención, como
instrumento para la protección del ser humano, requie-
re que el derecho a la vida sea interpretado y aplicado
de manera que sus salvaguardas sean prácticas y efec-
tivas (effet utile).”98

Por otra parte, la Comisión Interamericana de Dere-
chos Humanos (CIDH) ha sido enfática en el reconoci-
miento del carácter especial del derecho a la vida. En
una decisión adoptada en 1996 de manera expresa pun-
tualiza: (...) la Comisión Interamericana de Derechos
Humanos debe destacar (...) que el derecho a la vida,
entendido como un derecho fundamental de la persona
humana consagrado en la Declaración Americana y en
diversos instrumentos internacionales a escala regional
y universal, tiene el status de jus-cogens.99

“El concepto de jus-cogens” agrega la CIDH “se deri-
va de un orden superior de normas establecidas en
tiempos antiguos y que no pueden ser contravenidas
por las leyes del hombre o de las naciones.”100

Según la CIDH, en una decisión más reciente: “El de-
recho a la vida es ampliamente reconocido como el de-
recho supremo del ser humano y condición sine qua
non para el goce de todos los demás derechos.”101

La interpretación de conformidad por el artículo 31.1
de la Convención de Viena, del citado artículo 6.1 del
PIDCP, consiste en que “se respete... (la) vida” de su
titular. Ese es el “objeto y fin” de dicha norma, lo que
significa que ella fue establecida para que realmente
alcanzara, por ella perseguida y no para que quedara
sin contenido.
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En su segunda frase y luego de un punto seguido, este
derecho estará protegido por la ley”. Y que “nadie pue-
de ser privado de la vida arbitrariamente”, es decir, de
conformidad a lo que se entendía por arbitrariedad en
la fecha de la convención y a lo se entiende aún ahora,
es decir, que no sea un “acto o proceder contrario a la
justicia, la razón o las leyes, dictado solo por la volun-
tad o el capricho.102

Por último, y toda vez que no es un derecho absoluto,
cuando se encuentra en peligro este mismo, se deben
establecer las excluyentes o eximentes de responsabi-
lidad penal, adecuadas y proporcionales, como son la
legitima defensa y el aborto con el mismo valor de
protección.

Es oportuno destacar que en el sentido de la protección
de la vida y la integridad personal, el aborto, conside-
rado como un delito en contra de la vida humana, se
debe buscar una pena conmutativa proporcional y ra-
cional, diversa a la privación de la libertad, por medio
de la perspectiva de justicia restaurativa, ya que es una
corresponsabilidad social, donde la maternidad siem-
pre se debe atender con las mejores circunstancias y la
prevención de los embarazos, deben ser de la forma
más adecuada e informada, así mismo, todo abuso se-
xual, debe ser sancionado, perseguido y juzgado.

Será en estos supuestos excepcionales relacionados
con el aborto, como lo es la existencia de un grave pe-
ligro para la vida de la muerte y/o el embarazo cuando
es consecuencia de un hecho constitutivo de delito
contra la libertad o intimidad sexual, donde las institu-
ciones de procuración de justicia, salud y atención a
víctimas deberán ser efectivas, en su actuación, para
evitar toda consecuencia indeseable para la mujer, y
ofrecer acompañamiento médico integral y sin ningún
acto de criminalización o victimización.

Por su parte, la Comisión de Población y Desarrollo
103 señala: “12...la reducción del recurso al aborto me-
diante el aumento y la mejora de los servicios de pla-
nificación familiar y, en los casos en que el aborto no
sea ilegal, la capacitación y el equipamiento adecua-
dos de los proveedores de servicios de salud y otras
medidas para velar por que el aborto sea seguro y ac-
cesible, reconociendo que en ningún caso debe pro-
moverse el aborto como método de planificación fa-
miliar o de prevención y tratamiento de las infecciones
de transmisión sexual..”

De lo cual, resulta imperioso llevar a cabo una serie
de políticas sociales de protección a la maternidad,
así como ayudas específicas a aquellas mujeres que
tienen dificultades para llevar adelante la gestación y
se ven obligadas, en contra de sus deseos, a tomar la
decisión de abortar por abandono, falta de recursos o
presiones que suponen una auténtica situación de
violencia.

La mujer que se enfrenta a la decisión del aborto, es
siempre víctima de una situación de grave conflicto
personal, es de justicia que no sea la mujer en solitario
quien tenga que afrontar todas las dificultades que
puede traer consigo la gestación.

El objetivo es proteger “la vida, tanto de la mujer co-
mo del no nacido, así como el buen desarrollo del em-
barazo y la resolución de conflictos”. Éste se lleva a
cabo en un momento extraordinariamente delicado pa-
ra la mujer embarazada: cuando ya ha manifestado su
deseo de cometer un aborto, bien porque parece que su
vida corre peligro, o bien porque el embarazo ha sido
resultado de una agresión sexual.

En general, la legislación siempre debe tener en
cuenta tres aspectos: garantizar la protección de to-
dos los bienes jurídicos en cuestión, favorecer el bien
posible y reducir el mal menor que es, a veces, inevi-
table.

El justiciable también tiene el deber de un recto y res-
ponsable ejercicio de equidad, prudencia, deliberación
sosegada y de auténtica sabiduría práctica.

La Resolución 1607/2008 adoptada en Asamblea Par-
lamentaria por el Consejo de Europa, que advierte que
la evidencia muestra que las estrategias y políticas
adecuadas de salud sexual y reproductiva y de dere-
chos, incluyendo la educación obligatoria para jóvenes
en el área sexual y de relaciones, adecuada a su edad y
con sensibilidad de género, lleva a recurrir mimos al
aborto.

La legalización del aborto junto con las presiones so-
ciales e ideología de algunos grupos, puede ser un fac-
tor de presión a la mujer y la maternidad, y al estable-
cer un nuevo derecho, puede justificar una amenaza
para el naciturus y los médicos que cometerán el abor-
to.
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Más bien como señala el Comité de los derechos del
niño en su Observación General 15: “(...) D. Derecho
a la vida, a la supervivencia y al desarrollo y factores
que determinan la salud del niño. (...) Entre los prin-
cipales determinantes de la salud, la nutrición y el
desarrollo del niño, cabe mencionar la realización del
derecho de la madre a la salud y el papel de los pro-
genitores y otros cuidadores. Un número considera-
ble de fallecimientos de lactantes tiene lugar en el
período neonatal, como consecuencia de la mala sa-
lud de la madre antes del embarazo, en el curso de
este, después de él y en el período inmediatamente
posterior al parto, así como de prácticas de lactancia
natural. (...)104 Así, cumpliendo con la transversali-
dad de los derechos humanos, se debe buscar un be-
neficio de la mujer, en particular en su periodo de
embarazo.

Y en el supuesto extremo, se debe buscar una justicia
restaurativa105, misma que es un proceso en el que las
partes implicadas en un delito, determinan de manera
colectiva las formas en que habrán de manejar sus
consecuencias e implicaciones. Representa una res-
puesta evolucionada al crimen, que respeta la dignidad
y la equidad de cada persona, construyendo compren-
sión y promoviendo la armonía social, a través de un
proceso de sanación de las víctimas, los ofensores y la
comunidad. Dicha respuesta se basa en virtudes como:
sensibilidad, apertura, confianza, esperanza y sana-
ción.

Por lo anterior, el Derecho a la Vida señalando su más
amplio espectro de protección:

1. Se debe proteger desde la concepción o fertiliza-
ción, como señala la Convención Americana y la evi-
dencia científica;

2. Nadie puede ser privado arbitrariamente, es decir,
sin razón o por un capricho;

3. Es el derecho sine qua non para el goce de todos los
demás, y durante toda la existencia de la vida, por su
dignidad inherente, y para todos los seres humanos, er-
go personas, como establece el artículo 1.2 de la Con-
vención Americana;

4. Toda vez que no es absoluto, se debe prever en la
normatividad inferior como excusas absolutorias ade-
cuadas y proporcionales.

En ese sentido, se estará reconociendo el derecho a la
vida en la Constitución, como en la mayoría de las
constituciones. Al día de hoy, todos los países que in-
tegran la Unión Europea reconocen explícitamente es-
te derecho al igual que en el territorio americano106,
salvo Argentina que es omisa y Uruguay que lo hace
en el contexto del debido proceso, todas las demás na-
ciones reconocen el derecho a la vida textual y explí-
citamente en su constitución.

Considerando que el inicio de la declaración de dere-
chos, el artículo 1o. constitucional, se ha vuelto un
precepto definitorio de las condiciones de ejercicio del
resto de derechos, la estrecha relación con la abolición
de la pena de muerte, y que ésta se encuentra regulada
en el artículo 22 constitucional, que se propone que
sea en este numeral en donde reconozca el derecho a
la vida.

Lo anterior, para hacer efectivo un derecho evidente y
actual dentro del contexto de los derechos humanos,
quitando de lado las ideologías o corrientes de opi-
nión, y brindar una base normativa a los legisladores
en particular, y en general a todos los operadores jurí-
dicos.

Iniciativa con proyecto de decreto que adiciona un
párrafo primero al artículo 22 de la Constitución
Política de los Estados Unidos Mexicanos, reco-
rriéndose los subsecuentes párrafos y fracciones.

Se propone adicionar un párrafo al artículo 22 de la
Constitución Política de los Estados Unidos Mexica-
nos, recorriendo los subsecuentes párrafos y fraccio-
nes para quedar como sigue:

(... )

Artículo 22. Todas las personas tienen derecho a la
vida y la integridad personal. Nadie podrá ser pri-
vado de la vida arbitrariamente. El Estado garan-
tizará su protección desde antes del nacimiento,
hasta su muerte natural, con la salvedad de las ex-
cusas absolutorias previstas por la legislación co-
rrespondiente.

Quedan prohibidas las penas de muerte (...)

I a la III (...)
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Transitorios

Único. El presente decreto entrará en vigor al día si-
guiente de su publicación en el Diario Oficial de la Fe-
deración.
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ciones y Costas, Sentencia de 25 de noviembre de 2006, párr.292.

79 Caso de los Hermanos Gómez Paquiyauri Vs. Perú, Fondo, Re-

paraciones y Costas, Sentencia de 8 de julio de 2004, párr. 67, x).

80 En esta línea de interpretación expansiva, la Corte IDH ha en-

tendido que el artículo 29.b de la CADH expresamente obliga a un

examen judicial que incorpore, al momento de determinar el al-

cance de los derechos, todas aquellas normas jurídicas, tanto na-

cionales como internacionales, que hayan reconocido un derecho

de forma más extensa. En este sentido, la Corte IDH se ha referi-

do constantemente a diversos instrumentos internacionales, ya se-

an regionales o universales, con el fin de dar sentido a los derechos

reconocidos en la CADH, pero atendiendo a las circunstancias es-

pecíficas del caso. Véanse, por ejemplo, Corte IDH, Caso Las Pal-

meras vs. Colombia (Fondo), Sentencia del 6 de diciembre de

2001, serie C, núm. 90; Corte IDH, Caso Bámaca Velásquez vs.

Guatemala (Fondo), Sentencia del 25 de noviembre de 2000, serie

C, núm. 70 (alcance del derecho a la vida en situaciones de con-

flictos armados no internacionales); Corte IDH, Caso de las Masa-

cres de Ituango vs. Colombia (Excepción Preliminar, Fondo, Re-

paraciones y Costas), Sentencia del 1 de julio de 2006, serie C,

núm. 148 (prohibición del trabajo forzado u obligatorio); Corte

IDH, Caso Herrera Ulloa vs. Costa Rica (Excepciones Prelimina-

res, Fondo, Reparaciones y Costas), Sentencia del 2 de julio de

2004, serie C, núm. 107 (relación entre la libertad de expresión y

la sociedades democráticas); Corte IDH, Caso de los “Niños de la

Calle” (Villagrán Morales y otros) vs. Guatemala (Fondo), Sen-

tencia del 19 de noviembre de 1999, serie C, núm. 63 (derechos es-

pecíficos de los niños y niñas, menores de 18 años); y Corte IDH,

Caso Comunidad Indígena Yakye Axa vs. Paraguay (Fondo, Repa-

raciones y Costas), Sentencia del 17 de junio de 2005, serie C,

núm. 125 (derecho a la propiedad comunal de los pueblos indíge-

nas), entre otros.

81 Véanse, por ejemplo, Corte IDH, Caso Las Palmeras vs. Co-

lombia (Fondo), doc. cit., y Corte IDH, Caso Radilla Pacheco vs.

México (Excepciones Preliminares, Fondo, Reparaciones y Cos-

tas), Sentencia del 23 de noviembre de 2009, serie C, núm. 209 (in-

terpretación restringida del alcance del fuero militar, entendiendo

éste como una limitación a ciertos derechos de la víctima y al prin-

cipio de unidad jurisdiccional); Corte IDH, Caso Boyce y otros vs.

Barbados (Excepción Preliminar, Fondo, Reparaciones y Costas),

Sentencia del 20 de noviembre de 2007, serie C, núm. 169; Corte

IDH, Caso Benjamin y otros vs. Trinidad y Tobago (Excepciones

Preliminares), Sentencia del 1 de septiembre de 2001, serie C,

núm. 81; Corte IDH, Caso Constantine y otros vs. Trinidad y To-

bago (Excepciones Preliminares), Sentencia del 1 de septiembre de

2001, serie C, núm. 82; y “Voto razonado del juez Sergio García

Ramírez en el caso Raxcaco Reyes vs. Guatemala. Sentencia del

15 de septiembre de 2005”, en Corte IDH, Caso Raxcacó Reyes vs.

Guatemala (Fondo, Reparaciones y Costas), Sentencia del 15 de
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septiembre de 2005, serie C, núm. 133, (interpretación restringida

de las condiciones bajo las cuales se puede imponer la pena de

muerte), entre otras decisiones.

82 Véanse, por ejemplo, Corte IDH, Caso Comunidad Indígena

Sawhoyamaxa vs. Paraguay (Fondo, Reparaciones y Costas),

Sentencia del 29 de marzo de 2006, serie C, núm. 146 (si por una

actuación negligente del Estado no se puede establecer la fecha

de la muerte de las presuntas víctimas, para efectos de determi-

nar la competencia temporal de la Corte IDH, ésta podrá conocer

de las violaciones, en aplicación “procesal” del principio pro per-

sona); y Corte IDH, Caso de la Masacre de Pueblo Bello vs. Co-

lombia (Fondo, Reparaciones y Costas), Sentencia del 31 de ene-

ro de 2006, serie C, núm. 140, y Corte IDH, Caso Trabajadores

Cesados del Congreso (Aguado Alfaro y otros) vs. Perú (Excep-

ciones Preliminares, Fondo, Reparaciones y Costas), Sentencia

del 24 de noviembre de 2006, serie C, núm. 158 (el no haber

otorgado un poder formal de representación ante la Corte IDH no

es un argumento para excluir a una persona como víctima poten-

cial de un caso).

83 Bioética y los Derechos del Niño, 31 C/12 18 de julio de 2001

Original: Francés, Conferencia General 31ª reunión, París 2001,

celebrado en Mónaco del 28 al 30 de abril de 2000, Anexo II, p. 2.

84 Párr.66.

85 Corte IDH, Condición Jurídica y Derechos humanos del Niño,

Opinión Consultiva OC-17/02, del 29 de agosto de 2002, Serie A

No. 17, párr. 54.

86 Emitida durante el periodo de sesiones de dos mil y aprobada el

once de mayo de dicho año.

87 Dentro de la locución “nadie” se comprende todo ser humano,

lo que supone que ninguna vida humana puede ser privada arbitra-

riamente. La prohibición de no imponer la pena de muerte a las

mujeres embarazadas revela la clara intención de proteger al naci-

turus pues el compromiso de no aplicar dicha pena no se sustenta

en su calidad de mujer como tal, sino en su estado de gravidez, de

lo que deriva que una vez concluido este estado, ya no subsistiría

la prohibición.

88 Cfr. Rrodolfo Carlos, Barra, La Protección Constitucional del

Derecho a la Vida, Editorial Abeledo-Perrot, Buenos Aires, Argen-

tina, 1996, pp. 41 y 42.

89 La Declaración de Viena, adoptado por la segunda Conferencia

Mundial sobre Derechos Humanos, celebrada en Viena en 1993:

“Todos los derechos humanos son universales, indivisibles e inter-

dependientes y están relacionados entre sí. La comunidad debe tra-

tar los derechos humanos en forma global de manera justa y equi-

tativa, en pie de igualdad y dándoles a todos la misma importan-

cia.” (párr. 5).

90 Comité de Derechos Humanos, Observación General No. 6,

párr. 1 (1982), mismo que se repite en la Observación general N°

14 Párr. 1 (I984).

91 Comité de Derechos Humanos, caso A.R.J. c. Australia, párr.6.8

(1997); G. T. c. Australia, párr. 8.1 (I998).

92 Corte Interamericana, Caso de la Masacre de Pueblo Bello c.

Colombia, párr. 120 y Caso del Penal Miguel Castro Castro c. Pe-

rú, párr. 237, entre otras.

93 Corte Interamericana de Derechos Humanos, Opinión Consul-

tiva OC-I6/99, párr. 135.

94 Corte Interamericana, Caso Comunidad indígena Yakye Axa c.

Paraguay, párr. 161.

95 Caso de los Niños de la Calle (Villagrán Morales y Otros), Sen-

tencia de 19 de noviembre de 1999, Serie C N° 63, párr. 144.

96 Caso Familia Barrios Vs. Venezuela. Fondo, Reparaciones y

Costas. Sentencia de 24 de noviembre de 2011. Serie C No. 237,

párr. 48.

97 Corte Interamericana, Caso comunidad Sawhoyamaxa c. Para-

guay, párr. 150 y Masacres de Ituango c. Colombia, párr. 128, en-

tre otras.

98 Corte Interamericana, Caso Masacres de Ituango c. Colombia,

párr. 129 y Caso Zambrano Vélez y otros c. Ecuador, párr. 79.

99 CIDH, caso Remolcador 13 de marzo c. Cuba, párr. 79 (1996).

100 CIDH, caso Remolcadora 13 de marzo, párr. 79. Ver también

Sequieras Mangas c. Nicaragua, párr. 145 (1997). La CIDH hace

una exégesis de la relación y las diferencias entre los conceptos de

Derecho Consuetudinario y de jus cogens en los párrafos 43 a 50

de su decisión de en el caso Domínguez c. Estados Unidos (2002).

101 CIDH, caso Edwards y otros c. Bahamas, párr. 109 (2001).

102 Diccionario de la Real Academia de la Lengua, se puede ver:

http://dle.rae.es/?id=3QAUXFg
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103 Consejo Económico y Social Documentos Oficiales, 2014 Su-

plemento núm. 5, Comisión de Población y Desarrollo, Informe

sobre el 47° período de sesiones (26 de abril de 2013 y 7 a ll de

abril de 2014) E/2014/25-E/CN.9/2014/7, se puede consultar en:

http://www.unfpa.org/sites/default/files/event-pdf/N1431 211_

SP.pdf

104 Observación general N° 15 (2013) sobre el derecho del niño

al disfrute del más alto nivel posible de salud (artículo 24), se pue-

de consultar en:

http://www2.ohchr.org/english/bodies/crc/docs/GC.15-Sp.p df

105 Para más información, ver:

https://archivos.juridicas.unam.mx/www/bjv/libros/7/3104 /38.pdf

106 Constitución de la República de El Salvador (1983) Título 1/

Capítulo Único/ La Persona Humana y los Fines del Estado Art. 1.-

El Salvador reconoce a la persona humana como el origen y el fin

de la actividad del Estado, que está organizado para la consecución

de la justicia, de la seguridad jurídica y del bien común. Asimismo

reconoce como persona humana a todo ser humano desde el ins-

tante de la concepción. (12) Constitución de la República de Gua-

temala del 14 de enero de 1986. Artículo 3: “El Estado garantiza y

protege la vida humana desde su concepción, así como la integri-

dad y la seguridad de la persona”. Constitución de la República de

Chile de 1980. Artículo 19: “La constitución garantiza a todas las

personas: El derecho a la vida y a la integridad física y psíquica.

La ley protege la vida del que está por nacer.” Constitución de la

República de Venezuela de 1961. Artículo 74: “La maternidad se-

rá protegida, sea cual fuere el estado civil de la madre. Se dictarán

las medidas necesarias para asegurar a todo niño, sin discrimina-

ción alguna, protección integral, desde su concepción hasta su

completo desarrollo, para que éste se realice en condiciones mate-

riales y morales favorables”. Constitución de la República de

Ecuador de 1987.

Artículo 25 inc. 3°: “El hijo será protegido desde su concepción y

se garantiza el amparo del menor a fin de que su crecimiento y de-

sarrollo sean adecuados para su integridad moral, mental y física,

así como para su vida en el hogar”.

Constitución de la República de Colombia de 1991.

Artículo 11: “El derecho a la vida es inviolable”.

Constitución de la República de Perú de 1993.

Artículo 2: Derechos fundamentales de la persona

“Toda persona tiene derecho: A la vida, a su identidad, a su inte-

gridad moral, síquica y física, y a su libre desarrollo y bienestar. El

concebido es sujeto de derecho en todo cuanto le favorezca”.

Palacio Legislativo de San Lázaro 
a 14 de diciembre de 2017

Diputada Rosalina Mazari Espín (rúbrica)

Proposiciones

CON PUNTO DE ACUERDO, POR EL CUAL SE EXHORTA A LA

COMISIÓN DE ENERGÍA DE ESTA SOBERANÍA A DICTAMI-
NAR CON LA MAYOR BREVEDAD LA INICIATIVA QUE RE-
FORMA LOS ARTÍCULOS 46 Y DÉCIMO OCTAVO TRANSITO-
RIO DE LA LEY DE HIDROCARBUROS, A CARGO DE LA

DIPUTADA NORMA ROCÍO NAHLE GARCÍA, DEL GRUPO

PARLAMENTARIO DE MORENA

La suscrita diputada Norma Rocío Nahle García, inte-
grante de la LXIII Legislatura del Congreso de la
Unión, del Grupo Parlamentario de Morena, con fun-
damento en lo dispuesto en los artículo 6, fracción I,
79, numeral 2, del Reglamento de la Cámara de Dipu-
tados, someto a consideración de este pleno la si-
guiente proposición con punto de acuerdo al tenor de
las siguientes

Consideraciones

El primero de febrero del presente año se presentó la
iniciativa para reformar los artículos 46 y decimocta-
vo transitorio de la Ley de Hidrocarburos. El conteni-
do nacional ha sido considerado en un porcentaje muy
bajo en la reforma energética.

Esto ha dado lugar a niveles de desempleo sin prece-
dentes en la historia del sector. Además de la afecta-
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ción laborar, el país también esta perdiendo capital hu-
mano altamente capacitado.

Por ejemplo, para conservar el empleo, trabajadores de
plataformas petroleras en el Golfo de México han sido
sometidos a “paros técnicos”, es decir, jornadas labo-
rales que van de una semana o 14 días a mar abierto
con descansos de 28 a 42 días, sin goce de sueldo.

También se observa que las empresas petroleras y de
servicios que se han adjudicado contratos han privile-
giado la contratación de mano de obra extranjera. No
sólo eso, Óscar Orta, representante de Manpower para
la región norte del país, señaló que las empresas dedi-
cadas al sector petrolero ofrecen sueldos más altos y
mejores prestaciones a ingenieros y obreros extranje-
ros que a nacionales.

En Tabasco y en Veracruz, las zonas petroleras más im-
portantes del país, es en donde hay un mayor desplaza-
miento de la mano de obra nacional por extranjeros.

Las empresas argumentan que sus trabajadores están
mejor capacitados, además de que necesitan demostrar
curricularmente, ante la CNH, que los técnicos e inge-
nieros propuestos tiene la capacitación necesaria.

Sin embargo, No todos los ingenieros extranjeros han
cumplido con los requerimientos que exige la CNH. 

Paradójicamente a la política del Ejecutivo nacional,
el recién electo presidente de los Estados Unidos de
América (EUA), Donald Trump, está exigiendo 100
por ciento de contenido nacional. Ha emprendido una
política proteccionista no sólo para la industria auto-
motriz, busca la autonomía energética y las cuantiosas
ganancias que se obtiene de la refinación y la petro-
química. Aproximadamente 80 por ciento del crudo
mexicano se exporta a EUA, después México lo im-
porta transformado en gasolinas y petroquímicos de
los que la menos obtiene 77 veces más de la ganancia
que se tiene exportando crudo.

Hay razones de interés nacional, de lo que debiera ser
parte de una política energética orientada a fortalecer
la planta laboral del país y conservar la autonomía
energética, Morena propuso las siguientes reformas:

Al artículo 46 de la Ley de Hidrocarburos se propone
que al menos se incorpore el sesenta y cinco por cien-

to de contenido nacional en bienes de capital interme-
dios, en el transcurso de máximo cinco años y, al me-
nos noventa por ciento de mano de obra nacional y de
trabajo calificada en el transcurso de máximo tres
años. Estos porcentajes se deberán considerar para
asignaciones y contratos de exploración y extracción
de hidrocarburos.

Dicha meta no excluirá la exploración y extracción de
hidrocarburos en aguas profundas y ultra profundas.
La Secretaría de Economía, con la opinión de la Se-
cretaría de Energía, deberá establecer una meta de
contenido nacional acorde con las características de
dichas actividades y de mano de obra nacional y de
trabajo calificada.

También los asignatarios y contratistas deberán cum-
plir individualmente con el porcentaje de contenido
nacional que la Secretaría de Energía, con la opinión
de la Secretaría de Economía, deberá establecer en las
asignaciones y contratos para la exploración y extrac-
ción, el porcentaje señalado en el primer párrafo del
presente artículo.

Las asignaciones y contratos de exploración y extrac-
ción deberán incluir un programa de cumplimiento del
porcentaje de contenido nacional y de mano de obra
nacional y de trabajo calificada a que se refiere el pá-
rrafo anterior, incluyendo los plazos y etapas aplica-
bles. Para el caso de los contratos para la exploración
y extracción, la meta de contenido nacional deberá ser
incluida en las bases del procedimiento de licitación y
adjudicación de los mismos.

Finalmente, la Secretaría de Energía deberá definir la
metodología para medir y asegurar que los contratistas
y asignatarios cumplan con los porcentajes de conteni-
do nacional establecidos en esta iniciativa.

Por lo expuesto y de conformidad con las disposicio-
nes invocadas en el proemio, se somete a considera-
ción del pleno el siguiente

Punto de Acuerdo

Único. Se exhorta a la Comisión de Energía de la Cá-
mara de Diputados para que la mayor brevedad dicta-
mine la iniciativa con proyecto de decreto que refor-
man los artículos 46 y decimoctavo transitorio de la
Ley de Hidrocarburos, con el objetivo de incrementar
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el contenido nacional en los contratos de exploración
y producción de hidrocarburos en al menos en sesenta
y cinco por ciento, presentada el 1 de febrero de 2017
y por el Grupo Parlamentario de Morena, que fue tur-
nada para dictamen.

Palacio Legislativo de San Lázaro,
a 14 de diciembre de 2016.

Diputada Norma Rocío Nahle García (rúbrica)

CON PUNTO DE ACUERDO, POR EL CUAL SE EXHORTA A LA

COMISIÓN DE DESARROLLO SOCIAL DE ESTA SOBERANÍA

A DICTAMINAR LA INICIATIVA QUE EXPIDE DE LEY PARA

PREVENIR EL DESPERDICIO DE ALIMENTOS, A CARGO DE

LA DIPUTADA NORMA ROCÍO NAHLE GARCÍA, DEL GRU-
PO PARLAMENTARIO DE MORENA

Norma Rocío Nahle García, diputada federal de la
LXVIII Legislatura, integrante del Grupo Parlamen-
tario de Morena, con fundamento en lo dispuesto en
el numeral 1, del artículo 6 y numeral 1, fracción II,
del artículo 79, del Reglamento de la Cámara de Di-
putados, someto a consideración del pleno la presen-
te proposición con punto de acuerdo, bajo las si-
guientes

Consideraciones

Primera. Que en mi carácter de diputada federal per-
teneciente al Grupo Parlamentario de Morena de esta
LXIII Legislatura, con fecha 10 de marzo de 2016,
presenté ante el pleno de la Cámara de Diputados un
proyecto de decreto que expide la Ley para prevenir el
Desperdicio de Alimentos.

El decreto de Ley para prevenir el Desperdicio de Ali-
mentos tiene como objetivo:

Crear conciencia, prevenir y reducir el despilfarro de
alimentos, así como fomentar la donación a la pobla-
ción más desprotegida, asimismo tiene como propósi-
to movilizar a la sociedad para disminuir el hambre de
millones de mexicanos.

Una solución al desperdicio de alimentos consiste en
donarlos a bancos de alimentos o comedores públicos.
Los bancos de alimentos recolectan y distribuyen ali-
mentos que ya no son comercializables pero que pue-
den consumirse y los envían a instituciones de asisten-
cia social y comunidades marginadas.

Importantes empresas locales y transnacionales apo-
yan a los bancos de alimentos. Sin embargo, un gran
número de empresas no donan porque consideran que
podría perjudicar sus ventas, a pesar de que la Ley del
Impuesto sobre la Renta y en el Código Fiscal de la
Federación establece beneficios fiscales a quienes do-
nen bienes básicos para la subsistencia humana en ma-
teria de alimentación

Enfrentar el desperdicio de alimentos nos ayudará a
construir un futuro sustentable. Terminar con el ham-
bre y la desnutrición que padecen millones de mexica-
nos.

Segunda. Que durante la sesión parlamentaria del
10 de marzo de 2016 se turnó a la Comisión de De-
sarrollo Social con opinión de la Comisión de Presu-
puesto y Cuenta Pública de la Cámara de Diputados
en términos del artículo 182 del Reglamento de la
Cámara de Diputados, mismo que a la letra estable-
ce que:

Artículo 182.

1. Todo asunto turnado a comisión deberá ser re-
suelto por esta, dentro de un término máximo de
cuarenta y cinco días, a partir de la recepción for-
mal del asunto, con las salvedades que este Regla-
mento y la Constitución establecen.

Tercera. Que con fecha 31 de mayo se modificó el tur-
no y pasó a las Comisiones Unidas de Desarrollo So-
cial y de Economía, con opinión de la Comisión de
Presupuesto y Cuenta Pública y con fundamento en el
artículo 182, numeral 4 se le concedió una prórroga
hasta el 30 de septiembre de 2016 con el propósito de
proceder a dictaminarla.
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Cuarta. Una vez agotado el plazo señalado en la pro-
rroga y como se establece en el artículo 182, numeral
3:

La comisión tendrá como término para dictaminar
las proposiciones, hasta el fin de cada periodo ordi-
nario de sesiones.

La dictaminadora estuvo imposibilitada para dicta-
minar la iniciativa, por lo que precluyó.

Quinta. La iniciativa de Ley para Prevenir el Desper-
dicio de Alimentos nuevamente fue presentada con fe-
cha 3 de mayo de 2017, ante el pleno de la Comisión
Permanente del Congreso de la Unión.

Sexta. Durante la sesión parlamentaria del 3 de mayo
de 2017 se turnó el decreto que expide la Ley para Pre-
venir el Desperdicio de Alimentos a la Comisión de
Desarrollo Social de la Cámara de Diputados.

Séptima. La Comisión de Desarrollo Social solicitó
una prórroga, otorgada el miércoles 12 de julio de
2017, con base en el artículo 185 del Reglamento de la
Cámara de Diputados, sin embargo hasta la fecha la
Comisión de Desarrollo Social no ha emitido el dicta-
men correspondiente.

Por las razones expresadas y con fundamento en las
disposiciones invocadas, se propone el siguiente

Punto de Acuerdo

Único. Se exhorta respetuosamente a la Comisión de
Desarrollo Social para que se discuta y se dictamine la

iniciativa de Ley para prevenir el Desperdicio de Ali-
mentos, presentada por el Grupo Parlamentario de
Morena, el 3 de mayo de 2017.

Palacio Legislativo de San Lázaro, 
a 14 de diciembre de 2017.

Diputada Norma Rocío Nahle García (rúbrica)
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